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“PINTOS, FRANCISCO JAVIER Y OTROS S/ HOMICIDIO” 


(EXPTE. FGR 27423/2017) 


San Carlos de Bariloche, de junio de 2021. 

AUTOS Y VISTOS: 

Para resolver en el expediente FGR 
27423/2017 del registro de la Secretaría Penal del 
Tribunal, sobre la situación procesal de FRANCISCO JAVIER 
PINTOS, DNI 33.871.865, argentino, nacido el 14/7/1988 en 
la ciudad de Formosa, provincia homónima, hijo de María 
Isabel Pintos, de 33 años de edad, soltero, que sabe leer 
y escribir, con instrucción secundaria completa, 
suboficial de la Prefectura Naval Argentina, fuerza de 
seguridad en la que posee el cargo de Cabo 1°, con 13 
años de antiguedad, con domicilio real en Santa Fe 6551 
de la localidad de Vicente López, provincia de Buenos 
Aires y domicilio laboral en el asiento de la Agrupación 
Albatros de la Prefectura Naval Argentina (emplazada en 
la intersección de la calle 25 de Mayo y Río Luján, en la 
localidad de San Fernando, provincia de Buenos Aires); 
SERGIO GUILLERMO CAVIA, DNI 36.095.617, argentino, nacido 
el 17/4/1991 en la ciudad de Posadas, provincia de 
Misiones, hijo de Horacio Sergio y de Rita Mabel Isaac, 
en concubinato, que sabe leer y escribir, con instrucción 
secundaria completa, suboficial de la Prefectura Naval 
Argentina, fuerza de seguridad en la que posee el cargo 
de Cabo 1°, con 9 años de antiguedad, con domicilio real 
en Defensa 1512 de la localidad de Talar de Pacheco, 
partido de Tigre, provincia de Buenos Aires y domicilio 
laboral en el asiento de la Agrupación Albatros de la 
Prefectura Naval Argentina; JUAN RAMÓN OBREGÓN, DNI 
35.009.136, argentino, nacido el 10/10/1991 en la ciudad 


de Santo Pipo, provincia de Misiones, hijo de Juan Bosco 
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y de Berta Beatriz Machado, de 29 años de edad, casado, 
que sabe leer y escribir, con instrucción secundaria 
completa, suboficial de la Prefectura Naval Argentina, 
fuerza de seguridad en la que posee el cargo de Cabo 1°, 
con 9 años de antigüedad, con domicilio real en Avenida 
Presidente Perón nro. 426, departamento 2 “G”, de la 
localidad de San Fernando, provincia de Buenos Aires y 
domicilio laboral en el asiento de la Agrupación Albatros 
de la Prefectura Naval Argentina (emplazada en la 
intersección de la calle 25 de Mayo y Río Luján, en la 
localidad de San Fernando, provincia de Buenos Aires); 
CARLOS VALENTÍN SOSA, DNI 33.064.874, argentino, nacido 
el 5/4/1987 en la ciudad de Mercedes, provincia de 
Corrientes, hijo de Carlos Luis y de Norma Beatriz 
Aguirre, de 34 años de edad, casado, que sabe leer y 
escribir, con instrucción secundaria completa, suboficial 
de la Prefectura Naval Argentina, fuerza de seguridad en 
la que posee el cargo de Cabo 1°, con 9 años de 
antigüedad, con domicilio real en la calle José Uriburu 
944, departamento 1, de la localidad de Los Polvorines, 
Partido de Malvinas Argentinas, provincia de Buenos Aires 
y domicilio laboral en el asiento de la Agrupación 
Albatros de la Prefectura Naval Argentina; y de SERGIO 
DAMIÁN GARCÍA, DNI 39.189.291, de nacionalidad argentina, 
nacido el 7/10/1995 en la ciudad de Paso de los Libres, 
provincia de Corrientes, hijo de Sergio Gustavo y de Nora 
Cecilia Barboza, de 25 años de edad, soltero, que sabe 
leer y escribir, con instrucción secundaria completa, 
suboficial de la Prefectura Naval Argentina, fuerza de 
seguridad en la que posee el cargo de Cabo 2°, con 7 años 
de antigüedad, con domicilio real en la calle Quirno 
Costa 2101, Torre 3, departamento 3° “A”, de la localidad 


de San Fernando, provincia de Buenos Aires y domicilio 
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laboral en el asiento de la Agrupación Albatros de la 
Prefectura Naval Argentina. 

Y CONSIDERANDO QUE: 

I. INICIO DE LAS ACTUACIONES. 

Este legajo comenzó el 26 de noviembre de 
2017 a fin de investigar las circunstancias en las cuales 
se produjo el fallecimiento de Rafael Domingo Nahuel 
Salvo, acaecido el 25 de ese mes y año en horario 
indeterminado pero anterior a las 17 hs., en el interior 
del predio emplazado a la altura del kilómetro 2006 de la 
Ruta Nacional 40 Sur, producto del impacto sobre su 
humanidad de un proyectil de arma de fuego que le 
ocasionó un shock hipovolémico. 

Cabe aclarar que la denunciada usurpación 
del inmueble mencionado en el párrafo anterior constituye 
el objeto del sumario FGR 26511/2017 del registro de la 
Secretaría Penal del Tribunal, cuyo desalojo se ordenó -y 
practicó- el 23/11/2017. Días después —ante la muerte de 
Nahuel Salvo en el lugar antes indicado- se ordenó la 
separación de los procesos teniendo en cuenta su 
importancia, complejidad y con el propósito de garantizar 
una mejor administración de justicia (cfr. fs. 1 y 5/6). 

Durante la instrucción del sumario se 
practicaron numerosas diligencias probatorias (mencionaré 
posteriormente las pertinentes para la emisión de este 
decisorio) que condujeron a convocar al legajo en calidad 
de imputados (art. 294 del C.P.P.N.) a los funcionarios 
de la Prefectura Naval Argentina mencionados en el 
encabezado (ver fs. 1494/1506, 1826/9, 1830/3, 1834/7 y 
1838/41). 

El 9/1/2019, el entonces Juez a cargo de 
este Tribunal ordenó el procesamiento de Francisco Javier 


Pintos, Juan Ramón Obregón, Sergio Damián García, Sergio 
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Guillermo Cavia y Carlos Valentín Sosa como coautores 
penalmente responsables del delito de homicidio agravado 
por su comisión con violencia contra las personas 
mediante la utilización de armas de fuego, cometido con 
exceso en la legítima defensa (artículos 34 inciso 6°, 
35, 41 bis, 45 y 79 del Código Penal). Ese decisorio fue 
apelado por las defensas técnicas de los nombrados y por 
la querella ejercida por los padres de la víctima. 

La Cámara Federal de Apelaciones de 
General Roca (integrada por los jueces Lozano, Barreiro y 
Gallego) emitió su decisión el 15/5/2019, oportunidad en 
la cual —en lo que aquí concierne- resolvió: I. Admitir 
el recurso deducido por Sosa, Cavia, García y Obregón, 
revocar sus procesamientos y disponer la falta de mérito 
de cada uno de ellos; II. Rechazar el recurso de 
apelación de Francisco Javier Pintos; III. Admitir 
parcialmente el recurso de la parte querellante, 
modificando la calificación del hecho atribuido a Pintos 
por aquella contemplada en el art. 79 y su agravante del 
art. 41 bis, ambos del C.P. 

Contra esa sentencia se alzó en casación 
el abogado de Pintos (Dr. Marcelo Hugo Rocchetti). La 
Sala III de la Cámara Federal de Casación Penal decidió 
el 24/10/2019 hacer lugar al recurso de casación 
interpuesto, anular la resolución de la Cámara Federal de 
Apelaciones de General Roca, apartar a los integrantes de 
ese Tribunal y remitir las actuaciones para que nuevos 
magistrados dicten un pronunciamiento de acuerdo a los 
lineamientos allí establecidos. 

Finalmente, el 14/2/2020, la Cámara 
Federal de Apelaciones de General Roca -—integrada en la 
ocasión por los jueces Cabral, Coscia y Grosso- resolvió 


“hacer lugar a la impugnación deducida por la defensa de 
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Francisco Javier Pintos y, en consecuencia, revocar el 
auto de procesamiento dictado en su contra, disponiendo 
la falta de mérito, de conformidad con lo establecido por 
el art. 309 CPPN”. 

En ese marco, esta sede se abocó a 
realizar las medidas probatorias sugeridas por los dos 
Tribunales de Alzada en sus respectivas decisiones, junto 
a otras consideradas conducentes y dispuestas tanto de 
oficio como a pedido de las partes —a las cuales me 
referiré luego-—. 

Una vez cumplidas esas diligencias (que se 
vieron demoradas por razones de fuerza mayor -y por ello 
ajenas a cualquiera de los intervinientes- en razón de la 
pandemia declarada por la OMS en virtud del brote de 
COVID-19), convoqué en los términos del artículo 303 del 
ritual a los encausados Francisco Javier Pintos, Sergio 
Guillermo Cavia, Juan Ramón Obregón, Carlos Valentín Sosa 
y Sergio Damián García (cfr. fs. 3080/3085 y 3149/3154 
[Pintos]; 3070/3075 [Cavia]; 3108/3113 [Sosa]; 3095/3100 
y 3130/3135 [Obregón]; 3120/3125 y 3138/3143 [García]). 

Por ello, a través de la presente me 
abocaré a resolver sus situaciones procesales. 

II. CONDUCTAS ATRIBUIDAS A LOS IMPUTADOS. 

Cabe estimar en los términos del artículo 
306 del GC.P.P.N., conforme las plataformas fácticas 
imputadas en indagatoria a los encausados que: 

1) El 25 de noviembre de 2017, entre las 
16 y las 17 horas, Sergio Guillermo Cavia dio muerte a 
Rafael Domingo Nahuel Salvo por medio de un disparo de 
arma de fuego, en la parte alta del predio ubicado en el 
km. 2006 de la Ruta Nacional 40 Sur propiedad de Parques 
Nacionales (nomenclaturas catastrales 19-7-A-011-14 y 19- 


7-A-011-07). Puntualmente, en la fecha indicada, el 
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imputado realizaba un patrullaje de reconocimiento junto 
con el cabo 1° Francisco Antonio Lezcano, el marinero 
Sergio Damián García y el cabo 2” Carlos Valentín Sosa en 
la parte alta de la montaña. Fue así que, al llegar a una 
zona alta, observaron a lo lejos a un grupo de alrededor 
de 15 personas, lo que motivó que Lezcano y García 
decidieran bajar unos metros para encontrar señal y así 
modular por HT para pedir ayuda; mientras que Cavia y 
Sosa se quedaron escondidos unos 100 metros más arriba 
visualizando lo que ocurría. Al mismo tiempo, Pintos y 
Obregón que estaban a mitad de camino en la picada de 
ascenso escucharon aquéllas modulaciones, por lo que 
comenzaron a subir y, tras encontrarse con Lezcano y 
García e interiorizarse de lo acontecido, continuaron el 
ascenso montaña arriba para respaldar a sus otros dos 
compañeros. Por su parte, el grupo de personas comenzó a 
descender, oportunidad en la que se toparon con Cavia y 
Sosa, quienes les dieron la voz de alto. Luego se sumaron 
Pintos y Obregón. En dicho contexto, los tres 
primeramente nombrados dispararon con las armas 
reglamentarias provistas, marca Pietro Beretta, calibre 9 
mm., mientras que el último de ellos lo hizo con el 
subfusil MP5 (nro. 05-C-335528) asignado, realizando 
entre todos al menos unos 130 disparos. En ese contexto, 
Cavia efectuó un disparo con la pistola provista antes 
mencionada (nro. 05-P83332Z) que impactó en la parte 
posterior de la cadera izquierda de Rafael Nahuel y, 
luego, ascendió hasta alojarse debajo de su axila 
derecha, perforando a su paso el hueso ilíaco izquierdo, 
el mesenterio, el intestino delgado, el hígado y el 
pulmón derecho. Esto le causó finalmente la muerte por un 
shock hipovolémico a raíz de las lesiones de órganos que 


le provocaron una hemorragia interna. Finalmente, los 
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cuatro efectivos comenzaron a descender corriendo montaña 
abajo, oportunidad en la que se toparon con García quién 
colaboró custodiando su retirada y, finalmente, con 
Lezcano. Todos juntos arribaron a la parte baja del 
predio a donde se encontraba el resto del grupo. Fausto 
Jones Huala y Lautaro González bajaron el cuerpo sin vida 
de Rafael Nahuel Salvo sobre una camilla de troncos, 
hasta dejarlo en la Ruta Nacional 40 a donde finaliza el 
predio. 

2) El 25 de noviembre de 2017, entre las 
16 y las 17 horas, Francisco Javier Pintos, Juan Ramón 
Obregón, Carlos Valentín Sosa y Sergio Damián García 
participaron a través de la realización de diversos 
disparos de arma de fuego en el episodio en el marco del 
cual Sergio Guillermo Cavia dio muerte a Rafael Nahuel 
Salvo por medio de un disparo de su propia arma de fuego. 
Ello aconteció en la parte alta del predio ubicado en el 
km. 2006 de la Ruta Nacional 40 Sur propiedad de Parques 
Nacionales (nomenclaturas catastrales 19-7-A-011-14 y 19- 
7-A-011-07). Puntualmente, en la fecha indicada, el 
nombrado Cavia, el cabo 1° Francisco Antonio Lezcano, el 
marinero Sergio Damián García y el cabo 2° Carlos 
Valentín Sosa realizaban una patrulla de reconocimiento 
en la parte alta de la montaña. Fue así que, al llegar a 
una zona alta, observaron a lo lejos a un grupo de 
alrededor de 15 personas, lo que motivó que Lezcano y 
García decidieran bajar unos metros para encontrar señal 
y así modular por HT para pedir ayuda; mientras que Cavia 
y Sosa se quedaron escondidos unos 100 metros más arriba 
visualizando lo que ocurría. Al mismo tiempo, Pintos y 
Obregón que estaban a mitad de camino en la picada de 
ascenso escucharon aquéllas modulaciones, por lo que 


comenzaron a subir y, tras encontrarse con Lezcano y 
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García e interiorizarse de lo acontecido, continuaron el 
ascenso montaña arriba para respaldar a sus otros dos 
compañeros. Por su parte, el grupo de personas comenzó a 
descender, oportunidad en la que se toparon con Cavia y 
Sosa, quienes les dieron la voz de alto. Luego se sumaron 
Pintos y Obregón. En dicho contexto, los tres 
primeramente nombrados dispararon con las armas 
reglamentarias provistas, marca Pietro Beretta, calibre 9 
mm., mientras que el último de ellos lo hizo con el 
subfusil MP5 (nro. 05-C-335528) asignado, realizando 
entre todos al menos unos 130 disparos. Mientras ello 
ocurría, Cavia efectuó un disparo con la pistola provista 
antes mencionada (nro. 05-P83332Z) que impactó en la 
parte posterior de la cadera izquierda de Rafael Nahuel 
y, luego, ascendió hasta alojarse debajo de su axila 
derecha, perforando a su paso el hueso ilíaco izquierdo, 
el mesenterio, el intestino delgado, el hígado y el 
pulmón derecho. Esto le causó finalmente la muerte por un 
shock hipovolémico a raíz de las lesiones de órganos que 
le provocaron una hemorragia interna. Finalmente, los 
cuatro efectivos comenzaron a descender corriendo montaña 
abajo, oportunidad en la que se toparon con García quién 
colaboró custodiando su retirada y, finalmente, con 
Lezcano. Todos juntos arribaron a la parte baja del 
predio a donde se encontraba el resto del grupo. Más 
tarde, Fausto Jones Huala y Lautaro González bajaron el 
cuerpo sin vida de Rafael Nahuel Salvo sobre una camilla 
de troncos, hasta dejarlo en la Ruta Nacional 40 adonde 
finaliza el predio. 

III. ELEMENTOS PROBATORIOS. 

Las premisas que anteceden se acreditan 
“prima facie” con los elementos probatorios que a 


continuación detallaré (enfatizo que sólo serán 
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mencionadas aquellas probanzas que —a mi criterio- 
guardan vinculación con la resolución del caso): 

1) Acta de procedimiento de fs. 5/6 que da 
cuenta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 
que se inició este expediente; actas de secuestro de 
armamento letal, no letal y de telefonía celular 
agregadas a fs. 8/28 y acta de procedimiento de fs. 34/5 
(que documenta el hallazgo entre los efectos personales 
incautados a Fausto Horacio Jones Huala de una vaina 
servida con la inscripción “9x19 FLB — 2016” en su parte 
trasera; mientras que Lautaro Alejandro González poseía 
una honda artesanal —confeccionada con cuero marrón y una 
cuerda de nylon blanco- y una piedra; cfr., asimismo, 
fotografías de fs. 52 y 55). 

Tales instrumentos fueron confeccionados 
por autoridades policiales que a la luz del artículo 77 
del código sustantivo son “funcionarios públicos”, los 
que cumplieron con sus deberes específicos (arts. 183 y 
184 del CPPN). Por otra parte, cuenta con las exigencias 
establecidas por los artículos 138 y 139 del CPPN y al no 
ser enervadas por otras probanzas revisten el carácter de 
instrumentos públicos. 

2) Informe preliminar de autopsia de fs. 
76; informe estadístico de defunción de fs. 80 e informe 
de autopsia de fs. 249/52. Tales piezas concluyeron que 
“la causa de la muerte de Rafael Domingo Nahuel Salvo fue 
producida por una herida por proyectil de arma de fuego. 
El mecanismo de muerte fue: un shock hipovolémico por 
lesiones de los órganos y tejidos (..) descriptos [hueso 
ilíaco izquierdo, mesenterio, intestino delgado, hígado, 
pulmón derecho y músculos y tejidos interpuestos en esa 
trayectoria] que provocaron una hemorragia de 


aproximadamente 4 litros de sangre, alojada en cavidad 
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torácica derecha y peritoneal. La etiología o manera de 
la muerte de acuerdo al lugar del disparo, como fue hecho 
el disparo y los antecedentes (..) fue un homicidio”. 

3) Acta circunstanciada suscripta por el 
Actuario de la Secretaría Penal del Tribunal y la Sra. 
Fiscal Federal Interina (ver fs. 89/91). 

4) Informe elaborado por el Jefe de la 
Delegación San Carlos de Bariloche de la Policía Federal 
Argentina (ver fs. 99/vta.), quien reseñó que el día 
25/11/2017 se apostaron en el ingreso al predio en 
conflicto dos móviles identificables de esa institución, 
tripulados por diversos funcionarios, quienes refirieron 
que durante su guardia (que se había estipulado de 8 a 20 
hs.) no observaron el ingreso ni egreso de civiles del 
lugar. 

5) Actuaciones e informes elaborados por 
el Gabinete de Criminalística de la Policía de Río Negro, 
que dan cuenta de las operaciones realizadas y muestras 
obtenidas en el lugar del suceso (cfr. fs. 186/94, 201/26 
227/43 y 245/7). 

6) Fotocopias certificadas del expediente 
FGR 26511/2017 de la Secretaría Penal del Tribunal, 
glosadas a fs. 105/21 y 1084/1101. 

7) Declaración indagatoria de Fausto 
Horacio Jones Huala y su respectiva ampliación, glosadas 
a fs. 124/5 y 131/3. 

En cuanto ahora interesa, Jones Huala 
refirió: “(..) En un momento estábamos en el monte y 
decidimos bajar porque no se escuchaba nada abajo, en la 
construcción que tenía la gente ahí. Cuando empezamos a 
bajar fuimos interceptados por efectivos de Prefectura, 
no sé cuántos eran, nos gritaron “¡ALTO! * y nos 


empezaron a disparar. Nos resguardamos un poco, fueron 
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muchos disparos, rebotaban los disparos en los coihues. 
En un momento miro y veo que cae Rafael. Ahí empecé a 
gritar que dejen de disparar, pero siguieron disparando. 
De repente, no se escuchó más nada. Estaba Rafael en el 
suelo, me acerqué a verlo y vi que tenía un disparo del 
lado izquierdo. Le preguntaba cómo estaba y no podía 
hablar. Se levantó la remera y tenía como una pelota del 
lado derecho, cerca de las costillas. Observé que sobre 
el costado tenía sangre, y bajo la axila una pelota. Con 
unos palos armamos una camilla y lo empezamos a trasladar 
hacia abajo. Lo atamos a la camilla y empezamos a 
trasladarlo, para llevarlo hasta la ruta. En el camino yo 
recogí un casquillo de 9 mm., que me guardé en el 
bolsillo y está con las cosas que me secuestraron. Cuando 
llegamos a la casita que tenía la gente, no había nadie. 
Seguimos trasladando el cuerpo y antes de llegar a la 
Ruta justo estacionó la ambulancia. Cuando nos ven se 
acercaron un montón de efectivos y nosotros gritamos que 
“no teníamos nada y nos íbamos a entregar”. Llegamos a la 
Ruta, se estaciona la ambulancia y allí nos dicen que 
dejemos el cuerpo ahí. (..) En el momento en que Rafael 
recibe el impacto de bala, se lo hicimos saber a 
Prefectura pero ellos se fueron. (..) Y manifesté que 
tenía un casquillo de 9 mm. en el bolsillo para que no 
desapareciera”. 

Luego, interrogado a instancias de la Sra. 
Fiscal respecto a si sabía que la Comunidad había sido 
desalojada el 23/11/2017, manifestó que “sólo sabía que 
había detenidos”. 

Mencionó que su finalidad al bajar de la 
montaña era “saber qué pasaba abajo, en la construcción 
que estaba al lado de la ruta, porque no se escuchaba 


nada”; se negó a contestar si en la cima de la montaña lo 
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acompañaban otras personas y dijo que ascendió solo pero 
que no recordaba el camino por el cual lo hizo. 

Respecto a la distancia a la que se 
encontraban los Prefectos que le dieron la voz de alto, 
explicó que “si bien los vio, no recuerda a qué distancia 
estaban los funcionarios”. 

8) Declaración indagatoria de Lautaro 
Alejandro González, incorporada a fs. 126/8. 

En lo sustancial, relató: “yo llegué al 
Lof a apoyar como un mapuche común y corriente; 
consciente del territorio que se estaba recuperando. Ahí, 
antiguamente, vivían autoridades de nuestro Pueblo, 
machis y  Jlonkos. Esas tierras no son  usurpadas, 
antiguamente eran ocupadas por nuestra gente. Esta 
recuperación está dentro de lo que es el Movimiento 
Mapuche Autónomo del Puel Mapu; dentro de ese mismo 
movimiento está la Lof donde yo vivo, en el campo, y es 
el mismo movimiento al que pertenece el Lonko Facundo 
Jones Huala, que hoy está preso en Esquel. Yo llegué el 
día anterior al allanamiento. Debido al allanamiento que 
hubo fui obligado a retirarme montaña arriba. Ese es un 
territorio sagrado para nosotros, no es un pedazo de 
tierra común y corriente”. 

Precisó que arribó al predio el miércoles 
22 de noviembre de 2017, antes del allanamiento ordenado. 

Afirmó que “cuando Rafael recibe el 
disparo, nosotros les avisamos a los efectivos de 
Prefectura que había un herido y ellos se retiraron en el 
momento. Yo me entregué debido a que Rafael necesitaba 
atención médica, pero no se pudo dar”. 

Dijo que el lugar en el cual Nahuel 
recibió el impacto de bala estaba “arriba en la montaña” 


pero que no sabía especificar el sitio exacto. 
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Manifestó que antes de que llegara 
Prefectura, se disponían a bajar a ver qué estaba 
pasando, pero se encontraron en el camino con 
funcionarios de Prefectura “y no les dieron tiempo a 
nada. (..) Nos dieron la voz de alto y después empezó la 
balacera”. 

Interrogado sobre si Fausto Jones Huala 
estaba con él en ese momento, respondió que sí, pero se 
negó a contestar cuando se le consultó si Micaela Joana 
Colhuan y/o Gonzalo Coña también se encontraban 
presentes. 

Exhibida la fotografía de fs. 55, refirió 
que “la onda de revoleo no le pertenece sino que la 
encontró en el camino y la levantó”. En cuanto a la 
piedra exhibida en la fotografía, expresó que la tenía en 
el bolsillo pero no recordaba desde cuándo. 

Expresó que antes de iniciar el descenso 
estaba “en la montaña”; que “quería saber qué estaba 
pasando” y que “los venían cazando desde hacía dos días, 
como si fueran chanchos”. 

Se negó a responder si en algún momento 
agredió a los efectivos de Prefectura Naval Argentina o 
cuántas personas lo acompañaban al momento de toparse con 
los funcionarios. 

9) Actuaciones de fs. 278/87 y 311/3, que 
documentan el diligenciamiento de la orden de 
presentación emitida —el 29/11/2017- contra la Prefectura 
San Carlos de Bariloche de Prefectura Naval Argentina. 

Como consecuencia de tal actuación se 
obtuvo la nómina de funcionarios de esa fuerza asignados 
a la custodia del predio emplazado a la altura del 
kilómetro 2006 de la Ruta Nacional 40 Sur y del armamento 


que les fue provisto para esa misión. 
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10) Declaraciones testimoniales de los 
médicos y profesionales de la salud que acudieron al 
lugar de los sucesos: Víctor Hugo Parodi (fs. 332/7); 
Carolina Zombory (fs. 342/4); Adrián Mario Barrilín (fs. 
366/8), Sergio Omar Ceferino Torres (fs. 370/2) y Hernán 
Matías Espinosa (fs. 482/4). 

11) Declaraciones testimoniales de los 
peritos y especialistas que acudieron al lugar del evento 
el 25 de noviembre de 2017: Licenciada Karina Natalia 
Uribe (fs. 338/41); Oficial Principal Cristian Orlando 
Castillo (fs. 345/8); Oficial Jefe Aníbal Julián Onetto 
(fs. 357/9 del principal y 1/2 del legajo de actuaciones 
complementarias FGR 27423/2017/24) y Oficial Mayor Luis 
Alberto García (fs. 360/1). 

12) Certificado actuarial de fs. 378/80. 

13) Acta de inspección ocular del predio 
ubicado en el kilómetro 2006 de la Ruta Nacional 40 Sur 
(ver fs. 450/4). 

Dicho instrumento fue confeccionado por 
autoridades policiales que a la luz del artículo 77 del 
código sustantivo son “funcionarios públicos”, los que 
cumplieron con sus deberes específicos (arts. 183 y 184 
del CPPN). Por otra parte, cuenta con las exigencias 
establecidas por los artículos 138 y 139 del CPPN, y al 
no ser enervada por otras probanzas, reviste el carácter 
de instrumento público. Máxime, cuando se encuentra 
suscripta sin objeciones por la totalidad de las partes 
intervinientes. Sus resultados serán mencionados infra. 

14) Acta de fs. 568/70 que registra la 
realización de la orden de presentación emitida por el 
Tribunal contra la Agrupación Albatros de la Prefectura 
Naval Argentina. Como consecuencia de dicha medida se 


incautó diversa documentación, que paso a detallar: 
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a) Fichas individuales de armamento de 
Sergio Guillermo Cavia, Juan Ramón Obregón, Carlos 
Valentín Sosa, Francisco Javier Pintos y Sergio Damián 
García, de las que surge que a todos los nombrados se les 
proveyó -—respectivamente- una pistola de doble acción 
calibre 9 milímetros, marca Pietro Beretta, modelo 92 FS, 
con 45 municiones y dos cargadores de repuesto (cfr. 
sobre nro. “2”). 

b) Planilla rotulada “RELACIÓN DEL 
PERSONAL DE LA AGRUPACIÓN ALBATROS AFECTADOS A LA ZONA DE 
VILLA MASCARDI EN LA CIUDAD DE BARILOCHE EL DÍA 25 DE 
NOVIEMBRE DE 2017”. De ella surge que Francisco Javier 
Pintos, Carlos Valentín Sosa y Juan Ramón Obregón 
constituían “PERSONAL ENCARGADO DE BRINDAR SEGURIDAD”, y 
tenían asignadas en el lugar sus respectivas pistolas 
reglamentarias (P25873Z, P84546Z y P84454Z); en tanto que 
Sergio Guillermo Cavia y Sergio Damián García formaban 
parte del “PERSONAL INTEGRANTE DEL GRUPO DE CONTROL 
ANTIDISTURBIOS” (para lo cual contaban con las pistolas 
P83332Z y P0O8350Z). 

c) “Libro de registro de Comisiones Varios 
N*: 05/2014”, del cual surge que el 21/11/2017, el Cabo 
Primero Pintos retiró de la sede de la Agrupación 
Albatros de Prefectura Naval Argentina el subfusil de la 
marca Heckler € Koch, modelo MP5, calibre 9 milímetros, 
serie n° [05-C]335508 junto a 4 cargadores con 120 
municiones en total y una marcadora de pintura FN serie 
[3225N303-]084207. A su turno, en la misma data, Carlos 
Valentín Sosa y Juan Ramón Obregón retiraron sus pistolas 
reglamentarias (series [05-]P84546Z y [05-]P84454Z), con 
tres cargadores y 45 municiones (cada uno), junto a los 
subfusiles Heckler & Koch, modelo MP5, calibre 9 


milímetros, series [05-]C339050 y [05-]C335528, con 4 
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cargadores y 120 municiones (cada uno) —ver fs. 66 de ese 
instrumento—. 

d) “Libro de registro y control de salida 
y entrada de armamento y munición y material para 
comisiones varias de la Agrupación Albatros”, del que se 
surge que el 23/11/2017 Sergio Guillermo Cavia retiró una 
marcadora de pintura FN serie [322SN303-]084213 con tres 
cargadores (cfr. en el mismo sentido el certificado 
actuarial de fs. 662). 

15) Informe confeccionado por los 
licenciados en Criminalística Enrique y Eduardo Prueger, 
quienes intervinieron en la diligencia de inspección 
ocular mencionada precedentemente (fs. 622/55). Los 
profesionales reseñaron a fs. 647 los distintos puntos 
del terreno en que se hallaron vainas y a fs. 654 
retrataron una lanza de caña hueca con una cinta en su 
punta. 

16) Declaraciones testimoniales de los 
funcionarios de la Policía Federal Argentina que se 
encontraban en las inmediaciones del sitio referido 
cuando se desencadenaron los acontecimientos: Agentes 
Jorge Eduardo Saez (fs. 728/30) y Luciano Ismael Parra 
(fs. 731/3). Dichos testimonios guardan relación con el 
informe citado en el punto 4 de este acápite. 

17) Actas de procedimiento labradas 
durante la obtención de testigos de vainas y proyectiles 
de las armas y municiones secuestradas por orden de este 
Tribunal (cfr. fs. 760/76). 

18) Estudio de  polimorfismos de ADN 
confeccionado por el Laboratorio Regional de Genética 
Forense del Poder Judicial de la provincia de Río Negro 
(cfr. fs. 777/83). Dicha experticia concluyó que “de 


marcadores autosómicos en la muestra “EPU N° 17 — GUANTE” 
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se obtuvo un perfil genético de por lo menos dos 
individuos; en el mismo se puede observar en forma 
completa y mayoritaria el perfil genético obtenido a 
partir de la muestra atribuida a RAFAEL DOMINGO NAHUEL 
SALVO y en forma minoritaria el perfil genético de otro 
individuo”. Añadió, también, que “de marcadores 
autosómicos en la muestra “EPU N° 17 — MANGA DE REMERA’ 
se obtuvo un perfil genético mezclado perteneciente a la 
mezcla de material genético de por lo menos dos 
individuos. En el mismo se puede observar en forma 
minoritaria y parcial (..) el perfil genético obtenido a 
partir de la muestra atribuida a RAFAEL DOMINGO NAHUEL 
SALVO, y el perfil genético de otro individuo no 
disponible para cotejo”. 

19) Informe pericial nro. 1006/2017 
confeccionado por la División Balística de la 
Superintendencia de Policía Científica de la Policía 
Federal Argentina (ver fs. 796/823). 

La experticia concluyó -—en lo que aquí 
interesa- que no se pudo determinar categóricamente si el 
terreno inspeccionado por orden de este Tribunal fue 
modificado, atento el desconocimiento de las condiciones 
en que se encontraba al momento en que sucedieron los 
hechos. Agregó que “es posible afirmar que el lugar no se 
encontraba preservado de manera adecuada, es decir, por 
medio de cintas perimetrales ni personal  preventor 
ubicado a tal efecto; [así] como también se encontraban 
personas habitando en el interior del predio”. 

El profesional interviniente remarcó que 
“[el] área a inspeccionar (..) se trataba de una zona 
boscosa de alta densidad arbórea, siendo un sendero en 
ascenso, de terreno montañoso, escarpado, con zonas 


rocosas y de tierra suelta (..)”. 
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El informe reseñó que en distintas partes 
del predio inspeccionado se incautaron elementos de 
interés para la pesquisa (por ejemplo, vainas servidas 
pertenecientes a cartuchos de munición múltiple, con 
vainas plásticas verdes y  rebordes metálicos, que 
llevaban estampadas en su culote la sigla “12 70 FLB AT”; 
esferas plásticas celestes con características 
compatibles con postas de goma pertenecientes a cartuchos 
de munición múltiple; tapas de cartuchos de munición 
múltiple; discos plásticos con características 
compatibles con tacos separadores de cartuchos de 
munición múltiple; vainas servidas con la inscripción 
“9x19 FLB 2015”, “9x19 FLB 2016”, “9x19 FLB 2017” y “9 mm 
Luger CBC”; y un cartucho de bala única con vaina en 
latón militar dorado y punta encamisada de morfología 
ojival truncada con la estampa en su culote “9x19 FLB 
2015” (cfr. láminas ilustrativas agregadas a fs. 805). 

Se hizo constar que la “inspección 
[arrojó] RESULTADO NEGATIVO en cuanto al hallazgo de 
improntas balísticas tanto en (..) las áreas solicitadas 
por [el Tribunal] como en el recorrido por el sendero que 
las comunica”. 

Finalmente concluyó que “al momento de la 
realización del (..) informe la única información técnica 
con la que [se cuenta] es la ubicación de vainas servidas 
halladas en la inspección ocular realizada. Esto permite 
informar ¡únicamente que en cercanía a ellas se han 
efectuado disparos de armas de fuego, más no es posible 
estimar la distancia de la fuente del disparo en relación 
con las mismas  (..)”. Tampoco se pudieron obtener 
conclusiones categóricas sobre trayectorias balísticas o 
determinación de la ubicación de los tiradores en el 


lugar. 
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20) Informes elaborados por la Sección 
Unidad Criminalística Móvil de la Superintendencia de 
Policía Científica de la Policía Federal Argentina (cfr. 
fs. 834/60). 

a) En el informe preliminar 260/17 se 
reseñó que “se llegó a un acuerdo entre los peritos de 
parte, oficiales y de [la] fuerza de seguridad, 
concordando las pautas de trabajo y llevar a cabo tres 
puntos de inspección ubicados a aproximadamente 400 y 
1000 metros desde el ingreso, y un tercer punto que sería 
indicado in situ (..). Se establecieron tres puntos 
geolocalizados; el primero ubicado (..) a aproximadamente 
407 metros del acceso, estableciendo un radio de 20 x 20 
metros para la inspección, arrojando resultado NEGATIVO 
en cuanto [a] la detección de indicios balísticos; (..) se 
recolectaron elementos de interés [q]Juímico-biológico. 
[En] el segundo punto preestablecido, ubicado a 
aproximadamente 1000 metros del acceso (..) se demarcó una 
zona de 16 x 16 metros, arrojando resultado POSITIVO en 
cuanto a la detección de material balístico y de interés 
químico-biológico. El tercer y último punto de inspección 
se estableció a los 1200 metros del acceso; (..) se 
estableció un perímetro de 19x20 metros con resultado 
[nJegativo en cuanto a elementos de interés balístico y 
positivo en cuanto a la recolección de elementos de 
interés [qjuímico-biológico. Respecto de la detección del 
material [q]Juímico-biológico, (..) fueron individualizados 
como ‘M1’ y “M2” (..) pequeños trozos de corteza de dos 
árboles ubicados dentro del primer perímetro de 
inspección; los mismos presentaban una sustancia adherida 
símil pintura. (..) Como “M3* y “M4”? se [rotuló] la 
recolección de material terroso y vegetación del lugar, 


respectivamente. (..) Entre el segundo y tercer punto 
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preestablecido para la inspección (..) se recolectó la 
muestra ‘M6’ correspondiente a vegetación con restos de 
una sustancia color fucsia; “M7? pertenece a la 
extracción de trozos de corteza de un árbol con una 
sustancia de color rojiza (..). La muestra “M9” (..) 
refiere a fragmentos de material símil plástico de color 
fucsia hallados en el suelo, mientras que la ‘M10’ (..) 
trata de fragmentos de corteza y pequeñas ramas con una 
sustancia color fucsia extraídas de un árbol;  “M11” 
refiere a fragmentos de material símil plástico (..). 
Dentro del tercer punto de inspección se recolectaron las 
muestras  “M12* correspondientes a DOS (..) fragmentos 
símil plástico color fucsia; “M13* refiere a la toma de 
muestra de una mancha pardo rojiza hallada en una capucha 
de color gris, mientras que la ‘M14’ hace referencia a la 
capucha (..); la muestra “M15* concierne a la extracción 
de una pequeña mácula símil pintura, color fucsia, 
hallada en la punta de una lanza (..)”. 

La crónica continúa con el detalle de los 
elementos de interés balístico recolectados en el lugar 
(descripción que coincide sustancialmente con la reseñada 
en el punto anterior); y concluye: “el lugar no se 
encontraba preservado y se hallaba habitado; (..) se trata 
de un terreno montañoso, de abundante vegetación, con 
senderos marcados por los cuales accedió que, en 
ocasiones, apartarse de éste podía provocar la caída por 
acantilados o pendientes muy pronunciadas. El camino 
presentaba obstáculos propios de la naturaleza, como 
árboles caídos, y otros artificiales [o] armados, como 
cercos armados con troncos y maderas o troncos apilados”. 

b) En el informe rotulado “Inspección 
Ocular Química U.C.M. 260/17” se detallaron y graficaron 


las distintas zonas recorridas, junto a los elementos 
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incautados en cada una de ellas (o en el trayecto que las 
comunicaban). Mediante las láminas ilustrativas agregadas 
a fs. 841/57 se retrataron la totalidad de las muestras 
recolectadas en el lugar (mencionadas en el: punto 
anterior). 

21) Informes técnicos elaborados por la 
Unidad Operacional de Control del Narcotráfico y Delitos 
Complejos de la Patagonia de la Policía de Seguridad 
Aeroportuaria (en adelante PSA), agregados a fs. 875/6; 
1154/6; 1186/90; 1192/1200; 1201/11; 1416/25; 1426/81; 
1679/88 y 1689/1705. 

a) En la pieza procesal de fs. 1186/90 la 
prevención aportó elementos de interés obtenidos al 
peritar el teléfono incautado al Ayudante de Segunda Eric 
Fabián Blanco (capturas de pantalla, fotografías, audios, 
entre otros). 

En particular a fs. 1186/7 se anexaron 
fotografías de troncos  -—de distintos tamaños y 
morfologías- apilados sobre un sendero rodeado de 
geografía boscosa. 

También se informaron tres audios 
correspondientes a mensajes de voz enviados a través de 
la aplicación WhatsApp. En el primero de ellos se 
manifiesta: “yo necesito el apoyo moral a Pintos, Sosa y 
Obregón que son los que estuvieron en la línea, la 
primera línea, que.. yo estoy con ellos acá, y nada, todo 
el apoyo para ellos”. En el segundo archivo puede oírse: 
“(..) tuvieron un enfrentamiento; hicimos una.. mandamos 
una patrulla de exploración porque ya nos estaban 
hostigando, y mandamos un grupo de seis, íbamos en apoyo 
dos más, y.. y el grupo que estaba de avanzada tuvo 
contacto con los mapuches. Están armados ¿viste? Son 


guerrilleros son. Están armados y nos respondieron con 
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armas y con piedras y con lanzas y qué se yo, y casi los 
emboscan a los vagos, ¿viste? Este.. y estuvieron bravos 
los vagos, eh, si no se cubrían por el fuego ¿viste?; 
empezaron a tirar a los árboles para cubrirse y replegar, 
otra hubiera sido la historia. Pero los vagos están bien, 
están bien. Gracias a Dios están sanos y salvos, ¿viste? 
Eh.. tres de la UOPE, y después Lezcano (el del drone), 
Cavia y el marinero García (el que era mozo del Jefe), y 
después bueno, el Cabo Primero Pintos, el Cabo Segundo 
Obregón y Sosa. Pero están sanos y salvos. Nosotros 
estábamos un poco más abajo y los cubrimos hasta que 
puedan descender, pero por suerte estamos bien. Así que 
nada, quédense tranquilos”. El último dice: “Sí, bueno, 
escuchame, yo te voy a mandar unas fotos ahora ¿viste? 
Eh.. sobre lo que hoy pude sacar yo. Necesito que las 
guardes en tu teléfono y que no las mandes a nadie. Que 
las guardes y las tengas guardadas y no las borres, por 
favor, ¿sí? Ahí te voy a mandar a las fotos. Ya en 
seguida después, en seguida ya me sacan el teléfono. 
Están pasando de a dos así que.. este.. nada, le estuve 
leyendo a mis compañeros el apoyo de todos los otros que 
están ahí y bueno, la información que está surgiendo de 
todo esto, ¿sí?”. 

b) A fs. 1192/1200 la PSA elevó 
información relevante obtenida al analizar los teléfonos 
incautados al marinero Sergio Damián García, al Ayudante 
de Primera Daniel Alberto Colliard, al marinero Hugo 
Matías Duarte y al Oficial Principal Pablo Rubén Berra. 

En el aparato de García se accedió a cinco 
imágenes: tres de ellas pertenecían a ubicaciones 
georeferenciales (Latitud -41,3283 Longitud -71,4894 y 
Latitud 41,3279 Longitud -71,4862), mientras que las dos 


restantes ilustran un terreno en el que se observan 
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troncos y montículos de piedras dispersos por el suelo 
(cfr. fs. 1193/4). 

En el teléfono de Colliard se hallaron 
cinco fotografías que  retrataron una construcción 
precaria. En el centro y en el margen inferior derecho de 
las dos primeras imágenes obrantes a fs. 1195 se 
visualiza una lanza con un hilo rojo cerca de su punta. 

En el celular de Duarte también se 
hallaron cinco imágenes que ilustraron la construcción 
precaria referida en el párrafo anterior (junto a la cual 
se encuentra la lanza descripta; ver fs. 1196) y una 
geografía eminentemente boscosa. 

Finalmente, la prevención aportó cuatro 
audios extraídos del dispositivo incautado al Oficial 
Principal Berra, que paso a transcribir: 

I) “(..) Si salieron o no salieron no sé 
todavía. Eh.. a nosotros nos van a secuestrar los 
teléfonos, así que.. los teléfonos, armamento, todo. Así 
que.. bueno. Básicamente, ya te habrás enterado. Yo tenía 
al grupo, a gente de la Unidad desplegada en la cima de 
la montaña haciendo un rastrillaje, reconocimiento de 
terreno, avanzada de combate, infantería (inaudible). Y 
bueno, ellos se desdoblaron en dos grupos: el grupo que 
llegó más arriba tuvo contacto visual, sin entrar en 
contacto visual por parte del (inaudible), de una 
construcción donde había personas, qué se yo, etcétera, 
etcétera. Cuando informa eso a través del HT (obviamente 
los HT son una poronga), yo determino digamos que se 
junten los dos grupos y desciendan de la montaña. Momento 
en el cual el grupo que había quedado desdoblado en la 
posición inferior, asciende, para descender ambos grupos 
juntos. Cuando el segundo grupo (el que había quedado en 


una posición fija, asegurada) está ascendiendo a la 
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montaña se chocan de frente con una unidad de 
aproximadamente diez O quince efectivos de estos 
mapuches. Cuando toman contacto agarran y les dicen “ALTO 
PREFECTURA”, obviamente, como corresponde, y los tipos se 
desenvuelven, se mueven, ¿no? Forman una cuña, una cuña, 
y empiezan a tirar.. piedras. De esa patrulla, uno tenía 
una marcadora; empieza a disparar con la marcadora. 
Cuando los indios reciben la agresión de las marcadoras 
responden con fuego letal, es decir, con armas letales, 
primero y fundamental con un calibre 22 y algún arma de 
otro calibre un poco más grande porque reventaba las 
ramas de los árboles. Obviamente, los soldados instruidos 
porque (inaudible) gente de la unidad, todos (inaudible) 
con infantería, empiezan a descender con disciplina de 
combate y los tipos avanzaban por saltos individuales, 
saltos individuales. Esto es lo que me estaban diciendo 
los muchachos. Es decir, yo sé y creo y quiero pensar de 
que ninguno de estos es un enfermo mental y disparó a 
matar gente porque sí, ¿eh? Inclusive, no dispararon a 
matar sino que dispararon a los árboles. Eso es lo que me 
dijeron a mí. Bueno, empiezan a hacer combate retrógrado, 
a tomar posición en.. detrás, de cubierta, atrás de los 
árboles, y descienden. Para esto yo escuché unas 
modulaciones, determiné armar el grupo, un grupo de.. los 
mejorcitos ahí que tenía, los equipé, salimos con 
armamento y subimos, ¿viste? Y no llegamos a tener otro 
contacto con la gente ésta. A raíz de eso se dio la 
muerte de unos de los indios, de los mapuches ¿eh?, con 
un solo disparo que le entró por la espalda. La cuestión 
es que no sabemos a ciencia cierta si es munición nuestra 
o munición del otro, de los otros. Tranquilamente puede 


ser de los otros. Ahora estamos sujetos a causa, todos, 
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nos van a secuestrar el armamento y todo. Yo ya le 
informé al señor Mostafa”. 

II) “Te voy a pedir por favor que no lo 
viralices y que quede entre nosotros. Obviamente ya sé 
que Neguer [así se entiende] va a andar contando de más, 
pero bueno, sé que él viene así que lo tenía que mantener 
al tanto”. 

III) “Sí, hubo una maniobra de parte de la 
gente de acá, de los mapuches, sobre una patrulla de 
reconocimiento que tenía en la cima de la montaña, pero 
está todo bien, personal nuestro ileso. Y bueno, 
tranquilo nomás”. 

IV) “Bueno (inaudible) ahí voy a entregar 
mi teléfono en el transcurso de.. este rato. Eh.. 
armamentos, teléfonos y bueno, nada más. Poco más y te 
piden que entregues el culo. Te comento: hicieron 
maniobras militares boludo, y tenían armas”. 

c) A través de la presentación de fs. 
1201/11, la PSA aportó información relevante contenida en 
los teléfonos celulares incautados a Francisco Antonio 
Lezcano y Francisco Javier Pintos. 

En particular, del aparato de Lezcano se 
obtuvieron varias fotografías: ocho de ellas fueron 
agregadas a fs. 1201/5 (retratan construcciones 
precarias, mochilas, colchones y árboles obstruyendo el 
sendero). También se individualizó una filmación que dura 
un minuto con dieciséis segundos (tomada —según datos del 
archivo- el 25/11/2017, a las 15:09:13 hs.), en la que se 
captó el ascenso de cuatro funcionarios de Prefectura 
Naval Argentina -—uno de los cuales llevaba un handy en 
sus manos—- a través de un sendero angosto y escarpado, 


rodeado de abundante vegetación, en compañía de un can. 
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Asimismo, la prevención informó que el 
teléfono incautado a Pintos contenía múltiples 
fotografías del predio ocupado que retratan señales en 
los árboles, montículos de piedras y, nuevamente, la 
obstrucción del sendero mediante la colocación de troncos 
de grandes dimensiones (ver fs. 1206/8). 

d) Mediante las actuaciones agregadas a 
fs. 1426/81 la PSA remitió un análisis pormenorizado de 
los sucesos vinculados a este sumario y al expediente FGR 
26511/2017 —que le dio origen— acontecidos los días 23, 
24 y 25 de noviembre de 2017. Para ello, la prevención 
utilizó la información obtenida como consecuencia de las 
intervenciones telefónicas ordenadas en el legajo 
mencionado en último término y del análisis de los 
dispositivos electrónicos incautados en ambos 
expedientes. Se mencionan a continuación algunos de los 
elementos de interés: 

I) Mensajes de SMS enviados el 23/11/2017, 
a las 01:48 hs., por el abonado 2945-690033 (cuya 
titularidad se encuentra a nombre de Luciana Martha 
Jaramillo, conforme se determinó a fs. 87/91 del 
expediente FGR 26511/2017): “Mari mari kom pu che. Se 
presentaron fiscal y secretario del Juez con última 
instancia de diálogo. Nos pedían desalojar de forma 
inmediata. No daremos ni un paso atrás. Resistiremos en 
este territorio. Apoyo y difusión” (ver fs. 1429). 

II) Mensajes de SMS enviados el 
23/11/2017, a las 5:42 hs., por el abonado 294-4926673 
(cuya titularidad fue registrada a nombre de María Isabel 
Nahuel, conforme se determinó a fs. 87/91 del expediente 
FGR 26511/2017): “Mari mari com puche. Damos aviso 
urgente desde la comunidad lafken winkul mapu en estos 


momentos están entrando con un violento procedimiento de 
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desalojo. La gente está resistiendo. Se pide urgente 
difusión y acompañamiento” (ver fs. 1430). 

III) Mensajes de texto enviados el 
23/11/2017, a las 6:34, 7:14 y 8:16 hs., por el abonado 
294-4200253 (presuntamente empleado por Cristian Germán 
Colhuan*): “Newen, newen, tañi piuke yeyu, el control 
territorial es nuestro”; “Estamos escondidos nosotros 
arriba”; “estamos escapando, el resto todo en cana 
parece” (cfr. fs. 1432/3). 

IV) Fotografías extraídas del dispositivo 
celular incautado al Cabo 1° Francisco Antonio Lezcano, 
tomadas el 24/11/2017 a las 18:18 y 18:19 hs., que 
retratan mochilas y colchones (ver fs. 1456). 

V) A las 19:01 del 24/11/2017, el abonado 
294-4200253 (presuntamente empleado por Cristian Germán 
Colhuan) envía los siguientes mensajes de texto: “Acá 
llegó todo bien. Ya comimos. No tengo más crédito. En mi 
billetera tenía 1.000. Si la recuperan necesito que me 
carguen algo! Saludos a la Ye, al Awki y a todos!!” (ver 
fs. 1457). 

Luego, entre las 22:57 y las 23:11 hs. de 
esa data, Colhuan intercambia mensajes de texto con el 
abonado 294-4509413 (posiblemente empleado por su pareja, 


Yéssica Fernanda Bonnefoi*): “294-4200253: (24/11/2017, 





1 Imputado en el marco del expediente FGR 26511/2017, donde este 
Juzgado lo procesó como autor penalmente responsable del delito de 
usurpación cometido reiteradamente en dos oportunidades —en concurso 
real-. Actualmente cuenta con falta de mérito a raíz de la 
resolución emitida por la integración subrogante de la Cámara 
Federal de Apelaciones de General Roca el 20/4/2021, abocada por 
segunda vez al estudio del recurso luego del sobreseimiento 
dispuesto en su primera intervención —con distinta composición- que 
fue revocado por la Cámara Federal de Casación Penal y reenviado 
para el dictado de uno nuevo. 

2 Imputada y procesada en el marco de la causa FGR 26511/2017 como 
autora penalmente responsable de los delitos de usurpación, lesiones 
leves dolosas agravadas y resistencia a la autoridad —en concurso 
ideal- (“HECHOS 1 y 2”; artículos 45; 54; 181, inc. 1; 89; 92 —en 
función del artículo 80 inciso 8- y 239 del Código Penal), tramo de 
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22:57 hs.) ‘Mari mari, kume kume, en territorio!!! Voy a 
ver que onda si los puedo ver!! Los amo mucho!!’; 294— 
4509413: (24/11/2017, 23:05 hs.) “Nosotros igual te 
amamos todo el newen para vos y para todos marichiwue no 
nos van a vencer nunca amulepe taiñ weichan’; 294— 
4200253: (24/11/2017, 23:09 hs.) ‘Gracias mi amor te amo! 
Que descanses!!”; 294-4509413: (24/11/2017, 23:11 hs.) 
“Vos igual amor no te preocupes por nosotros te amamos y 
estamos muy orgullosos de vos”” (ver fs. 1458). 

VI) Finalmente, los diálogos 
correspondientes al 25/11/2017: 

i) Intercambio de mensajes de texto entre 
el abonado 294-44200253 (presuntamente empleado por 
Cristian Germán Colhuan) y el número 2974284620 (usuario 
desconocido): “COLHUAN: (25/11/2017, 10:25 hs.) "Mari 
mari vienen con la gente abajo?  Inche marron’; 
(25/11/2017, 12:01 hs.) “Estan abajo?’; (25/11/2017, 
12:02 hs.) “Mande mensaje”; NN: (25/11/2017, 12:05 hs.) 
“Los trewas están.?? Elay Com puche. Estamos en trawun. 
Newen’; COLHUAN: (25/11/2017, 12:28 hs.) ‘Se pueden venir 
para acá ustedes? Necesitamos apoyo de afuera’; NN: 
(25/11/2017, 12:30 hs.) “Estamos organizando eso. 
Cualquier novedad avisamos”” (ver fs. 1462 y 1466/7). 

ii) Intercambio de mensajes de texto entre 
el abonado 294-4200253 (presuntamente utilizado por 
Cristian Germán  Colhuan) y el número  294-4509413 
(utilizado por su pareja, Yéssica Fernanda Bonnefoi): 
“COLHUAN: (25/11/2017, 11:07 hs.) “Mari mari mi amor, 
tenes idea si [hay] gente aca  abajo?”;  BONNEFOL: 
(25/11/2017, 11:09 hs.) “Tengo entendido que estan los de 


prefectura y van a estar hasta el lunes’; COLHUAN: 





la decisión que a la fecha se encuentra firme. 
3 El destacado me pertenece. 
4 El destacado no obra en el original. 
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(25/11/2017, 11:11 hs.) “*Peñis y lamien que se ivan a 
juntar abajo ahí?”; BONNEFOI: (25/11/2017, 11:13 hs.) “Si 
ibamos a ir todos pero vamos a tener que esperar un 
poco’; COLHUAN: (25/11/2017, 11:15 hs.) “Bueno me habisas 
mi amor! asi le hacemos la segunda!!!!!!!!!”; BONNEFOLI: 
(25/11/2017, 11:18 hs.) “Bueno vos decis que esperemos o 
queres que vallamos?”; COLHUAN: (25/11/2017, 11:21 hs.) 
“Si ahí gente que apoye tendrian que venir, asi 
recuperamos nuestras cosas el kultrun y eso..*; BONNEFOLI: 
(25/11/2017, 11:21 hs., utilizando en este caso el número 
294-4810504*): “Queres que esperemos aca o vamos soy ye”; 
BONNEFOT: (25/11/2017, 11:23 hs.) “Las cosas la secuestro 
la policia todas”; COLHUAN: (25/11/2017, 11:24 hs.) “Que 
cosas vieron que se llebaron? todo lo que estaba fondiado 
igual?”; BONNEFOI: (25/11/2017, 11:25 hs.) “Todo todo 
hasta el huiño que estaba arriba”; COLHUAN: (25/11/2017, 
11:26 hs.) “Y esas cosas se pueden  rescatar?”'; 
(25/11/2017, 11:28 hs.) “La mochila de pinito se la 
llebaron?”; BONNEFOI: (25/11/2017, 11:36 hs.): “May todo 
todo”;  COLHUAN: (25/11/2017, 11:38 hs.) “Se puede 
recuperar todo eso? *;  BONNEFOI: (25/11/2017, 11:40 hs.) 
“Estamos viendo pero recien el lunes”; COLHUAN: 
(25/11/2017, 11:44 hs.) “La gente va a tener que venir y 
mas rato difundir, vamos a tomar el puesto kiñe”*; 
BONNEFOI: (25/11/2017, 11:47 hs.) “Epe konun antu amuaif 
ichi’; (25/11/2017, 11:48 hs.): “Casi pun”; COLHUAN: 
(25/11/2017, 11:57 hs.) “Compuche?” ; BONNEFOLT : 
(25/11/2017, 12 hs.) *Inchin compuche rume newen tuaimy” ; 


COLHUAN: (25/11/2017, 12:01 hs.) “Consulta, si sacamos a 





$ Atribuido por la prevención -—en el marco del expediente FGR 
26511/2017- a José Cristian Colhuan, padre de Cristian Germán 
Colhuan y suegro de Yéssica Fernanda Bonnefoi. Cabe destacar que 
José Cristian Colhuan y Bonnefoi registran un mismo domicilio: 
Tejada de Gómez 7170, Barrio Virgen Misionera, de esta ciudad. 
Énfasis agregado. 
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los perros a pasiar ahora o esperamos?’'; BONNEFOI: 
(25/11/2017, 12:02 hs.) ‘Esperen que lleguemos’; COLHUAN: 
(25/11/2017, 12:08 hs.) “La machi viene?'; BONNEFOL: 
(25/11/2017, 12:08 hs.) “May  compuche”'; COLHUAN: 
(25/11/2017, 12:26 hs.) “Van a tener que venir para aca, 
se puede?";  BONNEFOI: (25/11/2017, 12:34 hs.) ‘May 
aguanten un poco xfa'; COLHUAN: (25/11/2017, 14:12 hs.) 
“Van a poder hacercarse?”; BONNEFOI: (25/11/2017, 14:13 
hs.) ʻA las seis bajen a pescar”; COLHUAN: (25/11/2017, 
14:19 hs.) “Esta bien a esa hora estamos”; BONNEFOL: 
(25/11/2017, 16:12 hs.) ‘Fele may taiñ piuque'; COLHUAN: 
(25/11/2017, 16:42 hs.) “Le pegaron un tiro al rafa 
llamen ambulancia”; (25/11/2017, 16:43 hs.) “Le pegaron 
in toro ala yoana y al pinito'; (25/11/2017, 16:45 hs.) 
“Estamos arriba le pegaron un plomaso al rafa y a pino, 
ayuda’; BONNEFOI: (25/11/2017, 16:49 hs.) “Hay le avise a 
los demas’; COLHUAN: (25/11/2017, 16:49 hs.) “*Vengas ahí 
barios herido con plomo’; BONNEFOI: (25/11/2017, 16:56 
hs.) ‘Se estan organisando’; “para ir lamuen'; COLHUAN: 
(25/11/2017, 16:59 hs.) ‘Nos emboscaron tres heridos de 
plomo, juntence en el aca”; BONNEFOI: (25/11/2017, 17:02 
hs.) May ahí les estoy comunicando a los demas’; 
(25/11/2017, 17:05 hs.) “Dijo que van en camino”; 
COLHUAN: (25/11/2017, 17:05 hs.) “el rafa herido grabe 
con plomo en la pansa difundir y venur’;  BONNEFOL: 
(25/11/2017, 17:31 hs.) “*Lamuen dice que estan cortando 
la ruta en baqueanos'”. 

Posteriormente, se plasmaron diversos 
mensajes enviados por Colhuan a distintos interlocutores 
referidos a la existencia de heridos y a la necesidad de 
contar con asistencia (“vengan, tres heridos de bala de 


lomo, el Rafa grave”; “el más grave tiene un tiro en la 
Y F 
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panza”; “dos heridos en el hombro”, entre otros; ver fs. 
1474/6). 

VII) De acuerdo a lo informado por la 
prevención en la pieza mencionada, se extrajeron de los 
teléfonos celulares de los prefectos Francisco Antonio 
Lezcano, Francisco Javier Pintos y Carlos Valentín Sosa 
videos y fotografías que fueron captadas entre las 
14:21:25 y las 16:32:28 hs. del 25/11/2017. 

A mero título ejemplificativo, cabe 
resaltar que el Cabo 2° Sosa tomó —a las 15:27:46 hs. de 
esa data- una filmación que se extiende por 45 segundos, 
en la cual se observa que avanza sigilosamente entre la 
vegetación (ocultándose detrás de un árbol), y en el 
segundo 39 de reproducción enfoca a un sujeto -—que lleva 
su rostro cubierto- que estaba junto a una construcción 
precaria (ver fs. 1471 y grabación reservada en 
Secretaría). 

22) Informes confeccionados por PSA 
glosados a fs. 489/93, 494/9, 611/3, 652/7 y 722/3 del 
expediente FGR 26511/2017, en los que se dio cuenta del 
avance de la pesquisa realizada en ese expediente como 
consecuencia de las intervenciones telefónicas ordenadas 
en el sumario. 

Vale apuntar que los elementos que se 
citarán en este punto ya habían sido agregados al legajo 
al incorporar a fs. 1926/69 una copia de la resolución 
emitida el 11/12/2018 en la causa 26511/2017. 

En ese sentido, corresponde recordar que a 
través de la pieza procesal incorporada a fs. 497/8 de la 
causa 26511/2017 la prevención puso en conocimiento del 
Tribunal que Gonzalo Fabián Coña (alias “Pino” oœ 
“Pinito”) empleaba el número 294-4152064, cuya 


observación se dispuso a fs. 504/7 de esa causa. La 
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diligencia fue prorrogada a fs. 658/62 y 708/12 del mismo 
expediente. 

a) En el informe de fs. 494/9, la PSA 
aportó los siguientes diálogos (que fueron obtenidos como 
consecuencia de la intervención dispuesta, previamente, 
en relación al número 294-4810504 [presuntamente empleado 
por José Cristian Colhuan, padre de Cristian Germán, Juan 
Pablo y Joana Micaela Colhuan, y esposo de María Isabel 
Nahuel]): 

i) 27/11/2017, entre las 12:01:08 hs. y 
las 12:04:14 hs. (en la comunicación intervienen Gonzalo 
Fabián Coña, José Cristian Colhuan y un masculino llamado 
Diego): “COLHUAN: hola, hola; COÑA: hola, hola, ¿cómo 
está peñi?; COLHUAN: bien, bien (..); COÑA: ¿está la.. la 
lamien está por ahí?; COLHUAN: eh.. no, sabés que nosotros 
después del guillipun salimos para.. eh.. comunicado de 
prensa, (..) y se estaba haciendo el comunicado, todo, y 
ahora recién estábamos saliendo de acá de la.. o sea, 
todavía no. Eh.. acá en la UNTER; COÑA: sí; COLHUAN: 
entonces estamos ahí todavía; COÑA: ¿qué comunicado de 
prensa Peñi?; COLHUAN: eh.. el comunicado de prensa ese 
que habíamos.. que habíamos.. ayer se había firmado con el 
Juez y todo, porque.. si no viste que eso se.. 
estos no [hacernos] caso, quieren ir a hacer eh.. meterse 
así de prepo de vuelta allá; COÑA: ah (..), ¿qué quieren, 
meterse ahora de prepo?; COLHUAN: claro, ellos.. porque 
dicen que hoy querían.. o sea, había un.. teníamos ahí una 
novedad que habían.. tenían que.. ir para arriba sí o sí, 
¿viste?; COÑA: sí;  GCOLHUAN: y entonces, este.. no 
respetaron lo que se había escrito ayer, entonces.. puso 
el comunicado de prensa. Y por todo lo que se está 
diciendo en otros canales, ¿viste? Que son de la RAM, y 


un montón de historias; COÑA: sí; COLHUAN: bueno, todo 
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eso se fue a hablar ahora, o sea el comunicado de prensa... 
están todos los que fuimos ayer allá; COÑA: (..) sí, 
bueno, ¿sabe qué es lo que necesito? (..) Que los que 
estuvieron acá haciendo la.. lo.. abogado y el (..) ¿cómo se 
llamaba el otro? ¿Cotaro?; COLHUAN: sí, Cotaro; COÑA: Y 
Marigo, vengan para acá, porque nosotros tenemos la 
evidencia acá de cuando están ellos acá enfrente, la 
policía tirándonos; COLHUAN: ah, bueno, sí, yo..; COÑA: 
porque nosotros, nosotros no.. no hicimos nada, y otra que 
no pueden romper ese (..), esa cosa; COLHUAN: sí, ahora... 
por eso mismo (..), estaban haciendo eso, porque tenían la 
novedad esa y..; COÑA: (..) dígale que se vengan enseguida, 
que necesito.. que necesitamos que vengan acá urgente; 
COLHUAN: bueno; COÑA: porque los necesitamos acá a ellos; 
COLHUAN: listo, ahí.. ahí los estoy viendo que salieron, 
así que viste ahí le pego un chiflido, yo le aviso; COÑA: 
bueno, y si no, ¿no le puede llevar el teléfono así 
hablamos, así le hablo?; COLHUAN: a ver.. pero (..), esperá 
que estoy ahí cerquita, ya estoy a unos metros, ¿viste?; 
COÑA: bueno; COLHUAN: (..) a ver si.. si le alcanzo a ver, 
acá está digo, mirá. Te paso con Diego; COÑA: ah, sí; 
COLHUAN: ¡Diego! ¡Dale! ¿Cómo andás? Este es el peñi Coña 
de allá; DIEGO: peñi, mari, mari; COÑA: mari, mari, ¿cómo 
está?; DIEGO: bien, ¿y vos?; COÑA: ¿Usted puede venir 
peñi?; DIEGO: sí, eso estábamos organizando ahora, para 
ir para allá; COÑA: porque.. o sea.. acá se rompió el.. 
coso, porque, o sea, están diciendo que nosotros le 
largamos piedras, en ningún momento le largamos piedras, 
vinieron para acá y nosotros todo.. lo filmamos, ¿sí?; 
DIEGO: sí (inaudible); COÑA: están todas las.. las cosas; 
DIEGO: ahí me voy para allá, dale, dale (..)” (ver fs. 
495/6). 
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23) “Legajo de producidos de 
intervenciones telefónicas” de la causa FGR 26511/2017, 
reservado en Secretaría, que contiene numerosos diálogos 
relevantes para el sumario (verificados mediante mensajes 
de texto y llamados que fueron interceptados como 
consecuencia de la observación del abonado 294-4152064 
utilizado por Gonzalo Fabián  Coña). Ellos están 
incorporados a fs. 159/62, 200/1, 295/6, 307/8, 328, 
329/31, 333, 335, 337, 339, 340, 381, 387, 388, 389, 490, 
497, 498/9, 619/20, 666, entre muchas otras. A mero 
título ejemplificativo citaré a continuación algunas de 
esas conversaciones: 

a) Producida el 27/11/2017, entre las 
9:36:14 y las 9:39:28 hs. con el número 294-4810504 
(empleado en esa ocasión por quien sería Martha Luciana 
Jaramillo): “COÑA: mari mari; JARAMILLO: sí, mari mari 
lamuen, ¿cómo están por ahí?; COÑA: ¿cómo están? Nada, 
acá hace un rato vinieron los pelotudos estos de la 
Federal a estacionar la camioneta acá abajo; JARAMILLO: 
ajá; COÑA: y bajaron con Ithaca, todo así.. ah y con 
escudos haciendo... provocando acá; JARAMILLO: ajá; COÑA: y 
supuestamente el abogado este, el que estaba ayer, el de 
negro, ¿cómo (..) se Ilamaba?; JARAMILLO: el abogado que 
estaba ayer, ¿cómo se llamaba? Eh.. Marigo, Marigo o algo 
así; COÑA: no, pero ¿ese es Marigo, el que estaba 
afuera?; JARAMILLO: sí; COÑA: y después otro que entró 
que andaba con el tema de los pueblos originarios y todo 
eso; JARAMILLO: pero ese es el Diego, ¿será?; COÑA: ¿eh?; 
JARAMILLO: ¿el Diego no es?; COÑA: no sé, no, no era el 
Diego, era compañero, andaba con el Diego; JARAMILLO: eh 
uno de negro que andaba con el Diego, ¿quién es? Ah, 
Cacho, ¿no? No creo que sea Cacho; COÑA: sí, ese; 


JARAMILLO: ah; COÑA: bueno, ese muchacho dijo que.. o sea 
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el.. o sea que se podía acercar en cualquier caso, porque 
esto igual le tenemos que agarrar y dársela a la movida, 
porque supuestamente acá habían quedado con una.. una... con 
una restricción de no.. de no venir a.. ninguna cosa, 
nosotros tenemos el video acá; JARAMILLO: ¿y ahora están 
todavía ahí, no?; COÑA: no, los sacamos, les dijimos que 
se tenían que retirar, si los chabones parece que también 
saben que la vinieron a cagar; JARAMILLO: claro, bueno, 
entonces eh.. nosotros avisamos a todos acá, que estaba la 
policía de nuevo allá; COÑA: sí, no, y está bien que.. 
igual o sea necesitamos que venga gente, necesitamos 
presencia de gente acá igual, toda gente mapuche que 
pueda acercarse, que se venga nomás; JARAMILLO: eh.. sí. 
Recién terminamos de hacer la ceremonia del Rafa, porque 
al Rafa lo van a sepultar hoy nomás; COÑA:  ¿eh?; 
JARAMILLO: sí, hoy a las cinco en el cementerio de acá; 
COÑA: ¿qué no le van a hacer el (inaudible)?; JARAMILLO: 
no van a hacer nada, no quiere su mamá; COÑA: uh, no, 
esto está para atrás. Bueno lamien; JARAMILLO: bueno, ahí 
pregúntele a Don Colhuan si quiere que lo vayan a buscar 
para las cinco, no sé cómo van a hacer ustedes si.. si va 
gente, se podría quedar para que.. por lo menos vengan, no 
sé, o de qué manera; (..) ahí arreglen.. hablá con don 
Colhuan porque.. serían ustedes dos los que.. y el otro 
Lamien; COÑA: (..) bueno, pero igual lo que necesitamos es 
la gente acá porque nosotros allá no sé, no hacemos nada 
lamien, por favor, o sea necesitamos acá, si no va a 
pasar de nuevo lo mismo allá; JARAMILLO: bueno, pero 
nosotros no que.. no podemos obligar a la gente, si la 
gente no quiere ir ¿qué vamos..? ¿Qué le vamos a hacer? 
Les decimos, pero si no quieren ir.. ¿qué? No sé; COÑA: 
bueno, listo, gracias lamien; JARAMILLO: bueno; COÑA: 


bueno, ahí hablo (..) con el peñi y ahí le mando mensaje; 
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JARAMILLO: hasta luego; COÑA: que nos vengan a buscar 
(.)” (cfr. fs. 200/1). 

b) Producida el 4/12/2017, entre las 
14:20:39 y las 14:22:33 hs. con el número 294-4815020 
(empleado en esa ocasión por quien sería María Isabel 
Nahuel, quien luego le entregó el teléfono a un masculino 
no identificado): “COÑA: hola; NAHUEL: (..) hola; COÑA: 
sí, ¿quién habla?; NAHUEL: María por acá che; COÑA: ah, 
¿cómo anda lamien?; NAHUEL: ¿quiere hablar usted? Lamien 
acá le van a hablar, acá eh. lamien de la Lof acá, 
alguien, ahí le paso; COÑA: bueno, dele; NAHUEL: bueno; 
NN_ MASCULINO: hola peñi; COÑA: ¡eh mari mari peñi! (..) 
¡Qué gusto hablar con usted peñi!; NN MASCULINO: (..) 
¿cómo está?; COÑA: acá estamos; NN MASCULINO: ¿allá o 
acá?; COÑA: tranquilo, por ahora tranquilo nomás; NN_ 
MASCULINO: ¿pero está allá?; COÑA: yo sí; NN_MASCULINO: 
ah, que.. este.. necesitamos conversar un poco (..); COÑA: 
¿Y qué querés que haga?; NN MASCULINO: ¿Cómo podemos... 
coordinar para conversar algunas cosas? (..) Yo arranco 
hoy para el Bolsón, me voy en el bondi; COÑA: ah, ¿y a 
qué hora salís?; NN_MASCULINO: y.. puede que me vaya en el 
último bondi, si podemos conversar; COÑA: bueno, dejame 
que ahora me muevo, y a ver si. si puedo salir; NN_ 
MASCULINO: eh dale, sí, con vos o con.. Sí, sí, con vos, 
yo creo que con vos (..), que converse con uno está bien; 
COÑA: bueno, listo, dale (..)” (ver fs. 307/8). 

c) Intercambio de mensajes de texto con el 
abonado 294-4815020 (empleado en la conversación anterior 
por María Isabel Nahuel y un masculino no identificado), 
producido el 6/12/2017 entre las 10:40 y las 11:34 hs.: 
“294-4815020: Peñi, el abogado de nosotros va a estar en 
los peritajes si se hacen mañana, yo le dije que pregunte 


x pinito que esta todo bien que yo hable con el, matías 
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se llama el abogado; COÑA: Peñi bueno ahí lo [veré] si 
viene para aca pero todavia no sabemos” (cfr. fs. 328). 

d) Mensaje de texto enviado el 7/12/2017, 
a las 9:46 hs., al abonado 294-4256800: “Hola natalia 
como estas y ya vienen con los perito soy pinito avisame” 
(ver fs. 331). 

e) Conversaciones con María Isabel Nahuel 
(usuaria del número 294-4926673) producidas el 7/12/2017 
entre las 15:23:41 y las 20:43:11 hs. Recuérdese que en 
esa data se llevó a cabo la inspección ocular del lugar 
en que se produjo la muerte de Rafael Nahuel: 

I) “NAHUEL: mari mari, ¿todo bien por 
ahí?; COÑA: sí, ¿usted?; NAHUEL: casi llegando acá ya 
están; COÑA: ¿casi llegando recién?; NAHUEL: sí, están 
recogiendo unas vainas que encontraron; COÑA: ajá; 
NAHUEL: (..) ¿Y los de al frente todo bien?; COÑA: sí, ahí 
están, tranquilos por suerte; NAHUEL: ah, bueno; COÑA: 
¿qué le iba a decir? ¿Qué están, ya cerca del rewe, sí?; 
NAHUEL: falta poco ya. (..) La Natalia el otro día le 
había encargado a alguien no sé, de usted, de las cosas 
que tenían que pasar, algo así no sé; COÑA: dígale que no 
sabe, o sea, no.. yo no sé adónde están. No, si la.. o sea, 
porque hay un peñi que lo tiene; NAHUEL: uh; COÑA: pero 
con todas las que..; NAHUEL: porque..; COÑA: con todas las 
que encontraron ahí, yo creo que tienen que servir igual; 
NAHUEL: no, porque como esas salieron al aire, para que 
sepan que se las entregaban; COÑA: no, porque..; NAHUEL: 
entre todos los testigos; COÑA: por eso, yo no las tengo; 
NAHUEL: uh qué cagada negro (..)” (ver fs. 335). 

II) “COÑA: (..) ¿Ya están bajando?; NAHUEL : 
sí; COÑA: listo; NAHUEL: bueno; COÑA: eh.. bueno, ahí veo, 
nos vamos a preparar; NAHUEL: bueno; COÑA: y bueno 


lamien; NAHUEL: bueno; COÑA: ahí ya van a empezar a 
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avisar; NAHUEL: ah bueno; COÑA: igual está la gente 
abajo, que si ya..; NAHUEL: sí, los periodistas están 
esperando dicen; COÑA: ¿eh?; NAHUEL: están llamándome a 
mí recién (..)” (ver fs. 340). 

f) Producida el 26/12/2017, entre las 
18:39:46 y las 18:42:14 hs. con el número 294-48155598 
(empleado por un sujeto llamado Marcos): “MARCOS: hola; 
COÑA: hola, ¿qué tal? Sabe que lo... ; MARCOS: ¿hola?; COÑA: 
llamaba porque había hablado Fofante con usted por el 
tema de un.. de una.. de unos caballos; MARCOS: ¿eh?; COÑA: 
Fofante no sé si había hablado con usted por el tema de 
unos caballos; MARCOS: sí; COÑA: ¿usted es Marcos, no?; 
MARCOS: sí; COÑA: (..) Ya tenemos la plata, todo, para 
poder eh.. eh.. ir a buscar los animales; MARCOS: claro, ¿y 
dónde están los caballos?; COÑA: en Cuesta del Ternero; 
MARCOS: ¿pero en qué parte más o menos?; COÑA: eh.. adonde 
Néstor Anticura; MARCOS: ajá; COÑA: ahí.. de ahí hay que 
traerlos para acá; MARCOS: ¿hasta dónde?; COÑA: hasta el 
Mascardi (..). Mañana le.. o sea, le.. lo llamo igual y le 
(...) lo encontramos ahí por Bolsón; MARCOS: bueno, llamame 
(...)7 (ver fs. 497). 

g) Intercambio de mensajes de texto con el 
abonado 294-4921053 (26/1/2018 entre las 00:25 y las 
01:27 hs.): “294-4921053: Hola gon estas (00:25, 00:41, 
00:49 y 00:50 hs.); COÑA: estoy ocupado ahora en 
territorio y estan todo descansando; 294-4921053: Estamos 
aca en la ruta; COÑA: en cual ruta que viene a la 
ceremonia; 294-4921053: si y despues seguimos d viaje; 
COÑA: pero en donde estan; 294-4921053: No encontramos la 
entrada; COÑA: se pasaron vuelvan para aca para el lado 
del muelle” (cfr. fs. 619/20). 

h) Intercambio de mensajes de texto con el 


usuario de la línea 294-4810504 (presuntamente empleada 
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por José Cristian Colhuan), producido el 13/1/2018 entre 
las 19:24 y las 19:27 hs.: “COÑA: Peñi puede traer el 
tralka” por favor; COLHUAN: tiene para el ruido*; COÑA: sí 
[hay] acá traigalo nomas” (cfr. fs. 666). 

El diálogo citado debe leerse 
conjuntamente con aquél transcripto por la prevención a 
fs. 396 del legajo de intervenciones, producido el 
16/12/2017 entre María Isabel Nahuel y Diego Pereyra 
(“Cotaro”), en la que éste le solicita que “consiga 
tralka”. En ese sentido, cabe destacar que a fs. 654/5 la 
PSA informó que -—en el dialecto grupal- “tralka” o 
“tralkan” significaría arma de fuego, interpretación que 
sustentó con diversas capturas de pantalla de información 
encontrada en la web (ver fs. 655). 

A su vez, la frase “¿tiene para el ruido?” 
consistiría en una pregunta del interlocutor sobre si 
contaba con municiones, a lo que Coña respondió que sí. 

24) Informes técnicos elaborados por el 
Departamento de Caracterización de Materiales 
perteneciente a la Gerencia de Investigación Aplicada de 
la Comisión Nacional de Energía Atómica? (cfr. fs. 952/85 
y 1105, así como también las carpetas reservadas en 
Secretaría). 

De ellos surge —en lo que aquí interesa- 
que en la muestra NIR 1407 (perteneciente a Carlos 
Valentín Sosa) se halló una partícula que contenía 
simultáneamente plomo (Pb), bario (Ba) y antimonio (Sb) 
en la zona dorsal de su mano derecha. 

Por otro lado, la muestra NIR 1412 
(correspondiente a Francisco Javier Pintos) permitió 


establecer que el incuso poseía cuatro partículas que 





7 El destacado me pertenece. 
8 Ídem. 
° En adelante, CNEA. 
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contenían simultáneamente plomo (Pb), bario (Ba) y 
antimonio (Sb): dos en la zona tabaquera de su mano 
derecha; una en la zona palmar de su mano izquierda y la 
restante en la zona dorsal de su mano izquierda. 

A su turno, en la muestra NIR 1413 (de 
Juan Ramón Obregón) se hallaron dos partículas con 
presencia simultánea de plomo (Pb), bario (Ba) y 
antimonio (Sb): una en la zona palmar de su mano derecha 
y otra en la zona tabaquera de su mano izquierda. 

Asimismo, en la muestra NIR 1416 (tomada a 
Sergio Guillermo Cavia) se halló una partícula con plomo 
(Pb), bario (Ba) y antimonio (Sb), obtenida de la zona 
palmar de su mano izquierda. 

A su vez, en la muestra NIR 1419 
(correspondiente a Sergio Damián García) no se 
encontraron partículas que -—simultáneamente— contuvieran 
plomo (Pb), bario (Ba) y antimonio (Sb). 

Finalmente, también se encontraron 
partículas que —simultáneamente— contenían plomo (Pb), 
bario (Ba) y antimonio (Sb) en las muestras NIR 1402 
(Fausto Horacio Jones Huala, mano derecha zona tabaquera) 
y NIR 1405 (Lautaro Alejandro González, mano izquierda, 
zona palmar). 

25) Declaraciones testimoniales de los 
funcionarios de Prefectura Naval Argentina que se 
encontraban en el lugar de los hechos el día 25/11/2017: 
Diego Martín Brest (fs. 1133/9); Julián Andrés Valenzuela 
(fs. 1140/5); Ignacio Fabián Salinas (fs. 1146/9), Ángel 
Tomás Medina (fs. 1150/3); Javier Alejandro Galarza (fs. 
1159/vta.); Nicolás Adolfo Ramírez (fs. 1160/vta.); Axel 
Hernán Noguera (fs. 1161/vta.); Hugo Matías Duarte (fs. 
1162/vta.); Leandro Antonio Ruata (fs. 1168/vta.); Iván 


Emanuel Caballero (fs.  1169/vta.); Osvaldo  Diosnel 
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Villalba (fs. 1170/vta.); Saúl Norberto Encina (fs. 
1171/vta.); Miguel Ángel Aguirre (fs. 1173/vta.); Daihana 
Alejandra Retamales (fs. 1175/vta.); Horacio Alberto 
Cornejo (fs. 1176/vta.); Daniel Alberto Colliard (fs. 
1544/51); Pablo Rubén Berra (fs. 1664/77); Francisco 
Antonio Lezcano (fs. 1709/17); Diego Omar Sánchez, (fs. 
3/5 del expediente FGR 27423/2017/24) y Eric Fabián 
Blanco (fs. 6/9 del expediente FGR 27423/2017/24 junto a 
las fotografías remitidas vía correo electrónico, 
impresas por Secretaría e incorporadas a fs. 114/21 de 
ese legajo). 

26) Declaraciones testimoniales de los 
funcionarios del Grupo Especial de Operaciones Federales 
(GEOF) de la Policía Federal Argentina: Comisario Matías 
Juan Sola (fs. 1293/9); Sargento Marcelo Oscar Sertic 
(fs. 1302/vta.); Cabo Felipe Leonardo Duarte (fs. 
1303/vta.) y Oficial Principal José María Piazza (fs. 
1304/vta.). 

27) Pericia de restos nitrados 
confeccionada por la Bioquímica Subcomisario Mónica B. 
Cornelio del Gabinete de Criminalística de Bariloche de 
la Policía de Río Negro, agregada a fs. 1318/20. Dicha 
experticia concluyó que “se realizó la determinación de 
la presencia de Nitritos en los hisopados ofrecidos en 
estudio, obteniéndose un resultado POSITIVO en todos 
ellos”, aunque aclaró que “dicha prueba es orientativa, e 
indica la presencia de nitritos, pero NO es indicativa 
para determinar el tiempo del último disparo del arma en 
estudio, es decir, la data del disparo”. 

28) Partes pertinentes de los informes 
balísticos confeccionados por los peritos Roberto A. 
Nigris y Karina N. Uribe (cfr. fs. 1347/52 y anexos 


reservados en Secretaría). 
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La experticia cuyas conclusiones obran a 
fs. 1347/52 —que cuenta con la adhesión plena de la 
perito ofrecida por la querella (Licenciada en 
Criminalística Silvia Viviana Bufalini)— señaló que “la 
trayectoria intracorporal fue detallada por el Cuerpo 
Médico Forense en su informe de protocolo de autopsia, 
donde expresan “que el proyectil con orificio de entrada 
en la cara latero-posterior de la cadera izquierda tuvo 
un trayecto ascendente y oblicuo para alojarse en la 
región subcutánea del 6° espacio intercostal derecho a 
nivel de la línea axilar media. En su trayecto perforó el 
hueso ilíaco izquierdo, el mesenterio, el intestino 
delgado, el hígado y el pulmón derecho, [y] (..) los (..) 
músculos y tejidos interpuestos en esa trayectoria (..)””. 

Agregó que “de acuerdo a lo observado, el 
occiso presentaba un orificio de entrada producto del 
paso de un proyectil de arma de fuego a nivel de la 
cadera izquierda. En la cara lateral derecha del tórax, a 
nivel de la línea axilar, se palpó una protuberancia; 
tras incisión se corroboró que era un proyectil calibre 9 
mm., tipo encamisado completo de latón militar, con su 
base a la vista tipo aleación plomo, con forma ojival 
truncada, el que fue recuperado, resguardado y 
preservado”. 

La pericia también mencionó que la vaina 
servida secuestrada entre las prendas de Fausto Horacio 
Jones Huala al momento de su detención fue producto del 
disparo de la pistola Pietro Beretta serie 05-P84546Z 
(perteneciente a Carlos Valentín Sosa). 

Finalmente, el estudio destaca que entre 
los elementos recogidos durante la inspección ocular 
realizada el 7/12/2017 se hallaron vainas pertenecientes 


al subfusil marca H&K, modelo MP5, serie 05-C335528 
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(entregado por Juan Ramón Obregón); a la pistola Pietro 
Beretta serie 05-P25873Z (asignada a Francisco Javier 
Pintos); a la pistola Pietro Beretta serie 05-P25873Z 
(incautada a Sergio Damián García); y a la pistola Pietro 
Beretta serie 05-P0O8350Z (secuestrada a Carlos Valentín 
Sosa). 

29) Partes pertinentes del informe 
confeccionado por el servicio de Ingeniería y Química 
Forense del Cuerpo de Investigaciones Fiscales del 
Ministerio Público de la provincia de Salta* (cfr. fs. 
1325, 1353/63 y anexos reservados en Secretaría). Ese 
instrumentó concluyó que: “(..) 4) En la Tabla 13 del 
presente informe se listan las muestras en las que el 
laboratorio del CM* reporta que se hallaron partículas 
que en su composición elemental contienen simultáneamente 
Plomo (Pb), Bario (Ba) y Antimonio (Sb). De acuerdo a la 
norma ASTM 1588 utilizada como referencia, estas 
partículas son definidas como características de Residuos 
de Disparo; es decir que son las que, muy probablemente, 
están asociadas con el disparo de un arma de fuego. En la 
tabla se muestra además la cantidad de partículas 
identificadas como de interés para el análisis que, según 
el informe, son aquellas que contienen plomo (Pb), bario 
(Ba) o antimonio (Sb). (..) 6. Del análisis de las 
carpetas Anexos B 1402; C 1405; D 1407; E 1412; F 1413; G 
1416; H 1419; I 1422; J 1425; K 1428 y L 1466 contenidas 
en la muestra ofrecida IQF 18/102 se destaca que también 
fueron detectadas y analizadas, aunque no informadas, 
[otras] partículas [características y consistentes] (..). 
El apartado 7.1.4 de la norma de referencia utilizada 


para el estudio indica que las partículas consistentes 





19 En adelante, CIF. 
tt Sigla con la cual identifica al Departamento de Caracterización de 
Materiales de la CNEA. 


1309613754290136138H20210616105809854 












































$ 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


son aquellas que pueden estar asociadas a un disparo, 
pero que también pueden tener un origen distinto y que 
tendrán alguna de las siguientes composiciones 
elementales: Bario, calcio, silicio (Ba, Si, Ca); 
Antimonio, bario (Sb, Ba); Plomo, antimonio (Pb, Sb); 
Bario, aluminio (Ba, Al); Plomo, bario (Pb, Ba); Plomo 
(Sb) —solamente en presencia de partículas 
características y  consistentes—-; Antimonio (Sb) -— 
solamente en presencia de partículas características y 
consistentes-; Bario (Ba) —con o sin trazas de azufre—. 
(...) La misma norma, en el apartado 7.1.5 indica que han 
sido observadas partículas características y/o 
consistentes provenientes de fulminantes libre de plomo 
que en su composición elemental pueden contener: (Gd, Ti, 
Zn) Gadolinio, Titanio; Cinc ó; (Ga, Cu, Sn) Galio, 
Cobre, Estaño; (Sr) Estroncio. (..) El informe técnico del 
CM no hace mención a aquellas partículas que pueden 
contener alguna combinación de dos de los tres elementos 
buscados (Sb, Ba); (Pb, Sb), y (Pb, Ba), tampoco a las 
que puedan contener (Ba, Al) ni a aquellas que contengan 
(Ba, Si, Ca). Las partículas provenientes de fulminantes 
libre de plomo no son consideradas en el estudio. (..)”. 

30) Informe sobre las labores realizadas 
durante la inspección ocular ordenada por este Juzgado, 
confeccionado por los peritos oficiales Roberto A. Nigris 
y Karina N. Uribe (cfr. fs. 1482/92). 

En esa pieza se detallaron los distintos 
secuestros producidos en el marco de la diligencia y se 
precisaron los lugares exactos de los hallazgos. Además, 
a fs. 1492 se aportó un detalle de las vainas incautadas 


en el predio y a qué arma pertenecerían, a saber: 
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a) 8 vainas de la pistola Pietro Beretta 
serie 05-P25873Z, entregada por el Cabo 1° Francisco 
Javier Pintos. 

b) 7 vainas correspondientes al subfusil 
marca HK, modelo MP5, serie 05-C335528, secuestrado al 
Cabo 1° Juan Ramón Obregón. 

c) 11 vainas atribuibles a la pistola 
Pietro Beretta serie 05-P84546Z entregada por el Cabo 1? 
Carlos Valentín Sosa. 

d) 5 vainas pertenecientes a la pistola 
Pietro Beretta serie 05-P08350Z secuestrada al marinero 
Sergio Damián García. 

31) Declaraciones testimoniales del 
Prefecto Mayor Daniel Mario Gómez (fs. 1848/51) y del 
Prefecto Principal Julio César Mostafa (fs. 1803/5), Jefe 
y Segundo Jefe  -—respectivamente- de la Agrupación 
Albatros de la Prefectura Naval Argentina al 23/11/2017. 

32) Adelanto de pericia química nro. 
91.149 y pericia química 91.149, confeccionadas por la 
Dirección de Criminalística y Estudios Forenses de 
Gendarmería Nacional, glosadas a fs. 1860/78 y 2138/60 
respectivamente. En lo que aquí interesa, las experticias 
concluyeron que: 

a) La muestra 1 (tomada del sobre que 
recubría la mano izquierda de Rafael Domingo Nahuel 
Salvo) y la muestra 13 (tomada del puño de la manga 
izquierda de la campera de polar, color negro, marca 
“SOVIET”, talle L, perteneciente a Rafael Domingo Nahuel 
Salvo) presentaron partículas consistentes con residuos 
de disparo constituidas por Aluminio (Al) y Bario (Ba). 

b) La muestra 2 (tomada del sobre que 


recubría la mano izquierda del occiso) presentó 


1309613754290136138H20210616105809854 












































$ 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


partículas consistentes con residuos de disparo 
constituidas por Aluminio (Al), Plomo (Pb) y Bario (Ba). 

c) La muestra 4 (tomada del sobre que 
recubría la mano derecha del fallecido) presentó 
partículas características de residuos de disparo 
constituidas por Plomo (Pb), Bario (Ba) y Antimonio (Sb). 

d) La muestra 5 (identificada como 
“GONZALEZ, LAUTARO ALEJANDRO ZONA PECTORAL”, tomada de un 
buzo polar marca “LUIGI RIMINI”, talle XL, color gris y 
naranja) presentó partículas características de residuos 
de disparo constituidas por Plomo (Pb), Bario (Ba) y 
Antimonio (Sb). 

e) La muestra 6 (identificada como 
“GONZÁLEZ LAUTARO ALEJANDRO MANGA PUÑO DERECHO”, tomada 
de un buzo polar marca “LUIGI RIMINI”, talle XL, color 
gris y naranja) presentó partículas características de 
residuos de disparo constituidas por Plomo (Pb), Bario 
(Ba) y Antimonio (Sb). 

f) La muestra 7 (identificada como 
“GONZÁLEZ LAUTARO ALEJANDRO MANGA PUÑO IZQUIERDO”, tomada 
de un buzo polar marca “LUIGI RIMINI”, talle XL, color 
gris y naranja) presentó partículas características de 
residuos de disparo constituidas —por un lado— por Plomo 
(Pb), Bario (Ba) y Antimonio (Sb) y -por otro- por 
Aluminio (Ai) y Bario (Ba). 

g) La muestra 8 (identificada como 
“HORACIO JONES HUALA — ZONA PECTORAL”, tomada de una 
campera símil cuero de color negro marca “AFRIK CUEROS”) 
presentó partículas características de residuos de 
disparo constituidas por Plomo (Pb) y Antimonio (Sb). 

h) La muestra 10 (identificada como 
“HORACIO JONES HUALA — MANGA PUÑO IZQUIERDO”, tomada de 


una campera símil cuero de color negro marca “AFRIK 
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CUEROS”) presentó partículas características de residuos 
de disparo constituidas por Plomo (Pb) y Antimonio (Sb). 

33) “Peritación N° 91.096 -— Balística” 
confeccionada por la Dirección de Criminalística y 
Estudios Forenses de Gendarmería Nacional (ver fs. 1909 y 
carpeta anexa reservada en Secretaría). 

La pericia refirió, en lo sustancial, que 
“se [establecieron] coincidencias de cantidad y ancho de 
campo y macizo entre los proyectiles  indubitados 
obtenidos de ambas armas remitidas para estudio con el 
proyectil dubitado. No estableciendo coincidencias de los 
complejos microestriales presentes en ambos indubitados, 
tanto los obtenidos por la División Balística de esta 
Dirección como los Indubitados aportados para cotejo 
utilizados en la primer pericia realizada por el Perito 
Balístico Roberto A. Nigris, con el proyectil Dubitado, 
identificado como “A'”* (ver fs. 29 de la carpeta 
reservada en Secretaría). Y concluyó: “que el proyectil 
calibre 9 mm., encamisado ojival truncado identificado 
como “*A* recuperado del cuerpo del occiso, no corresponde 
a los subfusiles marca “*H8£K”*, modelo ‘MP5’, calibre 9x19 
mm., ¡identificación alfanumérica 05-C335508 (entregado 
por el cabo primero Francisco Javier Pintos) e 
identificación alfanumérica 05-C335528 (entregado por el 
cabo segundo Juan Ramón Obregón)”. 

34) Anexo fotográfico reservado en 
Secretaría. 

35) Declaraciones testimoniales de Jorge 
Fernando Aparicio (fs. 302/6), Ricardo Enrique Rizzo (fs. 


329/31) y Gerónimo Avellino Colitripay (fs. 431/3). 





12 El destacado obra en el original. 
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36) Pericia química nro. 91,150 elaborada 
por la Dirección de Criminalística y Estudios Forenses 
de Gendarmería Nacional, glosada a fs. 2161/75. 

El estudio había sido encomendado en aras 
de concretar “(..) un análisis comparativo entre los 
elementos recolectados durante la inspección ocular (que 
podrían corresponder a pellets de pintura o que podrían 
poseer restos de ese material) y los pellets incautados 
durante el secuestro de armamento ordenado respecto de 
los funcionarios de Prefectura Naval Argentina (..) a fin 
de determinar si guardan identidad entre sí, y en su 
caso, especificar de qué material se trata (..)”. 

La experticia concluyó: 

a) Las muestras 1%, 2**, 4% y 6* (manchas 
en tono fucsia en material vegetal procedentes del lugar 
del hecho) presentan coincidencia en cuanto a su 
composición química con la muestra 12 (mancha de tono 
fucsia en material vegetal obtenida de la prueba de 
disparo realizada con los pellets incautados). 

b) Las muestras 3”, 7*%, 8*% y 9% (manchas 
en tono fucsia en fragmento de plástico circular 
procedentes del lugar del hecho) presentan coincidencia 
en cuanto a su composición química con la muestra 11 


(mancha de tono fucsia en fragmento de plástico 





13 Descripta como “restos de corteza vegetal con sustancia color 
amarillo y fucsia”. 

14 Se trata de “restos de corteza de árbol con sustancia adherida de 
color fucsia”. 

158 Consistente en “fragmentos de material vegetal, con adherencia de 
sustancia color fucsia”. 

16 Descripta como “fragmentos de material vegetal con adherencias de 
sustancia color fucsia”. 

17 Consistente en “un frasco de plástico transparente cerrado con 
tapa de color rojo reguardando material vegetal con adherencia de 
sustancia color fucsia y un plástico circular de color fucsia”. 

18 Se trata de “un objeto circular color fucsia”. 

19 Descripta como “un plástico circular de color fucsia”. 

22 Consistente en “un plástico circular de color fucsia”. 
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constitutivo del tapón del pellet incautado, utilizado en 
la prueba de disparo). 

c) La muestra 5% (manchas en tono fucsia 
en fragmento plástico de cápsula) presenta coincidencia 
en cuanto a su composición química con la muestra 10 
(mancha de tono fucsia en fragmento de plástico 
constitutivo de la cápsula del pellet incautado utilizado 
en la prueba de disparo). 

37) Copias de fs. 2494/5 referidas a la 
audiencia prevista en el artículo 431 bis punto 3 (conf. 
ley 27.272) del C.P.P.N., practicada el 15/3/2019 en 
presencia de la Jueza Subrogante María Silvina Domínguez, 
Fausto Horacio Jones Huala, su defensor (Matías Leandro 
Schraer) y la Fiscal Interina (Sylvia C. Little); copias 
de la sentencia dictada el 15/3/2019 en el marco del 
expediente FGR 3874/2019 respecto de Fausto Horacio Jones 
Huala, agregadas a fs. 2496/2505; copias del 
requerimiento de elevación a juicio efectuado por el MPF 
en el marco del expediente FGR 3874/2019 en relación a 
Fausto Horacio Jones Huala, incorporadas a fs. 2545/62; 
acuerdo de juicio abreviado en los términos del artículo 
431 bis y subsiguientes del GC.P.P.N. suscripto el 
14/3/2019 por la Sra. Fiscal Subrogante, Fausto Horacio 
Jones Huala y su defensa técnica, incorporado en copia a 
fs. 2573/vta.; copia del dictamen titulado “PRESENTA 
ACUERDO DE JUICIO ABREVIADO”, suscripto por la Fiscal 
Federal interinamente a cargo de la Fiscalía Federal de 
Bariloche el 14/3/2019, agregado en copia a fs. 2574/6; 
copia del acta de lectura de la sentencia emitida en la 


causa FGR 3874/2019, glosada a fs. 2579/vta. y copia de 





2 Descripta como “un frasco de plástico transparente cerrado con 
tapa a rosca de color rojo, resguardando material vegetal y 
fragmentos de plástico transparente con adherencias de sustancia de 
color fucsia”. 
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la notificación efectuada el 15/3/2019 al imputado Fausto 
Horacio Jones Huala en la causa FGR 3874/2019, agregada a 
fs. 2580/vta. 

A través de la sentencia del 15/3/2019 se 
condenó a Fausto Horacio Jones Huala por considerarlo 
coautor penalmente responsable del delito de atentado a 
la autoridad agravado por haberse cometido con armas 
(arts. 237 en función del 238, inciso 1, y 45 del C.P.) a 
la pena de seis meses de prisión cuya ejecución se dejó 
en suspenso. De esa manera se convalidó el acuerdo de 
juicio abreviado en los términos del artículo 431 bis y 
siguientes del C.P.P.N. suscripto el 14/3/2019 por la 
Sra. Fiscal Subrogante, Fausto Horacio Jones Huala y su 
defensa técnica (incorporado en copia a fs. 2573/vta.). 

38) Declaración testimonial del ingeniero 
químico José Luis Manzano de fs. 2587/91; 

39) Audiencia en los términos de los 
artículos 253 y 260 del C.P.P.N. de Roberto Antonio 
Nigris, Karina Natalia Uribe, Martín Javier Moreno y 
María Silvina Lastretti, glosada a fs. 2592/2602; 

40) Informe confeccionado por la Dirección 
Nacional de Cooperación Judicial y Ministerios Públicos 
del Ministerio de Seguridad de la Nación, agregado a fs. 
2792/2811. De allí surge que: 

a) El Cabo 1° Sergio Guillermo Cavia posee 
aprobados los siguientes cursos”: 1) Básico de infantería 
para personal subalterno (2/7/2013); 2) Adiestramiento 
básico específico (1/2/2013); 3) Tirador especial 
(3/7/2015); 4) Protección y escolta de personalidades 
(28/7/2017); 5) Código de conducta para funcionarios 


encargados de hacer cumplir la ley (19/10/2012 y 





2 De seguido se detalla la fecha de finalización de cada 
instrucción. 
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18/4/2017); 6) Aspirante a segundo año CGSG (19/10/2012); 
7) Herramientas básicas para el enseñanza -nivel 1- 
(14/4/2020); 8) Capacitación (1/12/2019); 9) Técnicas 
básicas de rescate (28/3/2014); 10) Taller de pautas de 
intervención policial en caso de violencia en relaciones 
familiares (R. MSEG505) (4/4/2014); 11) Reentrenamiento y 
actualización policial; 12) Reglamento general para el 
empleo de las armas de fuego por parte de los miembros de 
las FF. SS. (22/5/2019). 

A fs. 2794 se informó que también cuenta 
con un curso de “Instructor de tiro” (de 1 mes de 
duración); otro de “Técnicas básicas de rescate”, también 
de 1 mes, en la Escuela Nacional de Buceo; un tercero de 
“Custodia y Escolta” que se colige que habría durado 2 
meses (el informe solo detalla “2”); un “Curso básico de 
protección” en la Policía Federal Argentina de 3 meses de 
duración (misma situación que en el caso anterior, pues 
solo se menciona 3”); y un “Curso Básico de manejo de 
cuerda” de 1 semana. 

Reprobó el entrenamiento llamado “Tácticas 
policiales especiales” en dos oportunidades (3/10/2014 y 
6/7/2018). 

Ingresó a la Prefectura Naval Argentina el 
14/2/2011, siendo sus destinos únicamente el 
“Departamento Académico Escuela de Suboficiales” (desde 
su incorporación hasta el 3/1/2013) y la Agrupación 
Albatros (desde el 3/1/2013 hasta hoy). 

Registra 6 sanciones administrativas 
impuestas por sus superiores, entre las cuales destaca la 
del 27/2/2016 por “no mantener la debida guarda y 
vigilancia del armamento” (ver fs. 2794/vta.). 

b) El Cabo 1° Juan Ramón Obregón posee 


aprobados los siguientes cursos: 1) Básico de infantería 
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para personal subalterno (1/8/2014); 2) Tácticas 
policiales especiales (3/10/2014); 3) Curso de 
acondicionamiento básico específico (31/1/2014); 4) 
Tirador especial (7/7/2016), previo reprobarlo en dos 
ocasiones: 3/7/2015 y 4/12/2015; 5) Código de conducta 
para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
(20/11/2013 y 2/6/2020); 6) Buceo para operaciones 
policiales anfibias y de seguridad (2/6/2017); 7) Taller 
de pautas de intervención policial en caso de violencia 
en relaciones familiares (R. MSEG505) (11/4/2014); 8) 
Técnicas de muestreo de aguas (22/8/2013); 9) 
Reentrenamiento y actualización policial (28/11/2014 y 
6/6/2018); 10) Reglamento general para el empleo de las 
armas de fuego por parte de los miembros de las FF. SS. 
(21/5/2019). 

A fs. 2796 se informó que también cuenta 
con cursos de “buzo táctico” (de 3 meses); “RAP” (de 30 
horas); “Instructor de tiro” (de 1 mes); “Paracaidista 
operaciones” (cursando en Gendarmería Nacional Argentina, 
de 45 días) y “Asistencia médica en terreno hostil” (8 
horas). 

Ingresó a la Prefectura Naval Argentina el 
13/2/2012, siendo sus destinos únicamente el 
“Departamento Académico Escuela de Suboficiales” (desde 
su incorporación hasta el 6/1/2014) y la Agrupación 
Albatros (desde esa fecha hasta hoy). 

Registra una sanción administrativa del 
15/5/2019 dispuesta por el Prefecto Juan Carlos Gómez por 
“ser negligente en los deberes impuestos...” (ver fs. 
2797/vta.). 

c) El Cabo 1? Francisco Javier Pintos 
posee aprobados los siguientes cursos: 1) Básico de 


infantería ¡para personal subalterno (29/7/2016); 2) 
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Tácticas policiales especiales (30/6/2017); 3) 
Acondicionamiento básico específico (29/1/2016); 4) 
Protección y escolta de personalidades (9/5/2014); 5) 
Tirador especial (3/8/2018); 6) Código de conducta para 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
(12/4/2013 y 30/8/2018); 7) Básico de protección de 
buques y de las instalaciones portuarias (26/3/2010); 8) 
Plan de formación para marineros (30/10/2009); 8) Cambio 
de cuerpo (28/5/2012); 9) Cambio de escalafón 
(31/3/2015); 10) Operador de Subcentro SAR (26/9/2014); 
11) Básico sobre prevención del narcotráfico (10/5/2011); 
12) Capacitación (1/10/2019); 13) Buceo para operaciones 
policiales anfibias y de seguridad (17/5/2018); 14) 
Taller de pautas de intervención policial en caso de 
violencia en relaciones familiares (R. MSEG505) 
(10/7/2014); 15) Inglés nivel I (16/11/2012); 16) Inglés 
nivel 11 (15/11/2013); 17) Inglés nivel 111 (14/11/2014); 
18) Inglés nivel pre-intermedio II (15/11/2015); 19) Uso, 
mantenimiento y conservación del armamento primer nivel 
(20/3/2015); 20) Reentrenamiento y actualización policial 
(2/11/2014 y 6/6/2016); 21) Reglamento general para el 
empleo de las armas de fuego por parte de los miembros de 
las FF. SS. (21/5/2019). 

A fs. 2800/vta. se informó que también 
cuenta con un “Curso básico de monte” practicado junto a 
—o bajo las órdenes de- Gendarmería Nacional Argentina 
(de 35 días) y “Cursos especiales de monte” con la misma 
fuerza de seguridad (durante 40 días). 

Ingresó a la Prefectura Naval Argentina el 
1/4/2009, cumpliendo funciones en la Prefectura 
Corrientes (del 1/4/2009 al 7/10/2009), la Prefectura 
Formosa (del 7/10/2009 al 4/1/2016) y la Agrupación 


Albatros (desde el 4/1/2016 hasta hoy). 
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Registra 6 sanciones administrativas 
impuestas por sus superiores (ver fs. 2800 vta.). 

d) El Cabo 1° Carlos Valentín Sosa posee 
aprobados los siguientes cursos: 1) Básico de infantería 
para personal subalterno (1/8/2014); 2) Tácticas 
policiales especiales (1/7/2016), luego de haberlo 
reprobado el 16/10/2015; 3) Acondicionamiento básico 
específico (31/1/2014); 4) Plan formación para marineros 
cuerpo complementario (7/12/2012); 5) Técnicas básicas de 
rescate (23/3/2018); 6) Código de conducta para 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
(28/9/2012, 20/11/2013 y 2/6/2020); 7) Buceo para 
operaciones policiales anfibias y de seguridad 
(2/6/2017); 8) Taller de pautas de intervención policial 
en caso de violencia en relaciones familiares (R. 
MSEG505) (11/4/2014); 9) Técnicas de muestreo de aguas 
(12/9/2013); 10) Reentrenamiento y actualización policial 
(28/11/2014 y 6/6/2018); 11) Reglamento general para el 
empleo de las armas de fuego por parte de los miembros de 
las FF. SS. (20/5/2019). 

A fs. 2804 se informó que también cuenta 
con cursos de “Buzo táctico” (de tres meses); “Instructor 
de tiro” (1 mes); “Combate cercano” (se infiere que de 3 
meses de duración, junto al grupo Halcón de la Policía de 
la provincia de Buenos Aires*%); “Paracaidismo 
operacional” (junto a Gendarmería Nacional Argentina, de 
7 meses de duración) y un “Curso básico de brechero” (de 
3 semanas, junto a la Policía Federal Argentina). 

Ingresó a la Prefectura Naval Argentina el 
11/4/2012, con destinos en el “Centro de Formación Básica 


para Suboficiales Zona Alto Uruguay” desde el 11/4/2012 





23 El formulario refiere “PFA”, pero el Grupo Halcón no pertenece a 
la órbita de esa fuerza de seguridad sino de la mencionada. 




















1309613754290136138H20210616105809854 


























a 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


al 17/12/2012, fecha en la cual fue trasladado al 
“Departamento Académico Escuela de Suboficiales” (donde 
permaneció asignado hasta el 6/1/2014). Desde el 6/1/2014 
revista en el Agrupación Albatros. 

Registra 2 sanciones administrativas 
impuestas por sus superiores (ver fs. 2804 vta.), una de 
ellas por “ser negligente en los deberes impuestos...” . 

e) El Cabo 2° Sergio Damián García posee 
aprobados los siguientes cursos: 1) Tácticas policiales 
especiales (6/7/2018); 2) Acondicionamiento básico 
específico (16/1/2015), que luego reprobó el 28/2/2020; 
3) Tirador especial (25/10/2019); 4) Instructor de tiro 
(11/3/2016); 5) Básico para guías de canes de seguridad 
(13/12/2019); 6) Plan de formación para marineros cuerpo 
complementario (21/12/2014); 7) Código de conducta para 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
(29/8/2014 y 26/6/2020); 8) Mantenimiento de motores 
fuera de borda (26/6/2015); 9) Cambio de cuerpo 
(31/3/2017); 10) Reentrenamiento y actualización policial 
(22/5/2015 y 14/11/2018); 11) Reglamento general para el 
empleo de las armas de fuego por parte de los miembros de 
las FF. SS. (21/5/2019). 

Reprobó el curso de “Protección y Escolta 
de Personalidades” (27/9/2019). 

Ingresó a la Prefectura Naval Argentina el 
21/4/2014. Fue asignado a prestar funciones en el “Centro 
de Formación Básica para Suboficiales de Bahía Blanca” 
desde el 21/4/2014 al 10/11/2014, fecha en la cual fue 
trasladado a la Agrupación Albatros. 

Registra 10 sanciones administrativas 
impuestas por sus superiores (ver fs. 2807 vta.). 

41) Informe pericial balístico elaborado 


por el Departamento de Criminalística del CIF, glosado a 
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fs. 2873/2927. Cuenta con las firmas de los Licenciados 
Hugo D. Flores Solís y Héctor Rolando Barboza (numerarios 
del mencionado gabinete pericial), así como también con 
la de los profesionales de parte perito balístico Martín 
Spotorno y Licenciada en Criminalística Agustina Oberti. 

En lo sustancial, esa experticia arribó a 
las siguientes conclusiones: 

1) “Se ha establecido una relación de 
identidad entre el proyectil incriminado remitido para 
estudio, identificado como A con la pistola 
semiautomática calibre 9x19 mm., marca Pietro Beretta, 
modelo 92 FS, numeración 05-P83332Z individualizada como 
‘P’. Es decir, que el proyectil incriminado “A” ha sido 
disparado por esa Arma de Fuego”. 

2. a) “Se ha encontrado correspondencia 
entre los patrones de identidad apreciados en los 
proyectiles testigos obtenidos en este Gabinete 
individualizada como T1, T2, T3, recuperados a partir de 
la pistola calibre 9x19 mm, marca Pietro Beretta, modelo 
92 FS, numeración 05-P83332Z, identificada con la letra 
*P*; con los proyectiles testigos individualizados como 
158, *59* y *60* recibidos en caja identificada como 
*p*, con faja de cierre rubricada por el Perito Roberto 
A. Nigris y la Lic. Karina N. Uribe, acompañada de 
planilla de cadena de custodia N° UOCNYDC5-0014/17”. 

2. b) “Se ha encontrado correspondencia 
entre los patrones de identidad apreciados en los 
proyectiles testigos obtenidos en este Gabinete, con el 
subfusil calibre 9x19 mm, marca Heckler & Koch, MP 5, 
numeración 05-C335508, individualizada como *B* (T1, T2, 
T3, T4 y T5), con los (03) tres proyectiles testigos 


individualizados  *7', 18" y “9! recibidos en un 
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envoltorio termo sellado, identificado con un [rótulo] 
que dice TB 050335508”. 

Vale apuntar que en el acápite titulado 
“Cotejo balístico” de esa pericia, los profesionales 
explicaron que “en primer término, se realizó la 
comparación de las características de clase discernibles 
en el proyectil incriminado *A* y en aquellos testigos 
obtenidos para pericia en esta oportunidad. A saber, las 
características de clase de los cuatro subfusiles marca 
Heckler & Koch, modelo MP 5, son: calibre 9 mm, estriado 
de tipo convencional, conformado por seis estrías con 
inclinación hacia la derecha dextrógiro, con tamaño de 
impresión de campos y macizos concordante con el 
proyectil A. Se deja constancia que en los proyectiles 
testigos se apreciaron marcas en cercanía de su base, 
prácticamente perpendiculares a ésta y cuya inclinación 
no coincide con la marca del estriado del cañón, 
particularidad que se ilustra en lámina N° 20 (donde se 
[trabajó] con el proyectil testigo obtenido del Sub-fusil 
identificado con la letra “*D”, proyectil T-1). Se hace 
saber también que producto del diseño del mecanismo de 
esta marca y modelo de arma, la recámara se encuentra 
estriada incluso por demás de tope donde apoya el 
cartucho; característica ilustrada en lámina 19. Por su 
lado, las pistolas marca Pietro Beretta, modelo 92 FS, 
son de calibre 9 mm, presentan estriado convencional, con 
seis estrías con inclinación hacia la derecha, 
dextrógiro, con tamaño de impresión de campos y macizos 
concordante con el proyectil A”. 

42) Informe IQF 03/21 elaborado por el 
Servicio de Ingeniería y Química Forense del Cuerpo de 
Investigaciones Fiscales del Ministerio Público de Salta, 


agregado a fs. 3014/46. 
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IV. DEFENSA MATERIAL DE SERGIO GUILLERMO 
CAVIA, FRANCISCO JAVIER PINTOS, JUAN RAMÓN OBREGÓN, 
CARLOS VALENTÍN SOSA Y SERGIO DAMIÁN GARCÍA. 

1) El imputado Sergio Guillermo Cavia 
compareció a declaración indagatoria a fs. 1830/3, 
oportunidad en la cual hizo uso de su derecho de guardar 
silencio. Posteriormente fue convocado en los términos 
del artículo 303 del C.P.P.N. (ver fs. 3070/5), ocasión 
en la que refirió que no haría manifestaciones y acompañó 
—a través del sistema informático “Lex 100”— un descargo 
escrito, con firma de su letrado defensor. 

En su presentación, Cavia relató que ”el 
23 de noviembre de 2017 en el marco del legajo n° FGR 
26511/2017, [este] juzgado federal ordenó el allanamiento 
del predio emplazado a la altura del kilómetro 2006 de la 
ruta nacional 40 Sur, cuya realización se encomendó al 
Jefe de la Policía Federal Argentina. En ese contexto, ya 
desde el momento mismo de su ingreso, las fuerzas de 
seguridad fueron recibidas con piedras, palos y todo tipo 
de objetos contundentes por parte de los ocupantes 
ilegales del terreno. Consecuencia de ello, fue que 
varios funcionarios policiales resultaran heridos, 
algunos, de gravedad. No obstante lo anterior, en el 
lugar se practicó la detención de María Isabel Nahuel, 
Yéssica Fernanda Bonnefoi, Martha Luciana Jaramillo, 
Mayra Aylén Tapia y Romina Rosas (quienes se encontraban 
en la parte baja del terreno junto a diferentes menores, 
entre ellos, Betiana Ayelén Colhuan, de 16 años de edad). 
Otros ocupantes -—en su mayoría masculinos- escaparon 
hacia el cerro y de esa manera lograron evadir el 
operativo policial. De acuerdo a las intervenciones 
telefónicas oportunamente dispuestas, se logró 


reconstruir que todos se escondieron en las laderas y en 
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el bosque circundante. Si bien fueron perseguidos por 
casi 6 horas, a lo largo y alto del monte con fines de 
aprehensión —conforme la orden del Tribunal, que además 
había encomendado a las fuerzas de seguridad un uso 
racional, restrictivo y proporcional de la fuerza pública 
—, no se alcanzó la detención y la comitiva policial 
dispuso su repliegue”. 

A continuación, refirió que “a raíz de 
ello, se comisionó a la Agrupación Albatros de la 
Prefectura Naval Argentina, fuerza de apoyo de la Policía 
Federal Argentina desde el allanamiento, para custodiar 
el predio ocupado a fin de evitar el reingreso de 
personas no autorizadas y en su caso proceder a su 
detención, identificación y puesta a disposición del 
Juzgado”. 

Continuó diciendo que “el día 25 de 
noviembre de 2017 por la tarde, antes de las 17 horas, en 
estricto cumplimiento de una orden del Juzgado Federal de 
San Carlos de Bariloche, en un sector aún no precisado 
pero que se encuentra en el interior de los predios 
ubicados a la altura del kilómetro 2006 de la Ruta 
Nacional 40 Sur, fui víctima de un atentado a mano armada 
junto con los demás integrantes de una patrulla de la 
Prefectura Naval Argentina correctamente identificada que 
yo integraba, y que recorría el lugar y se encontraba 
abocada a su custodia -—como dijera- en el marco del 
cumplimiento de la orden judicial. Entre los autores del 
injustificado y violento ataque pudo identificarse al 
lamentablemente fallecido Rafael Nahuel Salvo, a Fausto 
Horacio Jones Huala y a Lautaro Alejandro González”. 

Luego, enfatizó que “[se encontraban] en 
el lugar por indicación y elección específica del Juez 


Federal de Bariloche, decisión consentida por la Sra. 
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Fiscal de la causa, quien ordenó que quienes debían 
custodiar el lugar y evitar nuevas usurpaciones fuese — 
reitero- específicamente el Grupo Albatros de la 
Prefectura Naval Argentina”. 

Explicó que rá) mientras nos 
desplazábamos en el terreno, con una vegetación muy 
cerrada que dificultaba la marcha e imposibilitaba la 
visibilidad a media y larga distancia, comenzamos a 
escuchar gritos, insultos y exclamaciones de por lo menos 
una decena de personas. Esos gritos -que evidenciaban una 
actitud hostil y agresiva de quienes los proferían- nos 
permitían determinar que las personas se acercaban, y 
prácticamente de inmediato comenzamos a escucharlos a 
escasos metros, momento en el cual empezaron a arrojar 
todo tipo de [elementos] tales como piedras, palos y 
lanzas, a la vez que se escucharon detonaciones. Debido a 
nuestra experiencia, tanto por el tipo de detonación como 
por ramas que se quebraban a nuestro alrededor fue 
indudable que nos encontrábamos frente a un ataque con 
armas de fuego, razón por la cual tratamos de ponernos a 
cubierto para resguardar nuestras vidas, lo cual no era 
fácil. Nos estaban disparando”. 

Afirmó que “Pintos comenzó a efectuar 
disparos con una pistola marcadora, que es un arma no 
letal que se utiliza generalmente en manifestaciones para 
identificar a personas manchándolas con pintura. En mi 
caso particular, luego de identificarme como efectivo de 
Prefectura Naval Argentina, decidí actuar en cumplimiento 
de mi deber y de la orden del Juez Federal de Bariloche, 
repeliendo esa agresión ilegítima no provocada. Comencé 
entonces a efectuar disparos con mi pistola reglamentaria 
en forma intimidatoria. Los agresores estaban muy cerca 


pero no los podíamos ver bien. Esto fue hasta que en un 




















1309613754290136138H20210616105809854 


























G 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


momento y debido a su avance, ya lo pude ver de cerca. 
Estaban a aproximadamente siete u ocho metros. Avanzaban 
y venían dispuestos a todo. Estaban encapuchados y eran 
al menos quince, uno de los cuales portaba un arma de 
puño con sus dos manos y nos tiraba. Además se escuchaban 
disparos y gritos desde otros sectores. Nos atacaban de 
frente y por el flanco derecho e izquierdo. Decidimos 
entonces que era momento de replegarnos ya que estábamos 
claramente en inferioridad de condiciones y nuestras 
vidas peligraban. Yo estaba al lado de Pintos que me miró 
desesperado y se tocó el pecho, notando que tenía una 
granada de estruendo. Me miró e hizo la seña que iba a ir 
con la granada, levantándola para que la viera Obregón y 
Sosa que estaban parapetados detrás de otro árbol. Lanzó 
la granada a los pies de quienes avanzaban y estaban muy 
cerca, logrando detenerlos por el  estampido. Esa 
situación la aprovechamos para salir corriendo hacia 
abajo por la ladera. No sé si nos corrieron, yo al menos 
no miré hacia atrás. Lo narrado aconteció en no más de 
entre tres y cinco minutos”. 

Detalló que “mientras corríamos montaña 
abajo en dirección a la ruta, nos encontramos con el 
Grupo Antidisturbios de la Prefectura Naval Argentina, a 
quienes gritamos y ordenamos que descendieran a efectos 
de evitar un nuevo contacto ya que había gente armada 
entre los agresores, y el personal del Grupo 
Antidisturbios, que eran aproximadamente doce, también 
estaba armado y las consecuencias serían trágicas. Al 
llegar a la ruta vimos que había un grupo de personas, 
una ambulancia que asistió a un suboficial que se 
descompensó y algunos periodistas. También estaban la 


Fiscal y el Secretario del Juzgado Federal”. 
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Refirió que “pocos minutos transcurrieron 
hasta que se empezaron a escuchar gritos desde la montaña 
que anoticiaban la existencia de un herido. Casi 
inmediatamente luego de esos gritos aparecieron dos 
personas con una camilla improvisada adornada con cosas 
de colores, plumas, telas y cosas raras, en la cual 
transportaban a otro sujeto inmóvil. Los que llevaban la 
camilla fueron detenidos, resultando ser Jones Huala y 
González. El de la camilla, ya fallecido, era Rafael 
Nahuel. Tanto la Fiscal como el Secretario Federal y el 
resto de los nombrados, presenciaron cómo el personal de 
la ambulancia, pese a constatar el fallecimiento de quien 
yacía en la camilla —Nahuel Salvo-, destrozaron sus 
prendas de vestir eliminando de ese modo tal vez pruebas 
que pudieron ser de utilidad. El predio quedó en custodia 
de los usurpadores hasta el día de la fecha, no 
ordenándose ninguna diligencia tendiente a secuestrar las 
armas con las que fuimos atacados, y ordenándose más de 
diez días después una inspección ocular en el lugar del 
hecho, dando tiempo más que suficiente para que quienes 
custodiaban el mismo pudieran alterarlo y acomodarlo a su 
conveniencia (..)”. 

Calificó a esta investigación como “poco 
seria, parcial y arbitraria”, atribuyéndole que “está 
plagada de falencias” que pretenden ser salvadas “a costa 
del pellejo” de los imputados. 

Dijo que la primera pericia balística 
contenía afirmaciones falsas (pues identificó como arma 
homicida una que no lo fue) y planteó: “¿No podría haber 
sido el arma homicida un arma que intervino en la 
balacera y que no se encuentra secuestrada? (..) Primero 


fueron por Pintos. Les salió mal. Ahora me tocó a mí. (...) 
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No existe de ningún modo certeza que el disparo haya 
salido de mi arma reglamentaria asignada (..)”. 

Concluyó que “cumpliendo una orden 
judicial mi vida estuvo en peligro; cumpliendo una orden 
judicial fui atacado con armas de fuego con intención de 
asesinarme por el simple hecho de vestir un uniforme de 
la Prefectura Naval Argentina; cumpliendo una orden 
judicial hice lo que por ley correspondía a efectos de 
hacer cesar el ataque y restablecer el orden; cumpliendo 
una orden judicial cumplí con mi deber y ejercía la 
autoridad de mi cargo; cumpliendo una orden judicial me 
defendí racional y  proporcionalmente de un ataque 
ilegítimo e [injustificado], el cual no provoqué. Lo 
antedicho, además de ser la verdad, se encuentra 
acreditado en autos con las distintas diligencias 
llevadas a cabo, entre las cuales deseo resaltar el 
examen en las manos de Jones Huala, González y Nahuel 
Salvo (..). Arriesgué mi vida en cumplimiento del deber y 
de una orden de ese Juzgado (..)”. 

2) El imputado Francisco Javier Pintos 
compareció a declaración indagatoria a fs. 1494/1506, 
oportunidad en la cual -—en lo sustancial- negó la 
imputación que se le formuló y refirió que a partir de 
las 13 o 14 hs. del 25 de noviembre de 2017 se ubicó con 
el Cabo Segundo Obregón en el puesto implantado en el 
sector donde -—el día anterior—- se habían encontrado 
mochilas. Agregó que antes de ese puesto estaba aquél en 
que se practicó el desalojo el día 23 de ese mes y año. 
Añadió que se comisionó hasta el lugar minutos después 
que el resto del personal que salió de patrulla (“no más 
de 30 minutos después”). 

Relató que —aunque no podía especificar el 


momento— tiempo después empezaron a escuchar modulaciones 
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a través del equipo HT; se trataba de “gente que hablaba 
y pedía apoyo; primero pedían apoyo porque habían 
encontrado una edificación; la gente que estaba arriba 
modulaba con la base y ellos nos avisaban a nosotros. Se 
producía una triangulación. En consecuencia nosotros 
recibíamos la modulación de la gente que estaba abajo, en 
el lugar donde se hizo el desalojo”. Refirió que a través 
del equipo escucharon que el apoyo estaba en camino, 
porque el Oficial Principal Berra debía culminar una 
reunión con un funcionario de la Policía Federal 
Argentina. Ante ese cuadro, Obregón y él informaron que 
iban a adelantarse y subir hasta que también pudieran 
hacerlo Berra, Blanco y Sánchez. 

Explicó que comenzaron el ascenso y se 
toparon con una barricada edificada con maderas y ramas, 
que detrás tenía un montículo de piedras. Sortearon el 
obstáculo, reanudaron la marcha, hallaron más barricadas 
(a las que no les tomó fotos debido al cansancio y porque 
no tenían buena comunicación con el grupo que estaba 
arriba) y llegaron a un lugar en que se encontraron 
cartuchos antitumulto (fotografiados en el expediente). 
Mencionó que el día anterior, Lezcano y Sánchez 
persiguieron a una persona pero no advirtieron la 
presencia de barricadas. 

Ante preguntas del Tribunal, Pintos dijo 
que las barricadas comenzaban a menos de 200 metros del 
sitio donde el día anterior se habían encontrado las 
mochilas; en todos los casos se repetía el mismo patrón: 
detrás de las barricadas había montículos de piedras (en 
varios lugares había mosaicos O trozos de tendido 
eléctrico que estaban colocados junto a las piedras). 

Luego, afirmó: “encontrados los cartuchos, 


pensamos con Obregón que esos eran cartuchos de la 
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Federal, porque sólo había subido la Federal hasta ahí. 
Seguimos subiendo y modulé; nombré a Cavia y a Lezcano, y 
ellos modulaban pero no se entendía qué decían. Luego les 
volví a modular y nos dijeron que estaban en la antena. 
Caminamos unos metros más y llegamos hasta la antena. 
Allí les volví a modular. Allí Lezcano nos dijo que 
hiciéramos unos metros y fuéramos hasta la segunda 
antena, que estaba caída. Allí vimos a Lezcano y García 
que estaban atajando a un perro labrador. Les preguntamos 
por Cavia y Sosa y dijeron que estaban más arriba porque 
habían encontrado una edificación y visto a dos personas 
encapuchadas. Lezcano y García nos dijeron que Cavia y 
Sosa se quedaron sacando fotos y filmando arriba. Lezcano 
y García nos explicaron que se quedaron allí, junto al 
perro, para evitar que el animal subiera y permitiera 
advertir que estábamos en la zona. Lezcano y García nos 
explicaron que Cavia y Sosa estaban escondidos arriba 
entre unas ramas caídas. Les dije a Lezcano y García que 
nosotros íbamos a subir. Les modulé a los de arriba y 
sólo escuché que me respondían muy bajito, pero no 
entendía qué decían. Continuamos ascendiendo unos metros, 
que no habrán sido más de 100 y luego nos arrodillamos 
para seguir modulando. Ya no se escuchó respuesta. 
Intentamos seguir; nos paramos y nos encontramos con un 
grupo de gente; Obregón les dio la voz de alto y le 
tiraron con una especie de lanza; allí arrancaron los 
piedrazos. Eran varias personas, más de 15. Se notaba que 
nos tiraron algo de hierro porque se distinguía la punta 
del resto del objeto. Todas esas personas estaban con el 
rostro tapado. Nos comenzaron a tirar piedras y yo empecé 
a tirarles con la marcadora de aire”. 

Siguió diciendo que -—en ese momento- 


contaba con un chaleco portaequipos, una boina, su 
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pistola reglamentaria (Pietro Beretta 9x19 mm., con 
cargador colocado y dos de repuesto) y una marcadora (con 
dos cargadores: uno puesto y otro en el bolsillo). Al 
momento del enfrentamiento estaba equipado tal como fue 
retratado en la fotografía de fs. 1443 (tomada el 
23/11/2017, a las 16.10 hs.); la única diferencia era que 
durante la reyerta sólo contaba con chaleco portaequipos, 
porque el balístico se lo colocó cuando bajó. Además, 
refirió que las construcciones de fs. 1443 son las que 
identificó al inicio de su relato como “el lugar que se 
desalojó primero”. 

A continuación añadió: “tiré con la 
marcadora a gas y el grupo de gente retrocedió unos 
metros, nos estaban tirando con todo. Cuando se dispara 
el arma no letal hace un estampido similar al arma de 
fuego, que no puedo describir. Hasta allí, no sabíamos 
dónde estaban Cavia y Sosa. Cambié el cargador de la 
marcadora, y en ese momento vimos a Cavia y a Sosa. Allí 
nos quedamos prácticamente  acorralados, porque no 
podíamos retroceder debido a la cantidad de piedras que 
nos estaban arrojando; Cavia y yo fuimos detrás de un 
árbol y Sosa y Obregón se pusieron detrás de otro (que 
tenía una rama caída y el árbol entero). Era 
impresionante lo que nos tiraban. Hice más disparos con 
la marcadora hasta que empezamos a escuchar estampidos 
que no eran compatibles con piedras pegando contra 
árboles. Allí fue que vi a una persona que no estaba a 
más de 15 metros en línea recta que estaba disparando un 
arma de fuego. Se trataba de una persona encapuchada, con 
ropa oscura. Estaba disparando un arma de puño; no puedo 
decir qué calibre porque si bien me asomé varias veces, 
no me exponía durante mucho tiempo. A partir de ese 


momento le dije a Cavia que pida autorización para usar 
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las pistolas porque nos estaban tirando “con un fierro’; 
empezamos los dos a pedir autorización; me quedaban 4 
pelets de la marcadora que le tiré a las personas que 
estaban más cerca de nosotros, porque de repente habían 
empezado a gritar “son 4, son 4 nada más, vamos a 
matarlos’. A partir de allí, vi que ellos se dividieron 
en tres grupos. Lo que ellos hacían es: cuando un grupo 
se acercaba, los otros dos aumentaban el número de 
piedras. Fue allí que identifiqué a otra persona, detrás 
de un árbol, tirando también con un arma de fuego. Cuando 
uno de los grupos se acercaba, los otros dos lo cubrían, 
arrojando piedras, lanzas, hasta tenían boleadoras. 
También había gente con gomeras. Una de las personas que 
disparaba no era más alta que yo; la otra, se asomaba de 
atrás del árbol, disparaba y se volvía a ocultar. En 
ambos casos disparaban con una sola mano, eran armas de 
puño. La persona que estaba atrás del árbol se movía más 
profesionalmente que la otra, porque tiraba y se cubría. 
Una vez que me quedo sin pelets en la marcadora, 
desenfundé mi pistola. Se pidió autorización para usarla, 
se escuchaba que nos modulaban pero no entendíamos lo que 
decían. Entonces efectúe varios disparos con mi pistola a 
una zona controlada”. Añadió, en ese sentido, que efectuó 
disparos a 45°, hacia la tierra, porque debido a la 
cantidad de atacantes no podía asegurarse dispararle sólo 
a aquellas que estaban empleando armas de fuego. 

Continuó con su descargo en estos 
términos: “hice varios disparos siempre al mismo lugar 
porque en ningún momento tuve la certeza de hacer un 
disparo efectivo hacia las personas que nos estaban 
disparando. Lo mismo hizo Cavia hasta que nos vimos 
sobrepasados; estábamos prácticamente rodeados. Le dije a 


Cavia que nos iban a matar. Saqué una granada de 
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aturdimiento. Les grité a Sosa y Obregón que iba a tirar 
la granada; les dije “tiramos la granada y corremos”. En 
ese momento intenté sacar el anillo de seguridad que 
tenía la granada de aturdimiento y no podía. Allí me 
silbó algo cerca de la cabeza, que al día de hoy no sé 
qué fue. Cavia me dijo que me cubriera. Cambié la granada 
de mano, le saqué el anillo, y la arrojé con la mano 
derecha. Tiré la granada de estruendo, que hizo el 
estampido. Antes de tirar la granada, un grupo de 
personas no estaba a más de cinco metros. Esas personas 
eran más de 4. Una de las personas tenía una vincha, 
capucha roja y la cara tapada. Cavia estaba al lado mío, 
detrás de un árbol. Sosa y Obregón estaban hacia mi 
derecha, a menos de 5 metros. Ellos estaban detrás de un 
árbol. Tiré la granada. Vi que Sosa y Obregón corrían, 
igual que Cavia. Último corrí yo. Luego vi al marinero 
García y le avisé que era el último. Metros más abajo 
vimos si alguien estaba golpeado o perdió algo. Yo era el 
único que tenía un golpe en la pierna, que al día de hoy 
no sé cómo me lo hice. Comenzamos el descenso. Desde que 
tiramos la granada hasta que nos unimos a Lezcano y 
sacamos novedades, no pasaron más de 5 minutos. Respecto 
de la gente, seguíamos escuchando los gritos. Bajamos. A 
mitad de camino encontramos a Blanco y Sánchez y les 
informamos qué pasó. Llegando al primer puesto de 
desalojo (..) encontramos a Berra. Nos quedamos [allí y] 
(...) empezamos a escuchar voces de gente que bajaba y 
movía las ramas. Avisé que iba a bajar a ponerme el 
chaleco balístico. Bajé, fui hasta el móvil, me puse el 
chaleco balístico, me volví a poner el portaequipos, 
agarré la MP5 que estaba en el móvil y volví a subir. 
Después bajamos al pie de la montaña con el resto del 


grupo. En todo momento se escuchaban gritos ([..] en 
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castellano y [..] en otro idioma). Escuchamos que decían 
que tenían un herido y luego que tenían un muerto. Les 
dijimos que lo bajaran, que no les iba a pasar nada. 
Tiempo después aparecieron dos personas con una camilla. 
Nos acercamos con Blanco. Yo reduje y le puse las esposas 
a uno que tenía un puñal en la cintura. Tiempo después le 
cambiaron las esposas por precintos; más adelante le 
corté esos precintos y le puse nuevos porque decía que le 
molestaban los anteriores. A partir de ese momento 
nosotros no volvimos al lugar (..)”. 

Afirmó que el armamento estaba en un móvil 
porque al advertirse que había un enfrentamiento se cargó 
en un vehículo conducido hasta la ruta (cerca de la 
primera tranquera). Añadió que ese rodado estaba a cargo 
del Ayudante de Primera Colliard y tenía chalecos, cascos 
y armas. 

Reconoció el contenido y la rúbrica del 
acta de secuestro glosada a fs. 10; explicó que salió 
desde Buenos Aires y llegó a esta ciudad con el armamento 
mencionado en el instrumento referido. Expuso que durante 
la patrulla su compañero Juan Ramón Obregón llevaba 
pistola reglamentaria, ametralladora MP5, chaleco 
portaequipos y chaleco balístico. En determinado momento, 
aquél se sacó su chaleco balístico y lo dejó escondido en 
el terreno “porque era muy cansador subir con todo el 
equipo”; aclaró que “hasta ese momento, Obregón pensó que 
era un peso innecesario” (lo habría recuperado durante su 
descenso). En cuanto a Lezcano y García, mencionó que 
ambos contaban con su pistola reglamentaria, pero no 
recordaba si llevaban o no otros elementos o si estaban 
uniformados. Respecto a Sosa y Cavia, refirió que creían 
que poseían pantalones de montaña -—que no eran del 


uniforme- y la pistola provista por Prefectura Naval 
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Argentina. Posteriormente, por orden del Juez Subrogante 
se reprodujo el video mencionado a fs. 1470, refiriendo 
Pintos que en él se observaba al perro nombrado 
precedentemente en su declaración. Añadió que en el video 
aparecían Lezcano, Sosa, García y Cavia. Destacó que no 
reconocía el sector capturado en esa filmación y que en 
ningún momento observó la edificación que sí advirtieron 
Cavia y Sosa porque no llegó a ascender hasta ese lugar. 

Cuando le fue preguntado si había recibido 
autorización para usar armamento letal, respondió que 
“escuchó que modulaban, pero no entendió lo que decían”. 
Enfatizó que “ante una agresión armada, su deber es 
desenfundar el arma y repeler la agresión, aunque 
habitualmente, por miedo a lo que puede pasar después y 
por sugerencia institucional, se suele solicitar 
autorización para emplear el armamento letal”. No sabía 
si el resto de sus compañeros —que contaban con equipo HT 
— solicitó venia para disparar y añadió que “podía 
afirmar que Cavia también hizo disparos”. 

El terreno en que se efectuaron los 
disparos tenía una inclinación leve (“no era empinado 
como el resto del camino”); los disparos se hicieron 
siempre a lugares donde se podía observar que iban a 
impactar los proyectiles; Obregón y Sosa estaban en una 
posición similar en cuanto al terreno. Dijo que no 
recordada con exactitud si había cambiado cargadores de 
su arma, pero creía que sí y que “si cambió, cambió una 
sola vez”; los cargadores de pistola que poseía estaban 
llenos con capacidad para 15 disparos; una vez iniciado 
el descenso no se efectuaron otros disparos (el 
lanzamiento de la granada de aturdimiento fue lo último 


que hizo). 
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Cuando García escuchó el enfrentamiento 
subió unos metros y —luego del evento- “le contó que 
mientras se estaba acercando escuchó algo que le silbó 
muy cerca de la cabeza y Sosa le gritó “tirate al piso 
que nos están tirando””; Sánchez tenía una escopeta y no 
recordaba el equipo que poseía Blanco. 

Mencionó que en la conformación del Grupo 
Albatros Sosa, Obregón, Blanco y él pertenecían a la 
Unidad de Operaciones Policiales Especiales  (U0OPE), 
mientras que el resto de sus compañeros pertenecían al 
Grupo de Operaciones Antidisturbios (GOA). Por lo general 
los funcionarios del segundo grupo no portan armas 
letales; “el día 25/11, mientras aún se encontraba 
bajando de la montaña, el Oficial Berra dio la orden de 
que todos los que no eran de UOPE y tenían armas letales 
las dejaran en el móvil”. Agregó -en cuanto a la 
preparación que reciben los integrantes del U0PE- que 
suelen recibir diversos cursos (por ejemplo, de tirador, 
entre otros); al practicar el rastrillaje el día que se 
produjo el enfrentamiento, todos tenían pistola 
reglamentaria; “los funcionarios del GOA pueden manipular 
una MP5, pero por lo general lo que ocurre es que se 
asigna una MP5 determinada a un miembro de UOPE y no de 
GOA —en el caso de un operativo-”. Luego del suceso, 
entregó a las autoridades la MP5 que tenía asignada. 

Avanzado el acto, preguntado por la 
organización de la custodia de las armas una vez recibida 
la orden de resguardar el predio, refirió que “mientras 
un efectivo se encuentra en campaña no se lleva un libro 
por la operatividad del momento. (..) En el lugar se 
utilizó una habitación con una sola puerta que tenía una 
sola ventana, como  armería, la que siempre estaba 


custodiada por un funcionario. (..) Por la operatividad de 
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los lugares, no se lleva libro de guardia, ya que no se 
puede perder tiempo anotando el armamento que se retira. 
En ese lugar se centralizaba todo el armamento, cascos, 
escudos, y quien quería podía dejar su casco y chaleco. 
(..) Siempre se dejaba el armamento en ese lugar, pues se 
trataba del único espacio seguro, que además servía de 
habitación al Oficial Berra”. 

Dijo que el Ayudante de Primera Colliard 
le explicó que las armas estaban en el móvil porque se 
había tomado conocimiento del enfrentamiento y añadió que 
la MP5 que tenía asignada estaba en ese rodado. 

Negó haber empleado el  subfusil marca 
Heckler € Koch, modelo MP5, calibre 9 milímetros, serie 
05-C335508 y aseveró que no lo utilizó ninguna otra 
persona. Agregó que al salir de la provincia de Buenos 
Aires esa arma tenía asignados tres cargadores y el que 
tenía puesto, todos los cuales le fueron entregados junto 
al subfusil en el móvil. Luego expresó que “al subir a la 
montaña llevaba consigo en el chaleco —al menos- dos 
cargadores de MP5, pero sin el arma”. Cuando se le 
preguntó por qué llevaba consigo dos cargadores y no la 
MP5, respondió que al dejar Bs. As. “le entregaron los 
cargadores del subfusil y por ese motivo los guardó en el 
chaleco portaequipo. Posteriormente, al subir a la 
montaña, olvidó que tenía esos cargadores consigo”; por 
orden del Oficial Principal Berra, Obregón llevaba una 
MP5 y él una marcadora. 

Posteriormente, el Tribunal le preguntó 
sobre el motivo de haber entregado cargadores del 
subfusil MP5 a los que les faltaban municiones, 
respondiendo que “en un momento del descenso se cayó y 
pudo haber perdido municiones”, pero no las disparó 


porque no tenía consigo esa arma. 




















1309613754290136138H20210616105809854 


























G 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


Señaló que la MP5 fue asignada en Buenos 
Aires el día anterior al desalojo junto a 4 cargadores 
(tres sueltos y uno colocado en el arma); fue allí que 
firmó su recepción. Dijo que un cargador MP5 no puede ser 
colocado ni disparado por una pistola 9 mm. y enfatizó 
que en ningún momento disparó el subfusil; que no pudo 
observar si Sosa y Obregón dispararon (porque estaban de 
espaldas y a cubierto), aunque ellos le refirieron que lo 
hicieron. Explicó que durante la reyerta no logró 
distinguir si los atacantes eran hombres o mujeres 
(únicamente advirtió que una de esas personas tenía un 
pantalón rosado y estaba tirando piedras). Expresó que no 
podía afirmar que las dos personas detenidas inicialmente 
en este legajo hubieran efectuado disparos. 

Luego manifestó que al acercarse al móvil 
a buscar su MP5 estaba solo y que observó el conteo que 
hizo la PSA de los cargadores y las municiones contenidas 
en ellos “pero en ese momento no le llamó la atención el 
faltante de municiones”. A continuación, se le preguntó 
cómo explicaba el faltante de al menos 50 cartuchos, a lo 
que respondió que “pudo haberlos descartado en su 
descenso, debido a la desesperación del momento. (..) Por 
el peso que tenía encima, pudo haber sacado [y tirado] 
las municiones; es decir, para no arrojar el cargador, 
pudo haber retirado [y arrojado] las municiones, aunque 
no [estaba] seguro de haberlo hecho”. Repreguntado para 
que diga si ocurrió o no ese descarte de cartuchos, 
respondió que “no lo podía asegurar”. Reiteró que los 
cargadores del subfusil MP5 tienen capacidad para 30 
balas, pero “pueden cargarse con menos municiones que su 
capacidad completa”. 

Aseveró que habitualmente reconocía la MP5 


que tenía asignada en razón del número de serie y debido 
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a las adaptaciones que cada funcionario practica en el 
arma. 

Ante preguntas sugeridas por su defensa, 
dijo que “en caso de tener que deshacerse de municiones 
(...) toda vez que el cargador posee un resorte, sólo se 
hace presión sobre las municiones con un dedo -por lo 
general el pulgar derecho- para ir descartándolas hacia 
el costado. (..) Ante la disyuntiva de tener que descartar 
un cargador o municiones, para el efectivo es preferible 
descartar las municiones, porque de perderse el cargador 
debe hacerse cargo de su costo, que puede ser muy elevado 
por tratarse de un arma extranjera”. Aclaró que “la 
acción [de descarte] (..) fue practicada (..) probablemente 
(..) durante el descenso, porque al ascender no sabía que 
se iban a encontrar con un enfrentamiento”. Mencionó que 
nunca antes había intervenido en un enfrentamiento 
armado. 

Expresó que no escuchó la modulación 
efectuada por sus compañeros cuando observaron a los 
sujetos que estaban junto a la construcción, sino que 
fueron ellos quienes le contaron que la habían realizado. 
La modulación puede haberse producido entre los 
funcionarios que estaban observando a los presuntos 
ocupantes (junto a la construcción referida) y quienes 
estaban en la tranquera (que la redireccionaban a la 
base). 

Añadió que al utilizar su armamento letal 
dirigió Jos disparos hacia un solo lugar; “con la 
marcadora de pintura disparó hacia adelante, caminando, a 
fin de hacer retroceder a los atacantes”. Si bien es 
posible disparar un subfusil MP5 durante una maniobra de 


descenso, la acción resultaría sumamente dificultosa 




















1309613754290136138H20210616105809854 


























G 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


debido al peso del arma, a lo que habría que adicionar 
que se perdería la precisión que la caracteriza. 

Afirmó que junto a su equipo llevaba 
guantes, “pero los tenía colgados y se los colocó al 
descender a buscar la MP5, por precaución”; es diestro; y 
al disparar un arma de puño emplea ambas manos (maniobra 
que respetó al efectuar los disparos a zona segura a los 
que hizo referencia). Aclaró que los disparos a 45° que 
mencionó fueron efectuados “girando hacia la derecha y 
apuntando al piso”. Después del Oficial Principal Berra, 
el más antiguo de la patrulla era Lezcano, pero 
permaneció abajo; en cuanto a Obregón, Cavia, Sosa y él, 
todos poseían el mismo grado al momento de los sucesos. 

A continuación, su entonces defensor (Dr. 
Soto) le preguntó: “Si no disparó su MP5, ¿cómo explica 
que se le impute haberle causado la muerte a una persona 
con esa arma?”; Pintos respondió: “No soy perito; lo que 
se me ocurre es que pueden haberse equivocado en el 
número de serie de la MP5. En el enfrentamiento el único 
que tenía MP5 era Obregón. Pudo suceder que equivocaron 
el número de serie en la pericia, porque en mel 
enfrentamiento sólo había una MP5, que es la que llevaba 
Obregón. Las dos MP5 —la mía y la de Obregón— sólo 
difieren en un número”. 

Refirió que desconocía las instrucciones 
de Prefectura Naval Argentina sobre la legalidad o 
ilegalidad de realizar disparos disuasorios, aunque 
aclaró que “en la situación vivida el día de los hechos 
lo único que se le ocurrió [era hacer] esos disparos a 
45”, Agregó que “durante el enfrentamiento no observó a 
ninguna persona herida; efectuó todos los disparos con 
arma letal en una misma zona, por lo que las vainas 


respectivas debieron haberse situado en esa zona o 
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aledañas; únicamente al disparar la marcadora avanzó unos 
5 metros”. 

Dijo que en la fotografía de fs. 1468 se 
retrató un terreno con una inclinación similar a aquella 
que se verificaba en el sector donde se produjo el 
enfrentamiento. 

Explicó que disparó todos los pellets de 
pintura (desconocía si impactaron en algún elemento o 
persona); al hacerlo apuntaba hacia el sector de las 
piernas del atacante “porque pese a tratarse de un arma 
no letal, por la fuerza que toma el proyectil, si golpea 
un ojo, puede causar daños graves”. 

Posteriormente fue convocado en los 
términos del artículo 303 del C.P.P.N. (cfr. fs. 
3080/3085 y 3149/3154), ocasiones en las cuales no 
formuló nuevas declaraciones, aportando en cada 
oportunidad una presentación con su descargo. 

En el primero de esos escritos (presentado 
el 27/4/2021), Pintos manifestó: “(..) me cuesta entender 
por qué se describe el hecho que se me imputa de la 
manera en que [se] lo hace, haciendo referencia a que 
estábamos en una “patrulla de reconocimiento” y que luego 
de la voz de “alto” se abrió fuego contra el grupo de 
personas (..)”. Citó a continuación diferentes extractos 
de la resolución emitida el 24/10/2019 por la Cámara 
Federal de Casación Penal que —a su criterio- permitían 
desvirtuar los términos antes reseñados (“patrulla de 
reconocimiento” y “abrir fuego luego de dar la voz de 
alto”) y convertían en “inadmisible, incompleto y 
arbitrario” la descripción del hecho atribuido efectuada 
por este Tribunal (que calificó como “una versión para 


quedar bien con los violentos”). 
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Agregó que “el día 25 de noviembre de 2017 
por la tarde, antes de las 17 horas, en cumplimiento de 
una orden del Juzgado Federal de San Carlos de Bariloche, 
casi muero como consecuencia de un ataque con armas de 
fuego del cual fui víctima, mientras integraba una 
patrulla de la Prefectura Naval Argentina correctamente 
identificada, y que recorría abocada a su custodia en el 
marco del cumplimiento de una orden judicial, la zona 
ubicada a la altura del kilómetro 2006 de la ruta 
nacional 40 Sur”. 

A continuación expresó que no empleó el 
subfusil MP5 que tenía asignado y cuestionó la experticia 
balística elaborada por el perito Roberto Nigris y la 
licenciada Karina Uribe. Se definió como “el chivo 
expiatorio (..), el culpable que rápidamente había que 
encontrar”. 

Luego afirmó: “tienen miedo. Le tienen 
miedo a los Mapuches, y por ello no tienen las agallas 
para actuar como verdaderos jueces y fiscales de una 
República. Pretenden hacernos pasar como un grupo de 
loquitos que arrancamos a los tiros contra un grupo de 
pobre gente que estaba de camping en un bosque. Y saben 
que no fue así. Casi nos matan a todos (..)”. 

Finalmente, manifestó: “no cometí delito 
alguno; (..) cumplí con mi deber y ejercí la autoridad de 
mi cargo. Cumpliendo una orden judicial me  defendí 
racional y proporcionalmente de un ataque ilegítimo e 
injustificado, el cual no provoqué. Es más, ni siquiera 
proporcionalmente. Tiré con bolitas de pintura a quienes 
me disparaban con armas de fuego. Mis acciones no 
generaron consecuencias ni en el grupo de personas que 
integraba ni en el grupo de personas que nos atacó, ya 


que reitero, respondí a disparos de armas de fuego con 
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bolitas de pintura. Arriesgué mi vida en cumplimiento del 
deber y de una orden de ese Juzgado”. 

En su presentación del 6/5/2021 (que 
citaré sólo en lo pertinente), Pintos relató que “(..) la 
señora fiscal [pretendió incluir] en un enfrentamiento 
armado (..) al sub fusil MP5 que tenía asignado” y que el 
infrascripto pretende “esclarecer como fuese el hecho de 
la muerte de Rafael Nahuel Salvo lo antes posible y 
calmar los ánimos de los mapuches”. 

Destacó que “no se secuestró una sola 
vaina de las más de cien secuestradas en el lugar del 
enfrentamiento cuyo disparo se atribuya al arma en 
cuestión”. 

Expresó que la imputación que se le 
formuló ignoraba constancias del legajo como los dichos 
del suboficial “Collar” —leáse Colliard- o “la confesión 
de Jones Huala en el juicio abreviado por el que fuera 
condenado”. 

Solicitó diversas diligencias probatorias 
que fueron rechazadas por el Tribunal el 14/5/2021. 

3) El imputado Carlos Valentín Sosa 
compareció a declaración ¡indagatoria a fs. 1826/9, 
oportunidad en la cual se negó a declarar. 

Posteriormente fue convocado en los 
términos del artículo 303 del C.P.P.N. (ver fs. 
3108/3113), ocasión en la cual no prestó declaración 
sobre el hecho imputado, dijo que no iba a contestar 
preguntas y afirmó que haría un descargo por escrito. Esa 
presentación fue acompañada por su letrado defensor (Dr. 
Marcelo Hugo Roccheti) el mismo 29/4/2021. 

En su descargo, Sosa refirió que “el día 
25 de noviembre de 2017 por la tarde, antes de las 17 


horas, en estricto cumplimiento de una orden del Juzgado 
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Federal de San Carlos de Bariloche, casi muero como 
consecuencia de un ataque con armas de fuego del cual fui 
víctima, mientras integraba una patrulla de la Prefectura 
Naval Argentina correctamente identificada, y que 
recorría abocada a su custodia en el marco del 
cumplimiento de una orden judicial, la zona ubicada a la 
altura del kilómetro 2006 de la ruta nacional 40 Sur. Me 
encontraba en las condiciones expuestas precedentemente 
en cumplimiento de una orden del Juzgado Federal de 
Bariloche y en ese marco fuimos emboscados por al menos 
quince personas, las cuales pusieron mi vida en peligro”. 

Finalmente, añadió: “fui atacado con armas 
de fuego con intención de asesinarme, por el simple hecho 
de vestir un uniforme de la Prefectura Naval Argentina. 
Hice lo que por ley correspondía a efectos de hacer cesar 
el ataque y restablecer el orden. Cumplí con mi deber y 
ejercí la autoridad de mi cargo. Arriesgué mi vida en 
cumplimiento del deber y de una orden de ese Juzgado”. 

4) El imputado Juan Ramón Obregón 
compareció a indagatoria a fs. 1838/41, audiencia en la 
que hizo uso del derecho de negarse a declarar. 

Posteriormente fue convocado en los 
términos del artículo 303 del C.P.P.N. (ver fs. 3095/3100 
y 3130/3135). En la primera oportunidad adoptó igual 
tesitura pero solicitó que se fijara una nueva fecha de 
audiencia en razón de que —a su criterio- se había 
verificado una modificación en la plataforma fáctica 
enrostrada. En la segunda, se negó a declarar, no 
contestó preguntas y dijo que aportaría un escrito con su 
descargo, lo que cumplimentó su defensora técnica (Dra. 
Anabella Ethel Schmidt) el mismo día (4/5/2021). 

En su presentación, el encausado refirió 


que “en estricto cumplimiento de una orden judicial del 
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por aquel entonces Juez Federal  Subrogante Gustavo 
Villanueva, fui atacado junto a mis otros compañeros por 
un numeroso grupo de mapuches con armas de fuego con 
clara intención de matarnos, temiendo así por nuestras 
vidas al estar en clara inferioridad numérica y en 
desventaja en el terreno donde fuimos atacados. Ello así, 
el día 25 de noviembre de 2017 y en cumplimiento de una 
orden judicial del por aquel entonces Juez Federal 
Subrogante Gustavo Villanueva, orden que consistía en 
desalojar y detener a toda persona ajena al predio que se 
encontraba usurpado (zona ubicada a la altura del 
[kilómetro] 2006 de la ruta nacional 40 Sur, Villa 
Mascardi”. 

Añadió que “encontrándonos de guardia con 
Pintos, escuchamos por handy que se habían encontrado dos 
sujetos en una construcción precaria. Es así, que 
procedemos a informarle al Oficial Principal Berra y 
comenzamos a ascender, en apoyo a nuestros compañeros en 
el terreno. En el camino de ascenso nos encontramos con 
barricadas y piedras. Llegados con Pintos a la altura de 
la antena, nos encontramos con García y Lezcano y les 
preguntamos [dónde] se encontraban Sosa y Cavia, a lo 
cual nos responden que estaban a 100 ó 150 [mts.] 
aproximadamente, a la derecha arriba por uno de los 
senderos”. 

Explicó que “a raíz de lo informado por 
los nombrados, junto a Pintos empezamos a ascender, 
cuando de manera repentina nos encontramos de cara con lo 
que serían más [de] 15 sujetos mapuches aproximadamente, 
bajando por un sendero, a lo cual se le da la voz de 
“Alto Prefectura”, y apenas escucharon esto, nos 
empezaron a agredir con piedras y lanzas. Ante esta 


agresión descripta, Pintos repele con la FN HEARTALS -— 
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marcadora— arma no letal de pintura. Ante lo cual, los 
mapuches retroceden, pero adoptando como una formación de 
abanico o emboscada envolvente (cuña), y en ese retroceso 
nos seguían arrojando piedras, lanzas y objetos 
contundentes que no puedo precisar. Pero no retrocedimos 
porque no teníamos contacto con Cavia y Sosa -que estaban 
atrás de esa cuña descripta—, pero avanzábamos para 
buscar cubierta de la agresión, cuando aparecen Cavia y 
Sosa, juntándose con nosotros buscando cubierta hacia los 
árboles de enfrente, ya que atrás no había nada para 
resguardarse y temíamos por nuestras vidas, [estábamos] 
seguros de que su intención era matarnos. Así es que al 
instante escucho gritos que decían: ”“.. Son pocos... son 
cuatro.. los vamos a  matar..”*, y al grito de estas 
amenazas, nos seguían arrojando piedra, lanzas y objetos 
contundentes”. 

Destacó que “en ese lapso, que no puedo 
precisar cuánto tiempo transcurrió, escucho estampidos de 
arma de fuego, la balacera a la [que] nos vimos expuestos 
era terrible: disparos de armas de fuego, piedras, lanzas 
y otros objetos contundentes que no puedo precisar. 
[Estábamos] en desventaja, no sólo por el terreno en 
descenso, sino porque ellos eran no sólo violentos sino 
que nos superaban ampliamente en número. Es así que 
retrocediendo para que no nos mataran, nos seguían 
rodeando porque ese era el objetivo de ellos -—era 
matarnos- y lo decían a viva voz”. 

Afirmó que  “(..) al ser rodeados y 
superados en número ampliamente, y temer por nuestra 
vida, veo como Pintos arroja una granada Flash Bang 
(granada de luz y  aturdimiento) para cubrirnos y 
retroceder, teníamos a los mapuches encima. Allí, 


comienzan los mentados atacantes a disparar con armas de 
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fuego y veo como a mi lado en el retroceso se efracta una 
rama de árbol por los disparos de ellos y ahí me percato 
—al levantar la vista— de un sujeto detrás de un árbol 
que asomaba y disparaba con arma de puño y se volvía a 
esconder detrás del mismo. A todo esto, no hacíamos fuego 
porque no se podía identificar el lugar exacto de donde 
provenían la múltiple cantidad de disparos, a lo cual nos 
replegamos para descender, porque si no lo hacíamos de 
este modo nos mataban, la violencia y la agresividad 
desplegada por estos numerosos sujetos nos hacían temer 
por nuestras vidas a cada instante”. 

Reiteró luego que fue atacado “con armas 
de fuego, piedras y lanzas por los mapuches”, con la 
clara intención de asesinarlo y de asesinar a sus 
compañeros. 

Concluyó que “hizo lo que por ley 
correspondía, que era cumplir una orden judicial, 
arriesgando su vida en cumplimiento del deber”. 

5) El imputado Sergio Damián García 
compareció a indagatoria a fs. 1834/7, audiencia en la 
que decidió guardar silencio. 

Posteriormente fue convocado en los 
términos del artículo 303 del C.P.P.N. (ver fs. 3120/3125 
y 3138/3143). En la primera oportunidad adoptó igual 
tesitura pero solicitó que se fijara una nueva fecha de 
indagatoria en razón de que —a su criterio- se había 
verificado una modificación en la plataforma fáctica 
enrostrada. En la segunda, se negó a declarar, no 
contestó preguntas y dijo que aportaría un escrito con su 
descargo, lo que cumplimentó su defensora técnica (Dra. 
Anabella Ethel Schmidt) el mismo día (4/5/2021). 

En su presentación, el encausado refirió 


que “en estricto cumplimiento de una orden judicial del 
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por aquel entonces Juez Federal Subrogante Gustavo 
Villanueva, fui atacado junto a mis otros compañeros por 
un numeroso grupo de mapuches con armas de fuego con 
clara intención de matarnos, temiendo así por nuestras 
vidas al estar en clara inferioridad numérica y en 
desventaja en el terreno donde fuimos atacados”. 

Luego relató: “el día 25/11/2017 me 
encontraba en el predio de Villa Mascardi en cumplimiento 
de una orden judicial [del] por aquel entonces Juez 
Federal Subrogante Gustavo Villanueva, la cual consistía 
en desalojar y detener a toda persona ajena al mentado 
predio que se encontraba usurpado. Es así que, y en 
cumplimiento de la mentada orden, comenzamos el ascenso 
con Lezcano, Sosa y Cavia. En el trayecto nos íbamos 
[encontrando] barricadas, piedras amontonadas que el día 
anterior no estaban. Seguimos el ascenso y en el mismo 
visualizo una construcción precaria, con dos personas 
dentro de la misma. No se podía establecer comunicación 
con la base para cumplir con la orden judicial de 
anoticiar del hallazgo de estos dos sujetos, a lo cual me 
corro unos metros con Lezcano a fin de intentar lograr la 
comunicación en cuestión, pudiendo lograrla. Así, llegan 
al lugar Obregón y Pintos, momento en el que los 
anoticiamos [dónde] se hallaban Cavia y Sosa, a lo cual 
ascienden y Lezcano y yo nos quedamos en ese lugar”. 

Agregó “no puedo (..) precisar el tiempo 
que transcurrió [exactamente], pero para mí fueron 
segundos, cuando escucho detonaciones de arma de fuego. 
Momento en el que me percato que no poseía chaleco 
balístico y temí por mi vida y la de mis compañeros que 
se encontraban más arriba, pero no me importó y decidí ir 
en ayuda de los mismos. Cuando [ascendía], veo un montón 


de gente rodeándolos con boleadoras, lanzas, piedras, 
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algunas personas encapuchadas, era tremendo (..), veía 
cómo volaban pedazos de árboles y se escuchaban tremendas 
detonaciones de armas de fuego. Sólo sé (..) que vi, creo 
que era Pintos, arrojar una granada FLASH BANG (granada 
de luz y aturdimiento) para salvar nuestras vidas del 
feroz ataque al que [estábamos] siendo sometidos por un 
grupo de personas, que claramente tenían intención de 
asesinarnos a todos nosotros. Ellos nos superaban 
ampliamente en número y tenían un claro conocimiento del 
terreno y una estrategia de movimiento de tipo militar. 
[Temí] por mi vida”. 

Concluyó su descargo con la afirmación de 
que fue “atacado salvajemente por un numeroso grupo de 
sujetos con armas de fuego, piedras y lanzas con la clara 
intención de asesinarme y asesinar a mis compañeros, 
cuando yo hice lo que por ley correspondía que era 
cumplir una orden judicial, arriesgando así mi vida en 
cumplimiento del deber”. 

V. VALORACIÓN PROBATORIA Y SITUACIÓN 
PROCESAL DE SERGIO GUILLERMO CAVIA, FRANCISCO JAVIER 
PINTOS, JUAN RAMÓN OBREGÓN, CARLOS VALENTÍN SOSA Y SERGIO 
DAMIÁN GARCÍA. 

Los elementos probatorios colectados hasta 
el momento, analizados a la luz de la sana crítica 
racional (artículo 241 del C.P.P.N.) y dentro del marco 
de probabilidad exigido en esta etapa sumarial, permiten 
tener por acreditada la materialidad del hecho y una 
probable participación criminal por parte de Sergio 
Guillermo Cavia, Francisco Javier Pintos, Juan Ramón 
Obregón, Carlos Valentín Sosa y Sergio Damián García. 

Posteriormente retornaré sobre el grado de 
intervención que —en los términos de los artículos 45 y 


siguientes del C.P.— encuentro verificado en el caso. Por 
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el momento alcanza con recordar que el artículo 306 del 
C.P.P.N. establece que “el juez ordenará el procesamiento 
del imputado siempre que hubiere elementos de convicción 
suficientes para estimar que existe un hecho delictuoso y 
que aquél es culpable como partícipe de este”. Entiendo 
que en esa norma el término partícipe está empleado en un 
sentido amplio, que podríamos asociar a interviniente, 
pues es materia de la etapa de juicio -y no de la 
instrucción— establecer definitivamente si esa 
intervención fue en carácter de autor, partícipe (ahora 
propiamente hablando, es decir, cómplice) o instigador. 
Por ello enseñan Navarro y Daray que “el procesamiento es 
una decisión jurisdiccional emitida por el juez a cargo 
de la instrucción que, bajo la forma de auto, analiza la 
prueba colectada, conforme a las reglas de la sana 
crítica, para llegar a la creencia, prescindente de 
certeza plena, de que se cometió un delito y que el 
imputado se encuentra vinculado a su ejecución (como 
autor, partícipe 0 instigador). Es un juicio de 
probabilidad (..), que no requiere, por tanto, certidumbre 
apodíctica (..) y que importa el reconocimiento del mérito 
de la imputación””, 

Previo a continuar, corresponde recordar 
que mi actividad valorativa de evidencias en este 
expediente, a la que ahora me aboco, debe tomar en 
consideración que a la hora de emitir esta decisión obran 
ya en el sumario parámetros de apreciación emanados de la 
Sala III de la Cámara Federal de Casación Penal y -por 
orden de ese Alto Tribunal- también de la Cámara Federal 


de Apelaciones de General Roca —en su segunda composición 





2 Guillermo Rafael Navarro; Roberto Raúl Daray, Código Procesal 
Penal de la Nación. Análisis doctrinal y jurisprudencial, cuarta 
edición actualizada y ampliada, Hammurabi, Bs. As., 2010, tomo 2, p. 
494, 
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—, Me refiero al contenido de sus resoluciones emitidas — 
respectivamente—- el 24/10/2019 y el 14/2/2020, donde 
ambas judicaturas precisaron hechos y valoraron pruebas 
en un sentido que resulta relevante para la emisión de la 
presente y que por tratarse del criterio de instancias 
superiores debe ser tomado en consideración para resolver 
-aun cuando va de suyo que de momento no hacen cosa 
juzgada alguna-. 

En ese marco, la Sala III de la Cámara 
Federal de Casación Penal señaló -—en cuanto ahora 
concierne- que: 

1) “Respecto al ataque del que resultaran 
objeto los numerarios de la agrupación Albatros, no puede 
pasarse por alto que Fausto Horacio Jones Huala en la 
causa que se le formó reconoció su responsabilidad en 
dichas agresiones, oportunidad en que fue condenado 
mediante el procedimiento de juicio abreviado, en orden 
al delito de atentado a la autoridad agravado por haberse 
cometido con armas, a la pena de 6 meses de prisión en 
suspenso (conf. sentencia del 15 de marzo de 2019 obrante 
en fotocopias a fs. 2496/2505 que ha quedado firme y por 
ende ha pasado a tener autoridad de cosa juzgada) (..)””. 

2) “Más allá de la condena precitada, el 
clima de hostilidad y tensión que reinaba en el sitio ha 
quedado evidenciado con múltiples elementos de prueba 
obrantes en el legajo. En ese sentido, debemos partir de 
la base que la presencia del grupo Albatros en el lugar 
no fue espontánea, caprichosa ni antojadiza, sino que 
respondió a las órdenes emitidas por las autoridades 
legalmente constituidas que procuraban evitar una nueva 
ocupación de un predio que pertenece al Estado Nacional; 


y todo ello bajo el amparo de las legítimas decisiones 





28 Voto de los Jueces Eduardo Rafael Riggi y Juan Carlos Gemignani. 
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que los poderes constitucionales pueden tomar dentro de 
un Estado de Derecho como el que rige en nuestro país. 
Concretamente, estaban allí en cumplimiento de un deber”. 

3) “En ese marco de la actuación 
verificada, los oficiales fueron agredidos por 
integrantes de un grupo que días antes ya había 
demostrado una elevada hostilidad que incluso culminó con 
policías heridos de gravedad. A punto tal, que no se 
puede descartar el empleo de armas de fuego por parte de 
los agresores, pues se encontraron restos compatibles con 
deflagración de pólvora en las prendas y/o manos de Jones 
Huala, González y el fallecido Nahuel Salvo”. 

4) “Es así que, a nuestro criterio, la 
Cámara a quo omitió analizar este particular contexto en 
su justa dimensión, a través de un fallo que afirmó que 
los Albatros se encontraban en el lugar e hicieron uso de 
sus armas sin motivo racional alguno; todo lo cual se da 
de bruces con las constancias objetivas incorporadas a 
este proceso y a las causas conexas de donde surge con 
meridiana claridad el ilegal y violento proceder de las 
personas que pretendían rehacerse de ese sitio que 
pertenece al Estado Nacional (ver, por ejemplo, cuanto 
surge de fs. 112/121, 1084/1100 y fs. 1926/69, entre 
otras y que dan cuenta de la caótica situación y del 
nivel de agresión del grupo usurpador)”. 

5) “Por lo tanto, ante el cuadro de 
situación que se presentaba en el lugar y aún partiendo 
del erróneo concepto de que la orden estaba limitada a un 
sector específico (..), las fuerzas de seguridad se 
encontraban obligadas a actuar si advertían en la zona a 
personas que ya habían sido desalojadas y estaban 
dispuestas, de acuerdo a la particular coyuntura que se 


presentaba, a cometer todo tipo de delitos en el afán de 
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recuperar ¡legalmente el predio desalojado por las 
fuerzas legales (ver arts. 183, 184, 284 del CPPN y 274 
del CP); desde este punto de vista entonces, el 
razonamiento del a quo no sólo resulta incompatible con 
la expresa manda y voluntad del legislador que les 
imponía el deber de proceder conforme las normas citadas, 
sino que incluso no se ajusta a las pruebas legalmente 
incorporadas y se muestra por ende reñido con el sentido 
común, por lo que su convalidación nos llevaría al 
absurdo de despojar de toda razón, coherencia y sentido a 
las funciones propias de las fuerzas del orden y con ello 
producir una grave afectación a la vigencia del Estado de 
Derecho”. 

6) “La contradicción de ambas pericias es 
una cuestión que debe ser zanjada y dilucidada”. 

7) “Sólo nos interesa agregar, finalmente, 
que lo aquí resuelto en modo alguno implica desconocer 
los derechos de peticionar y asociarse de los cuales 
gozan sin duda alguna los integrantes de la denominada 
comunidad mapuche, sino simplemente, remarcar que la 
forma en que deben canalizarse los reclamos es aquella 
que prevén la ley, el Estado de Derecho, la Constitución 
Nacional y los Pactos de Derechos Humanos” -todos los 
resaltados me pertenecen-. 

En la misma sentencia, la jueza Liliana 
Elena Catucci arribó a la misma decisión que sus colegas 
de sala, aunque con argumentos propios. Dado que existió 
unanimidad respecto a la solución dada al caso, los 
motivos desarrollados por la Sra. Magistrada en esa 
oportunidad también deben ser tomados en cuenta en la 
presente, pues profundizan en un distinto pero 
íntimamente vinculado sentido los razonamientos vertidos 


por los jueces Riggi y Gemignani. Dijo la Dra. Catucci: 
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1) “De la lectura de los autos principales 
se desprende que un grupo de individuos auto-denominado 
“Lof Lafken Wwinkul Mapu’, que decían ser los dueños 
ancestrales, habían ocupado un territorio federal ubicado 
en el kilómetro 2006 de la Ruta Nacional 40 Sur, a la 
altura de Villa Mascardi, Provincia de Río Negro. La 
ilegitimidad de ese accionar dio lugar a una orden 
judicial de recuperación del predio el día 23 de 
noviembre de 2017 encomendada en un principio a la 
Policía Federal Argentina, desalojo que fue resistido 
violentamente por los ocupantes del terreno que dejó como 
saldo varios efectivos de esa fuerza con heridas de 
gravedad, como se asentó en el auto de procesamiento y 
diera lugar a la causa n° FGR  26.511/2017. Con 
posterioridad, se encargó al escuadrón Albatros de la 
Prefectura Naval Argentina la custodia del predio a fin 
de evitar el reingreso de los ocupantes o de personas no 
autorizadas, en cuyo caso debían proceder a sus 
detenciones. Dos días después, el 25 de noviembre de 
2017, una patrulla de ese escuadrón se topó con miembros 
de esa comunidad entre los que se encontraban Fausto H. 
Jones Huala y Lautaro A. González, que derivó en un 
enfrentamiento armado. Bajo esas circunstancias se 
produjo el fallecimiento de Rafael Nahuel Salvo a raíz de 
una herida causada por un proyectil de arma de fuego (fs. 
4/6, 76, 89/91, 105/109). Integrantes de la fuerza de 
seguridad, entre los que se encontraba el Cabo Primero 
Pintos, fueron sorprendidos y atacados por un grupo de 
entre 15 o 20 personas con piedras, lanzas, boleadoras y 
armas de fuego, con despliegues de tipo militar, a punto 
de hacerlos retroceder, y lograr recuperar el predio. 
Extremos de los que son más que elocuentes las piezas 


probatorias citadas por el juez federal en el auto de 
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procesamiento (..). De las mismas constancias surge que el 
personal de Prefectura intentó controlar las agresiones, 
primero con armas no letales, pero al ser superados en 
número y atacados con armas de fuego, debieron responder 
con esa clase de armamento. De ese ataque agresor con 
armas de fuego por parte de los ocupantes del predio no 
caben dudas, pues a los contestes testimonios de los 
funcionarios de seguridad se acopla el hallazgo de 
rastros de residuos de disparos en las manos de Jones 
Huala, de González y hasta del propio fallecido. El 
origen del enfrentamiento armado y la identificación del 
grupo agresor quedó acreditado, además, de manera 
incontrastable con la sentencia dictada, en un 
procedimiento de juicio abreviado, por el Juzgado Federal 
de San Carlos de Bariloche, provincia de Río Negro el 15 
de marzo del corriente año, al condenar a Jones Huala a 
la pena de seis meses de prisión, de ejecución 
condicional y costas, por ser coautor del delito de 
atentado a la autoridad agravado por haberse cometido con 
armas (arts. 237 en función del 238 inc. 1% del C.P.; y 
431 bis del C.P.P.N. cfr. fs. 2496/2505; 2545/2561 vta., 
2573/vta.; 2574/2575 vta.; 2579/2580), sentencia pasada 
en autoridad de cosa juzgada” -nuevamente las negritas 
son de mi propiedad-. 

Destaco ahora la expresa referencia de la 
Sra. Jueza al auto de procesamiento dictado oportunamente 
por quien fuera el titular de este Juzgado, Dr. Leónidas 
J. G. Moldes. 

2) “Por fuera de los ambiguos argumentos 
de la Cámara Federal para desacreditar un enfrentamiento 
armado, su existencia quedó sellada con la sentencia 
condenatoria firme dictada respecto de Fausto H. Jones 


Huala por el delito de atentado a la autoridad agravado 
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por su comisión con armas, perpetrado contra la 
Prefectura Naval Argentina por el mismo suceso que ahora 
se está tratando”. 

Como dije, la Sala III de la Cámara 
Federal de Casación ordenó en esa oportunidad que la 
Cámara Federal de Apelaciones de General Roca, con una 
nueva integración, emitiera una nueva decisión respecto 
de los recursos de apelación interpuestos contra la 
resolución que había dictado este Juzgado. En el voto que 
lideró el acuerdo, elaborado por el Juez Alejandro Cabral 
(al que luego adhirieron los jueces Coscia —quien aportó 
además otros motivos— y Grosso), se afirmó: 

1) “En dos aspectos podemos decir que no 
coinciden las partes: 1) En si existió verdaderamente un 
enfrentamiento y, por ende, existía una legítima defensa, 
ya sea en exceso, o no; y, 2) El por qué se dio 
preeminencia a una pericia sobre la otra. En relación a 
la primer cuestión, ha quedado claro que efectivamente 
existió un enfrentamiento y que parte del grupo mapuche - 
entre ellos Jones Huala- arremetieron con fuerza y 
mediante la utilización de arma de fuego, contra el 
personal de Prefectura para exigirle la omisión de un 
acto propio de sus funciones, como lo era custodiar el 
predio identificado como 19-7-A-011-14-0 que había sido 
desalojado el 23 de noviembre de 2017 por orden del 
Juzgado Federal de Bariloche, ubicado en cercanías al km 
2006 de la ruta 40 sur. Ello así, en virtud de la 
sentencia dictada con fecha 15 de marzo de 2019, en la 
que Fausto Horacio Jones Huala reconoció su 
responsabilidad en orden al delito de atentado a la 
autoridad por haberse cometido con armas, aceptando una 
condena de seis meses de prisión de ejecución 


condicional, la que se encuentra firme”. 
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2) “Desconocer a esta altura los 
enfrentamientos armados y el arremetimiento contra el 
personal de Prefectura, sería absurdo, pues implicaría 
tener dos sentencias absolutamente contradictorias. En 
este aspecto, coincido con la parte querellante que 
debían  desdoblarse las causas, tal como se hizo 
posteriormente, pero ello no implica que se deba 
desconocer este fallo que se encuentra firme, pues 
llegaríamos al absurdo de dictar dos sentencias 
absolutamente contradictorias entre sí, produciendo un 
verdadero escándalo jurídico y poniendo en juego la 
seguridad jurídica. También la Cámara Federal de Casación 
Penal lo pone de resalto (..)”. 

3) “El enfrentamiento y grado de 
virulencia también quedó evidenciado los días anteriores 
cuando oficiales de la Policía Federal fueron agredidos, 
quedando varios de ellos heridos de gravedad”. 

4) “Pero no solo el reconocimiento de 
Jones Huala, da cuenta de la existencia de la utilización 
de armas de fuego, sino también los dermotest practicados 
tanto a Jones Huala, González y Salvo. En este contexto, 
considero que no se puede hablar de que el personal de 
Prefectura obró de manera absolutamente irracional, 
cometiendo delitos comunes con la sola intención de dar 
muerte a los ocupantes del predio. El personal allí 
apostado en el lugar, estaba cumpliendo una orden 
judicial de custodiar un predio que había sido ocupado y 
desalojado, función propia de las fuerzas del orden, que 
están para custodiar un Estado de Derecho. Con esto no 
quiero decir que no pueda haber existido un obrar abusivo 
o en exceso, sólo quiero remarcar que la existencia del 
enfrentamiento se encuentra absolutamente acreditada” 


-las negritas no obran en el original-. 
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En este marco, comenzaré por recordar que 
todos los imputados registraron efectiva presencia en el 
lugar del hecho investigado, coincidencia en cuanto a las 
acciones realizadas -la ejecución de diversos disparos 
con las armas provistas por la fuerza en la que prestaban 
servicios- y no existe certeza negativa sobre su 
responsabilidad penal, por lo que el procedimiento debe 
encaminarlos hacia la etapa de debate. 

Nuevamente, la defensa material de los 
encausados -realizada mediante descargos, punto sobre el 
que volveré en el párrafo siguiente- se estructuró sobre 
dos argumentos: a) la existencia de una agresión 
ilegítima en el marco del desarrollo de sus funciones, 
que debió ser repelida para proteger sus vidas; y b) la 
utilización, en esa acción defensiva del armamento letal 
con el que habían sido comisionados a la patrulla por 
orden del Oficial Principal Pablo Rubén Berra. Continúa 
negándose la presencia en el teatro de los hechos del 
subfusil MP5 serie 05-C-335508 asignado a Francisco 
Javier Pintos. Este imputado llegó a afirmar en una de 
sus últimas presentaciones, incluso, que sólo habría 
utilizado la marcadora de pintura que portaba. 

Vale apuntar, de manera previa, en 
relación al método escrito escogido por los imputados 
para formular su descargo, que la pacífica jurisprudencia 
de la Cámara Federal de Apelaciones de General Roca 
sostiene que “(..) desde el precedente “REINHOLD, Oscar 
Lorenzo y otros s/ delitos c/ la libertad y otros”, sent. 
int. 317/08, luego reafirmado en “SOTO, Jorge Alberto s/ 
Ley Penal Tributaria”, sent. int. 71/09, [se señaló que] 
esta modalidad a la que algunos defensores acuden es 
contraria a los fines del proceso penal y no debería 


consentirse que en el acto de indagatoria el encausado 
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pueda expedirse escrituralmente, puesto que lo que la ley 
pretende es que en la indagatoria los jueces oigan a los 
imputados y no a sus abogados. Éstos son asistentes 
imprescindibles para dar garantía de defensa, pero no 
están llamados a declarar en sustitución de la persona a 
la que asisten. Aceptar este género de descargos cuando 
los arts. 294 del CPP y siguientes explican, con un 
detalle poco común en otras zonas de ese ordenamiento, 
las formas y condiciones en que el magistrado debe 
recibir la indagatoria para salvaguardar la defensa, así 
como los derechos que asisten al imputado —entre los que 
no se encuentra el de “tercerizar” su palabra pues el 
abogado es asistente pero no declarante (art. 295)-, 
constituye una burla a la letra de la ley, de manera que 
mientras las normas vigentes no se sustituyan para prever 
que en lugar del imputado declare su defensor técnico, no 
hay detrimento alguno a la defensa de los imputados que 
esos escritos, que firman pero que no escriben pues están 
preparados obviamente fuera del tribunal judicial, no 
sean tenidos en cuenta para decidir (..)”?*. 

Ese criterio debe ser tomado en 
consideración porque la declaración por escrito 
desnaturaliza el acto de indagatoria, durante el cual 
(con inmediación) el Tribunal pone en conocimiento del 
encausado el hecho que se le imputa y —eventualmente- le 
formula preguntas -derecho que también tienen la Fiscalía 
y la Defensa-, que aquél elige si contestar o no. 

Por supuesto que todo esto no puede 
valorarse en contra del imputado, pero lo cierto es que 


tampoco a su favor. 





28 C.F.A.G.R. in re “Forlani, Patricio s/ ley estupefacientes”, 
expte. nro. P23911, registro nro. 342/11 PSI, de fecha 20/9/2011 (el 
destacado obra en el original). 
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No obstante ello, según lo entiendo, la 
ponderación que a continuación realizaré de las pruebas 
acollaradas al sumario dará igualmente cabal respuesta a 
los argumentos centrales de las presentaciones referidas, 
so riesgo de no vulnerar el derecho de defensa de los 
encartados, evitando con ello planteos que deberán ser 
resueltos en el futuro. 

Comenzaré entonces por lo que he definido 
como la segunda parte de esos descargos. Como se 
advertirá, los fallos de las instancias superiores 
citados precedentemente pusieron énfasis en la necesidad 
de que esta instrucción zanjara y  dilucidara “la 
contradicción de [las pericias efectuadas por el 
profesional Roberto A. Nigris y los funcionarios de la 
Dirección de Criminalística y Estudios Forenses de 
Gendarmería Nacional]”. 

Pues bien; ello fue logrado con la 
experticia encomendada al CIF, cuyas conclusiones fueron 
reseñadas en el punto 41 del acápite probatorio. Esto es 
así porque la mencionada pericia no fue estructurada como 
un estudio técnico más que vendría a adicionarse a los 
otros dos ya existentes en el expediente. Al ordenarlo, 
ya teniendo como norte el fijado por la Cámara Federal de 
Casación Penal, se le atribuyó a ese prestigioso 
organismo -sobre el que no existieron planteos de las 
partes orientadas a cuestionar su parcialidad- no sólo 
una labor de determinación (del arma que habría disparado 
el proyectil que causó la muerte de Nahuel Salvo) sino 
también de revisión, comparación y análisis de las tareas 
y dictámenes emitidos por los profesionales anteriores 
-es decir, de contralor de las experticias realizadas con 
anterioridad-. Pero no es solo el prestigio y la 


experiencia del tercer cuerpo pericial el que permite dar 
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suma validez a sus conclusiones, sino también otro 
elemento debe ser destacado: contó con la intervención de 
peritos de todas las partes involucradas -incluso el 
designado por los imputados-. A tal punto, que la 
Licenciada Oberti (representante en el estudio de la 
querella ejercida por Alejandro Rafael Nahuel y la APDH) 
y el perito Spotorno (propuesto por la defensa de los 
imputados Cavia, Sosa, Obregón y García) acompañaron las 
conclusiones del organismo pericial oficial designado por 
esta sede, ratificando que el disparo mortal fue 
realizado con el arma asignada por Prefectura Naval 
Argentina a Sergio Guillermo Cavia -el resaltado me 
pertenece-. 

Fue en ese contexto que se arribó a la 
conclusión (reitero, suscripta por las diversas partes y 
esencialmente por el perito designado por los encartados) 
sobre el origen del proyectil homicida: “Se ha 
establecido una relación de identidad entre el proyectil 
incriminado remitido para estudio, identificado como “A”, 
con la pistola semiautomática calibre 9x19 mm., marca 
Pietro Beretta, modelo 92 FS, numeración  05-P83332Z 
individualizada como “*P*. Es decir, que el proyectil 
incriminado *A* ha sido disparado por esa Arma de Fuego”. 

Por descarte, además, ese resultado 
significó confirmar lo concluido por la Gendarmería 
Nacional, en cuanto dictaminó que el disparo mortal no 
emergió de los subfusiles marca “HéK”, modelo ‘MP5’, 
calibre 9x19 mm., identificación alfanumérica 05-C335508 
(entregado por el cabo primero Francisco Javier Pintos) e 
identificación alfanumérica 05-C335528 (entregado por el 
cabo segundo Juan Ramón Obregón). 

No obstante lo anterior, debo repetir y 


destacar el contenido de una aguda observación efectuada 
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por los profesionales del CIF (con el apoyo de la Lic. 
Oberti y el perito Spotorno), en el sentido de que: “La 
identificación balística de las armas de fuego es parte 
de la identificación de las marcas o huellas de 
herramientas, que se fundamenta en la transmisión de 
imperfecciones O irregularidades, generalmente 
microscópicas, existentes en la superficie de una 
herramienta hacia la superficie de otro elemento de 
consistencia más blanca capaz de contenerlas al tomar 
contacto con ella (..). En el caso de las armas de fuego, 
las superficies que transmiten estas características son 
las diversas piezas que las componen (..). Para que estas 
características que se transmiten tengan valor 
identificativo, deben ser reproducibles. En este sentido, 
aquellas marcas que responden al diseño y método de 
fabricación de una marca y modelo de arma de fuego en 
particular son conocidas como “características de clase” 
y son comunes a todas ellas; mientras que las denominadas 
“características individuales” surgen de variaciones 
aleatorias al momento de la fabricación (congénitas) y 
uso del arma (adquiridas), haciendo a cada una de ellas 
única en su especie (..). La identificación en lo que 
respecta a la comparación de marcas de herramientas, 
permite que se establezca un origen común, cuando los 
contornos de la superficie de dos marcas presenten 
suficiente coincidencia (..). Es así que esta disciplina 
descansa en la capacidad de los examinadores para 
reconocer dichos patrones de individualidad (..)”?”. 

La aclaración formulada por los 
profesionales no es menor y además ilustra su elevada 
idoneidad, pues el “Protocolo de Minnesota sobre la 


Investigación de Muertes Potencialmente Ilícitas (2016)”, 





27 Énfasis agregado. 
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versión revisada del Manual de las Naciones Unidas sobre 
la Prevención e Investigación Eficaces de las Ejecuciones 
Extralegales, Arbitrarias o Sumarias, elaborado por los 
más prestigiosos profesionales del mundo a petición de la 
ONU, establece en su parágrafo 138 que: “Las pruebas 
relacionadas con armas de fuego se obtienen del examen de 
armas pequeñas y armas largas; de proyectiles como balas 
disparadas y perdigones; y de información balística, como 
la disposición y la trayectoria de los proyectiles de un 
arma de fuego después del disparo. Unos investigadores 
capacitados pueden relacionar proyectiles disparados, 
casquillos y otros elementos de munición con una 
determinada arma de fuego. (..) No obstante, en el momento 
de redactar el presente Protocolo todavía no existe un 
proceso definido con exactitud y aceptado universalmente 
para el análisis de marcas de herramientas y armas de 
fuego”?*, 

En otras palabras, la ciencia proporciona 
herramientas de análisis, pero la interpretación y el 
análisis balístico dependen en un elevado margen del 
método y la labor desplegada por los peritos convocados. 
No puede pretenderse, entonces, que resultados diferentes 
sean atribuidos a la exclusiva voluntad del experto, sino 
que deben leerse en el marco de las afirmaciones 
transcriptas: no existe un único método para llevar 
adelante ese estudio. 

En definitiva, todo se reconduce hacia la 
valoración que el magistrado debe realizar de la labor 
desplegada por los peritos, y en los párrafos anteriores 
expresé y  jJustifiqué por qué creo que la pericia 
practicada en el CIF posee un carácter superador y 


esclarecedor —dentro de los márgenes que puede permitirse 





28 El destacado no obra en el original. 
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esta etapa del proceso—. Destaco, en este sentido, que 
esa experticia contó con la presencia ininterrumpida del 
profesional idóneo oportunamente propuesto por la defensa 
técnica de Cavia, Sosa, García y Obregón (perito 
balístico Sportorno), experto que —incluso- acompañó las 
conclusiones efectuadas por el CIF. 

Por otro lado, ninguno de los imputados ha 
renegado de haber ascendido al lugar de los hechos, 
además de que las testimoniales de sus compañeros y jefes 
de tropa los colocan en ese sitio, como así tampoco se 
encuentra controvertida la realización de disparos por 
parte de los mismos, pues no solo así lo han expresado en 
sus presentaciones por escrito sino que además se 
encuentra corroborado por ejemplo con la obtención en el 
predio de elementos balísticos pertenecientes a las armas 
asignadas -vainas de algunos o el mismo proyectil 
extraído del cuerpo de Rafael Nahuel Salvo para el caso 
de Cavia-. 

Destaco expresamente que la situación del 
imputado Cavia es -—cuanto menos- llamativa, lo que ya 
había sido puesto de manifiesto por el juez Moldes en la 
resolución anterior adoptada en este sumario. Dijo el 
Magistrado en esa oportunidad: “(..) particular situación 
(...) la instrucción ha demostrado en relación al Cabo 
Primero Cavia, quien entregara a las autoridades 
policiales su pistola reglamentaria (Pietro Beretta, 
serie 05-P83332Z) con 1 munición en recámara, 1 cargador 
con 14 municiones y dos cargadores con 15 municiones cada 
uno. En otras palabras, facilitó su armamento junto a la 
totalidad de las municiones que le habían sido provistas 
por la institución. Sin embargo, y he aquí lo llamativo, 
el informe confeccionado por el Departamento de 


Caracterización de Materiales perteneciente a la Gerencia 
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de Investigación Aplicada de la Comisión Nacional de 
Energía Atómica expresó que el nombrado poseía una 
partícula con plomo (Pb), bario (Ba) y antimonio (Sb), 
compatible con residuos de disparo, en la zona palmar de 
su mano izquierda (cfr. fs. 952/85 y 1105, así como 
también las carpetas reservadas en Secretaría). Además, 
su consorte de causa Francisco Javier Pintos mencionó 
haber observado a Cavia disparar durante el 
enfrentamiento, lo que abre interrogantes hasta ahora sin 
respuesta: ¿con qué arma disparó el Cabo Primero Cavia si 
efectivamente entregó todas las municiones que tenía 
asignadas? ¿Pudo Cavia haber empleado el armamento de un 
compañero?” . 

Ahora, una nueva pericia -ratificada 
incluso por su propio perito- demuestra que Cavia fue —en 
realidad- el autor del disparo que ocasionó la muerte de 
Nahuel Salvo. Lo que Cavia no ha explicado a la fecha es 
cómo después de efectuar diversos disparos (aspecto que 
confirma Pintos en su declaración indagatoria -recordemos 
que conforme la versión de todos era quien se encontraba 
más cerca del imputado-; reconoce el propio imputado en 
su descargo escrito y fue reseñado por la CNEA al 
informar que el nombrado poseía una partícula con plomo 
[Pb], bario [Ba] y antimonio [Sb], compatible con 
residuos de disparo, en la zona palmar de su mano 
izquierda [cfr. fs. 952/85 y 1105, así como también las 
carpetas reservadas en Secretaría]) entregó su armamento 
y cargadores como si no hubiera efectuado ninguno: 
devolvió 45 municiones. 

Aquí debe introducirse nuevamente la 
cuestión referida al faltante de municiones y cargadores 
tanto respecto del imputado Pintos como del encausado 


García. 
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El acta de secuestro obrante a fs. 10 
detalla que Francisco Javier Pintos entregó el subfusil 
marca HK, modelo MP5, calibre 9x19, n° de serie 05- 
C335508 con 4 cargadores en el siguiente estado: uno, 
vacío; el segundo, con 11 municiones; el tercero, con 29 
municiones; y el restante, con 30 municiones. Además, 
entregó sólo dos cargadores de su pistola Pietro Beretta, 
con nueve y catorce municiones respectivamente 
(recuérdese que por reglamento se le proveyeron 3; cfr. 
punto 14 “a” del acápite probatorio). 

Ahora bien, del “Libro de registro de 
Comisiones Varios N°: 05/2014” incautado en la sede de la 
Agrupación Albatros de la Prefectura Naval Argentina 
surge que el 21/11/2017 el imputado retiró de esa 
repartición el subfusil referido junto a 4 cargadores con 
120 municiones en total y una marcadora de pintura FN 
serie 322S5N303-084207. Ello significaría ciertamente que 
Pintos arribó a esta ciudad con la MP5 referida y 120 
balas distribuidas en 4 cargadores, pero al cabo del 
suceso en Villa Mascardi -en el cual negó categóricamente 
la utilización del mismo- hizo entrega de 70 proyectiles: 
resta saber sobre el faltante de 50 unidades del 
subfusil. 

Idéntica situación se verifica con su 
pistola reglamentaria: de los tres cargadores con 15 
municiones recibidos, sólo devolvió dos, con 9 y 14 
cartuchos respectivamente. Resta conocer el destino de 22 
balas. 

En total, podríamos decir, Pintos no pudo 
explicar el faltante de 72 cartuchos. Vuelvo a su primer 
relato, donde dijo que se deshizo de esas balas durante 
su desesperado descenso de la montaña, pero advierto que 


entregó cargadores con municiones en su interior. Es 
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curioso que si las iba descartando por el camino, no 
desechara primero todas las contenidas en el segundo 
cargador que llevaba en la mano (el primero ya había sido 
vaciado), antes de comenzar con otro (del que sólo arrojó 
una bala). Quede claro que esto último no vale como un 
indicio en su contra, pero tampoco ayuda a su defensa, 
por cuanto esta inferencia luce compatible con la 
conducta de quien dispara y cambia cargadores durante su 
accionar, aunque sin tener cabal conocimiento de las 
municiones que restan en su almacén (cambió un cargador 
al que le quedaban 11 disparos). Tampoco es fácil que los 
cartuchos se hubieran perdido en una eventual caída, 
porque un cargador de esas características posee un 
resorte que hace que las balas queden absolutamente 
aprisionadas dentro del almacén (inseguro sería que al 
mínimo roce ellas saltaran desperdigadas hacia todas 
direcciones). Finalmente tampoco me convence que un 
miembro de una fuerza de seguridad con entrenamiento 
especial, que se encontraría sufriendo una agresión, 
decida —por más desesperada que sea su huida- descartarse 
de un elemento (las municiones) que podría ser útil a 
cualquiera de sus compañeros de patrulla o a él mismo, 
máxime cuando conforme sus propios dichos se trató de un 
descenso de urgencia en el cual existía cierta 
probabilidad de ser nuevamente atacados. Esto deja la 
situación de Pintos sometida a dos posibilidades, ambas 
reprochables: 1) Efectivamente disparó con su MP5 en el 
teatro de los hechos, lo que negó en su declaración 
indagatoria y mintieron todos aquellos que dijeron que el 
arma no integró la patrulla; o 2) entregó cartuchos para 
que su compañero Cavia, a quien auxilió detrás de un 


árbol en la refriega -según los dichos de ambos en sus 
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descargos—- pudiera disimular los disparos efectuados con 
su propia pistola. 

Lo mismo podría decirse de la situación 
del marinero Sergio Damián García, quien según el acta de 
fs. 12 aportó dos cargadores con 5 y 15 municiones 
respectivamente, manifestando espontáneamente que 
“extravió un cargador conteniendo quince (15) municiones 
en el lugar, sin poder precisar en el sector exacto en 
que sucedió el extravío”. ¿Acaso García colaboró también 
suministrándole municiones a su compañero Cavia? Es una 
posibilidad que no puede ser descartada. Amén de la 
particularidad de que pese a haber disparado no poseía 
residuos de detonaciones (cfr. acta de secuestro de fs. 
12 e inform de la CNEA). Aunque tal vez esta 
circunstancia se explique por el hecho de que entre las 
prendas incautadas al nombrado había “un par de guantes 
tácticos con los dedos recortados” (ver acta de fs. 
1070/1; en particular, fs. 1070 vta.). 

En este marco, entonces, la instrucción 
nos ha revelado que Sergio Guillermo Cavia fue el autor 
del disparo mortal. Sin embargo, no es sólo él quien en 
calidad de autor debe ser llevado a juicio. Los 
encausados Francisco Javier Pintos, Juan Ramón Obregón, 
Carlos Valentín Sosa y Sergio Damián García también serán 
cautelados en los términos del artículo 306 del Código 
ritual, por las razones que de seguido expondré. 

En esta línea se encuentra fuera de 
discusión que los nombrados con convergencia subjetiva 
participaron del enfrentamiento que culminó con el deceso 
de Rafael Domingo Nahuel Salvo y brindaron mediante 
diversas detonaciones de sus armas provistas, el 
escenario preciso para que el autor del suceso produjera 


el resultado lesivo. 
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No dejo de lado que el resultado de la 
pericia balística practicada por el CIF estableció que el 
disparo mortal fue ocasionado por Cavia, pero ello no 
puede conducir a la desvinculación definitiva del proceso 
de los prefectos encausados. 

En primer lugar, porque -como vengo 
exponiendo en reiteradas oportunidades y a esta altura se 
encuentra corroborado por las pruebas obrantes en el 
legajo e incluso por la confesión de Cavia y Pintos en 
los escritos que suscribieron- todos ellos efectuaron 
disparos de armas de fuego en el marco de un patrullaje 
que culminó con la muerte de Rafael Nahuel Salvo 
ocasionada por uno de los que realizó Cavia. Pero no 
escapa a mi conocimiento, que en el desempeño de todo 
equipo de fuerzas de seguridad y sobre todo en aquellas 
que se autodefinen -—o que son consideradas por las 
autoridades del Poder Ejecutivo Nacional o provincial- 
como grupos de elite, el accionar grupal no es —valga la 
redundancia- subjetivo y libre para sus miembros, sino 
que todos los movimientos y despliegues desarrollados 
obedecen a una dinámica de equipo, donde uno de ellos 
suele llevar la voz de mando. No se hace lo que se 
quiere, sino aquello que se considera necesario para 
resguardar la integridad del conjunto. El desbande, la 
desobediencia y la individualidad exacerbada son 
considerados como los peores vicios en ese tipo de 
agrupaciones. 

En segundo lugar, porque —como dije- 
existen indicios que sugieren a esta altura que al menos 
sus compañeros Pintos y García -—por motivos que hasta 
ahora se desconocen, pero que podrían emerger en el marco 
de un amplio debate oral- le habrían proporcionado 


municiones a Cavia para utilizar su propia pistola 
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reglamentaria en el marco del evento en eli cual 
produjeron la muerte de Rafael Domingo Nahuel Salvo. De 
ninguna otra manera se explica que haya efectuado 
disparos y entregue sus cargadores con todos los 
cartuchos asignados. 

Retomando el primer supuesto, en el caso 
bajo análisis, quedó asentado en las testimoniales de los 
prefectos convocados al legajo, que el más antiguo en el 
teatro de los hechos era el Cabo 1° Lezcano, quien —sin 
embargo- no ascendió hasta el lugar en que se habría 
producido el enfrentamiento, pues estaba aguardando a la 
columna de apoyo que había destacado de urgencia el 
Oficial Principal Berra. Quiero aclarar a esta altura que 
de la testimonial del Cabo 1° Lezcano emerge al menos una 
desobediencia a la orden impartida en el terreno por 
parte de los oficiales Pintos y Obregón: les requirió que 
aguardaran junto a él hasta el arribo de los refuerzos, 
pero lo desoyeron pese a ser el más antiguo. Lo mismo 
hizo García. Ello significó, a mi criterio, el primer 
paso para la generación del riesgo que luego se concretó: 
decidieron ascender y cuando lo hicieron se encontraron 
en inferioridad de condiciones junto a sus compañeros 
Sosa y Cavia -quienes se encontraban a resguardo sin ser 
advertidos-. En ese marco, según sus propios descargos, 
se sintieron superados y en peligro, situación que los 
llevó a desenfundar y emplear armamentos letales, 
generando a su vez el riesgo de ocasionar la muerte de 
aquellos a quienes intentaban repeler. Tal vez otro 
hubiera sido el resultado si hubieran oído a su superior 
en el terreno. Por ello enseña Enrique Bacigalupo que 
“las normas del derecho no pueden ordenar o prohibir 
meros procesos causales, sino sólo actos dirigidos 


finalmente (por consiguiente acciones) o la omisión de 
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tales actos. (..) La estructura de la acción no puede 
conducir como en la teoría causal de la acción, al 
agotamiento de la antijuridicidad en el disvalor del 
resultado alcanzado por la acción, y en consecuencia 
aparece con carácter esencial para la configuración del 
injusto el disvalor del acto. Es decir, el derecho penal, 
no solamente prohíbe determinados resultados, sino, antes 
y especialmente determinadas acciones disvaliosas”?, 

En otras palabras, aun cuando Cavia generó 
el resultado final, ello no era posible sin el 
comportamiento del grupo entero, es decir de él mismo y 
de sus consortes de causa Pintos, Sosa, Obregón y García. 
Con ello quiero significar que el evento no debe leerse 
individualmente: no era sólo Cavia quien disparaba, sino 
también sus consortes de causa, quienes lo ayudaron 
esencialmente a través de esos disparos a concretar el 
resultado que hoy se le imputa en carácter de autor al 
primero. Todos se cuidaron entre sí efectuando disparos 
en una situación que definieron como “de apoyo” y que 
terminaron desarrollando con desmesura. Existe 
convergencia intencional y espacio temporal en el hecho: 
Pintos, Obregón, Sosa y García contribuyeron al homicidio 
porque lo ayudaron al ataque y su responsabilidad final 
debe dilucidarse en el juicio. Sobre este punto retornaré 
luego. 

Sentado cuanto precede, traeré a colación 
el criterio de la Cámara Federal de Casación Penal que 
establece que “el sobreseimiento resulta incompatible con 
el estado de duda, pues lo que la ley requiere a los 
fines del dictado de este tipo de resoluciones es la 


certeza sobre el acaecimiento o no de un determinado 





22 Enrique BACIGALUPO, La noción de autor en el Código Penal, Abeledo 
Perrot, Bs. As., 1965, p. 34. 
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hecho o suceso histórico, para que el juzgador pueda con 
la debida convicción emitir un juicio asertivo, una 
afirmación y no una mera suposición o conjetura sobre la 
adecuación o no de esa realidad histórica a una figura 
delictiva (..). La conclusión de la investigación a tenor 
de las hipótesis establecidas en el art. 336 del C.P.P.N. 
debe basarse en prueba inequívoca que despeje toda 
posibilidad de duda, pues ese supuesto es incompatible 
con dicho estado (..). [Para sobreseer] el análisis de los 
elementos de prueba reunidos, de acuerdo con las reglas 
de la sana crítica racional, [debe permitir] alcanzar un 
juicio de certeza negativo sobre la hipótesis imputativa 
(C) P 

De tal manera -reitero- la responsabilidad 
penal de los imputados Pintos, Obregón, Sosa y García 
también debe ser zanjada en el marco del debate oral 
(junto a Cavia), pues todos ellos efectuaron disparos de 
armas de fuego y dada la indeterminación de ciertos 
aspectos que no se lograron dilucidar hasta ahora (y que 
no avizoro superar con el añadido de otras medidas de 
prueba durante la presente etapa, a riesgo además de 
dilatar indefinidamente la resolución del caso) existe 
-para la etapa procesal que transita el sumario- la 
probabilidad cierta de afirmar que coadyuvaron de manera 
esencial al resultado final ocasionado por el autor del 
disparo mortal. 

Con ello quiero decir, que existen 
elementos de convicción serios, precisos y concordantes 


que permiten afirmar que Sergio Guillermo Cavia fue quien 





39 CFCP, sala IV, “Veyga, Daniel Santiago s/ recurso de casación”, 
registro 1117/2015.4, de fecha 10/6/2015 (con cita de los 
precedentes “Santos, Enrique José s/ recurso de casación”, causa 
nro. 1468, registro nro. 2231.4, resuelta el 22/11/99; y causa nro. 
2184 “Pawly, Alberto Oscar s/ recurso de casación”). 
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dio muerte a la víctima y que, a su vez, lo hizo con la 
ayuda imprescindible de sus compañeros de patrulla. Todos 
estaban en el lugar de los sucesos y todos dispararon 
-incluso Cavia afirmó realizarlo sin ver donde 
impactaban-. Y si Cavia se sintió con capacidad para 
hacerlo es porque quienes lo acompañaban colaboraron con 
él generándole un marco propicio en el cual la 
utilización de su armamento resultó factible y culminó 
con resultados disvaliosos. Si como dijeron todos en sus 
descargos, la intención era abandonar el lugar por 
encontrarse en inferioridad de condiciones, difícilmente 
Cavia se habría decidido a disparar solo contra un grupo 
de entre 10 y 15 personas -según su relato- que estaban a 
escasos metros de su posición —esto también lo afirmó en 
su escrito—-. Simplemente se habría retirado del lugar con 
sus compañeros. En efecto, según lo explicado por los 
prefectos, quienes se mantuvieron escondidos en el bosque 
eran Cavia y Sosa, mientras que quienes se habrían topado 
de frente con los ocupantes eran Pintos y Obregón. 
Incluso ha sido afirmado por los encartados que quien 
comenzó a disparar munición no letal fue Pintos, 
generando de esa manera la situación propicia para que 
Cavia también lo hiciera -conducta repetida por Obregón, 
Sosa y, más tarde, García-. 

Todos estos elementos, más aquellos que 
abordaré de seguido, me conducen a estimar la necesidad 
de que todos los nombrados sean llevados al juicio, pues 
como lo ha señalado la Casación Federal en el fallo 
mencionado precedentemente, ese es “(..) el marco propicio 
para dilucidar los mencionados extremos, oportunidad 
procesal en la que, concentrados en una audiencia pública 
los sujetos procesales y los medios de prueba reunidos a 


lo largo de la investigación preliminar, se presenta como 
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el ámbito natural en el que deberá reconstruirse el hecho 
sometido a estudio del modo más aproximado posible a la 
verdad histórica que se afirma como ocurrida. (..) El 
debate oral y público, por su propia naturaleza, se 
presenta como el escenario más propicio para despejar 
[las] dudas, determinar el alcance de los hechos probados 
y la eventual responsabilidad del imputado (..)”. 

Como llevo dicho, nada nuevo agrego si 
destaco la acción conjunta de todos los imputados, 
abriendo fuego y enfrentando a un grupo de personas que 
los atacaban con distintos objetos y posiblemente también 
con armas de fuego, lo que demuestra que los integrantes 
de la patrulla de Prefectura Naval Argentina —más allá de 
quién realizó el disparo con puntería- brindaron un 
aporte objetivo y subjetivo que incrementó el riesgo de 
producción de la acción típica de matar a otro y por ello 
deben responder penalmente como participes necesarios de 
ese accionar. En un caso de similares aristas, la Sala V 
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional de la Capital Federal dijo que “la discusión 
sobre el grado de participación que en definitiva 
corresponda [asignar] en el hecho, deberá ser motivo de 
discusión, evaluación y decisión definitiva en una etapa 
posterior —en caso de superarse las siguientes instancias 
del proceso- sobre la base de la oralidad, inmediación, 
contradicción y publicidad que no son propias de este 
estadio procesal”*, 

Precisado ello corresponde destacar que la 
obligación del Estado Argentino frente a sucesos como el 
que hoy nos ocupa consiste en practicar una investigación 


célere de los hechos, que satisfaga el derecho de la 





1 Caso “S. B., R. y otro s/ homicidio”, sentencia del 11/7/2018, 
publicado en La Ley Online, cita AR/JUR/47405/2018. 
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víctima o sus familiares a saber la verdad de lo sucedido 
-agrego respetando las garantías de los encartados- y a 
que —de corresponder— permita sancionar a los eventuales 
culpables (cfr., en este sentido, Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, caso Bulacio vs. Argentina, sentencia 
del 18/9/2003). La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha dicho, también, que “(..) corresponde a las 
autoridades internas esclarecer los hechos y determinar 
las responsabilidades individuales. En efecto, en todo 
caso de uso de la fuerza por parte de agentes estatales 
que hayan producido la muerte o lesiones a una o más 
personas, corresponde al Estado la obligación de proveer 
una explicación satisfactoria y convincente de lo 
sucedido (..)”* 

Y en este contexto, la ausencia de la 
certeza negativa exigida para ordenar el sobreseimiento 
de Pintos, Sosa, Obregón y García, determinará que, en mi 
rol como juez del sumario ordene la continuidad del 
proceso a su respecto por las razones antedichas, para 
que sea el juicio oral y público en donde se resuelva de 
forma definitiva la situación procesal de todos los 
implicados de manera conjunta. 

Tengo en cuenta a su vez que en el 
hipotético caso que el proceso prosiguiera solo para 
Cavia (poniendo fin definitivo en relación a los demás) y 
de las resultas del debate oral se determinara que aquél 
no fue quien utilizó el arma homicida, se habría obturado 
la puerta para que la acción penal avance respecto de los 


restantes posibles responsables, impidiendo de esa manera 





32 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Díaz Loreto y otros 
vs. Venezuela. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas, sentencia del 19 de noviembre de 2019, Serie C No. 392, 
parágrafo 88, citado en Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos número 25: Orden público y uso de 
la fuerza, San José de Costa Rica, 2020. 
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la averiguación de la verdad y la sanción de los autores 
del hecho ilícito conforme los lineamientos expuestos por 
la CIDH. Por ello, todos deben ser llevados a juicio y 
con la  inmediación, oralidad y concentración de 
audiencias que esa etapa del proceso impone, podrá 
emitirse un pronunciamiento definitivo que fije la 
inocencia o la culpabilidad de cada uno y, en este último 
caso, el rol que le cabe. 

Para cerrar el punto quiero destacar que 
la actividad colectora de evidencias ha sido mucha a lo 
largo del proceso, la mayoría de ellas dispuestas de 
oficio por el Tribunal y muchas otras sugeridas por la 
constante intervención del MPF. A ello debo agregar que 
conforme surge de manera evidente del legajo, en el lugar 
de los sucesos fue constante la hostilidad registrada 
contra cualquier atisbo de acción estatal para esclarecer 
el caso. Ello surge incluso del acta recientemente 
aportada por la Secretaría de Derechos Humanos de la 
Nación en la cual quedó documentado cómo los ocupantes 
del lugar se opusieron al ingreso del entonces Juez 
Subrogante y los profesionales que éste habría designado 
a fin de rastrillar e inspeccionar el predio. Incluso la 
diligencia del 7/12/2017 debió llevarse a cabo de manera 
limitada, concluyendo con una catarata de insultos y 
prepotencias a los funcionarios, profesionales, partes y 
representantes de organismos de derechos humanos que 
participaron de la diligencia. 

En ese marco, cualquier disposición 
llevada a cabo por la fuerza hubiera implicado el riesgo 
cierto de un mayor derramamiento de sangre (de ocupantes 
o funcionarios policiales), circunstancia que el tribunal 
procuró evitar desde el mismo 23/11/2017 encomendando en 


todo momento un uso racional, proporcionado y restrictivo 
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de la fuerza para minimizar los riesgos de posibles 
daños. 

VI. CALIFICACIÓN LEGAL DE LAS CONDUCTAS 
ATRIBUIDAS A SERGIO GUILLERMO CAVIA, FRANCISCO JAVIER 
PINTOS, JUAN RAMÓN OBREGÓN, CARLOS VALENTÍN SOSA Y SERGIO 
DAMIÁN GARCÍA. SOBRE LA ALEGADA EXISTENCIA DE UNA CAUSA 
DE JUSTIFICACIÓN. 

Sin perjuicio de cuanto dije 
precedentemente respecto a que este tópico deberá ser 
abordado y dilucidado en el marco de un debate oral 
pronto y amplio, entiendo que la existencia pretérita de 
los hechos, la secuencia temporal de los mismos y la 
probable intervención que le cupo a cada uno de los 
epigrafiados en todo lo tratado en esta causa, conforme 
ha quedado establecido en los fundamentos que anteceden, 
genera un contorno fáctico suficiente para que este 
suceso en particular deba ser analizado con aproximación 
a la causa de justificación normada en el inciso 6 del 
artículo 34 del Código Penal, es decir con atención a si 
en la oportunidad se observan los requisitos exigidos por 
la ley para la concurrencia de la justificante que prevé: 
la agresión ilegítima, la necesidad racional del medio 
empleado para  impedirla ©  repelerla y falta de 
provocación suficiente. 

En este sentido adelanto que a mi criterio 
el suceso enrostrado a Cavia, con la colaboración de 
Pintos, Obregón, Sosa y García debe ser calificado como 
homicidio agravado por su comisión con violencia contra 
las personas mediante la utilización de armas de fuego, 
cometido con exceso en la legítima defensa, en calidad de 
autor respecto de Sergio Guillermo Cavia y en carácter de 


partícipes necesarios en relación a Pintos, Obregón, Sosa 
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y García (artículos 34 inciso 6, 35, 41 bis, 45 y 79 del 
Código Penal). Veamos. 

a) Agresión ilegítima. 

De acuerdo a la imputación enrostrada en 
indagatoria, está demostrado con la provisionalidad que 
caracteriza a esta etapa que el día 25 de noviembre de 
2017 antes de las 17 hs., la patrulla integrada por 
Sergio Guillermo Cavia, Francisco Javier Pintos, Carlos 
Valentín Sosa, Sergio Damián García y Juan Ramón Obregón 
realizaba una recorrida y reconocimiento en el interior 
del predio emplazado a la altura del kilómetro 2006 de la 
Ruta Nacional 40 Sur, conforme lo decidido por su 
superior en el terreno (Oficial Principal Pablo Rubén 
Berra) cuando fue atacada por un grupo de personas 
(probablemente entre 10 y 15) quienes emplearon piedras, 
lanzas, hondas de revoleo y —según los relatos, valorados 
a su vez por los Tribunales Superiores- posiblemente 
armas de fuego. 

Como se dijo en el marco de la causa FGR 
26511/2017, desde su ingreso mismo al predio en disputa 
los ocupantes procuraron fortalecer su presencia en ese 
sitio mediante la modificación del suelo y otras medidas 
que construyeron (tranqueras con alambres -—en algunos 
casos, de púas—; puestos de vigilancia en altura; vigías; 
barricadas confeccionadas con troncos de árboles de 
grandes dimensiones que fueron talados en el lugar; 
montículos de piedras diseminados a lo largo y ancho del 
espacio; fogones; marcas y señales —en los árboles- que 
indicaban los senderos transitables; el ocultamiento de 
ciertos caminos detrás de las referidas barricadas; la 
implantación de puestos de guardia y avanzadas de 
inteligencia que —valiéndose de diversos mecanismos, como 


podían ser instrumentos de viento, silbidos u otros- 
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daban cuenta de la presencia de extraños en el terreno; 
entre otras). 

También se determinó que conocían la 
antijuridicidad de su accionar, motivo por el cual 
(conforme surge de las diversas fotografías agregadas a 
lo largo del expediente FGR 26511/2017 y hasta del video 
captado por el Cabo Primero Carlos Valentín Sosa referido 
en el acápite precedente dedicado a la prueba) varios de 
ellos mantuvieron en todo momento sus rostros cubiertos, 
imposibilitando o dificultando su identificación. Incluso 
se logró conocer que burlaban las guardias implantadas en 
la parte baja del terreno, utilizando caminos sólo por 
ellos conocidos. 

No huelga resaltar que las parcelas -—que 
hasta el día de hoy permanecen ocupadas- se encuentran 
registradas catastralmente a nombre del Estado Nacional 
Argentino y en esa calidad la Administración de Parques 
Nacionales ejercía de forma pública y notoria la pacífica 
posesión del predio. Por supuesto, existen diversos modos 
de ejercer esa posesión, por lo que no podría ahora 
negarse tal estado jurídico con el argumento de tratarse 
de una zona eminentemente boscosa y deshabitada. 
Recuérdese que se trata de un espacio que —hasta el día 
de la fecha- integra un Parque Nacional. 

Como quedara dicho, la mayoría de los 
procesados en la causa FGR 26511/2017 son miembros de un 
único grupo familiar; me refiero a la comunidad mapuche 
que se identifica como “Lof Colhuan—Nahuel”; 
endilgándoseles coautoría presunta a María Isabel Nahuel, 
Martha Luciana Jaramillo, Betiana Ayelén Colhuan, Mayra 
Aylén Tapia, Romina Rosas, Yéssica Fernanda Bonnefoi, 
Juan Pablo  Colhuan y Cristian Germán Colhuan. En 


oportunidad de resolver la situación procesal de los 
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nombrados se detallaron los motivos por los cuales el 
accionar de todos ellos queda radicalmente al margen de 
lo previsto por la legislación nacional y provincial que 
regula la situación de las Comunidades Indígenas. No se 
trata de un mero grupo de personas con ideas, creencias y 
principios propios que buscan problematizar la realidad 
para lograr de esa manera modificarla. Se han opuesto 
desde el inicio de todos los procesos tramitados en este 
Tribunal a una intervención del Estado, que incluso 
repelieron siempre de manera violenta. En síntesis, en 
estas circunstancias resulta inaceptable que los 
encausados  enmarquen sus acciones en motivos de 
religiosidad © diversidad cultural que no pueden 
colocarlos al margen del derecho. 

Reitero pues que las pretensiones 
territoriales por parte de la autodenominada “Lafken 
Winkul Mapu” debieron canalizarse por los carriles 
legales establecidos al efecto y que eran plenamente 
conocidos por María Isabel Nahuel, José Cristian Colhuan, 
los hijos de ambos (Cristian Germán, Juan Pablo, Joana 
Micaela y Betiana Ayelén Colhuan) y sus respectivas 
parejas (Martha Luciana Jaramillo, Yéssica Fernanda 
Bonnefoi, etcétera), pues años atrás —mayo de 2012- 
obtuvieron reconocimiento de los organismos provinciales 
que otorgaron personería jurídica a la Comunidad “Colhuan 
—Nahuel” (que invocó, en ese momento, haberse radicado en 
el predio ubicado en Tejada Gómez 7170, barrio Virgen 
Misionera, de esta localidad). 

Ahora bien; se encuentra fuera de 
discusión que el día 23/11/2017 en el marco del legajo 
mencionado en último término, este Tribunal ordenó -por 
los motivos oportunamente desarrollados- el allanamiento 


del predio emplazado a la altura del kilómetro 2006 de la 
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ruta nacional 40 Sur, cuya realización se encomendó al 
entonces Jefe de la Policía Federal Argentina (Comisario 
General Néstor Roncaglia). En ese contexto, ya desde el 
momento mismo de su ingreso, las fuerzas de seguridad 
fueron recibidas con piedras, palos y todo tipo de 
objetos contundentes por parte de los ocupantes del 
terreno. El saldo, que tampoco se encuentra cuestionado, 
fue la existencia de varios funcionarios policiales 
heridos (algunos de ellos, de gravedad). No obstante lo 
anterior, en el lugar se practicó la detención de María 
Isabel Nahuel, Yéssica Fernanda Bonnefoi, Martha Luciana 
Jaramillo, Mayra Aylén Tapia y Romina Rosas (quienes se 
encontraban en la parte baja del terreno junto a 
diferentes menores, entre ellos, Betiana Ayelén Colhuan, 
de 16 años de edad). Otros ocupantes escaparon hacia el 
cerro y de esa manera lograron evadir el operativo 
policial. 

De acuerdo a las intervenciones 
telefónicas oportunamente dispuestas, se logró 
reconstruir que los evadidos se escondieron en las 
laderas y en el bosque circundante. Si bien fueron 
perseguidos con fines de aprehensión (y esto lo destaco, 
pues no era otra la orden del Tribunal, que además había 
encomendado a las fuerzas de seguridad un uso racional, 
restrictivo y proporcional de la fuerza pública), no se 
alcanzó su detención y la comitiva policial dispuso su 
repliegue  (cfr., en este sentido, la declaración 
testimonial brindada por el Comisario Matías Juan Sola — 
del grupo GEOF de la Policía Federal Argentina—, quien 
detalló que la persecución se extendió por casi 6 horas, 
a lo ancho y alto del monte). 

Posteriormente, efectivos de la Agrupación 


Albatros de la Prefectura Naval Argentina que en un 
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primer momento habían sido comisionados en la zona como 
“escalón de apoyo y seguridad” de la Policía Federal 
Argentina durante la realización de la diligencia de 
allanamiento (ver, en este sentido, la declaración 
testimonial de sus Jefes, Prefecto Mayor Daniel Mario 
Gómez y Prefecto Principal Julio César Mostafa) fueron 
convocados por exclusiva orden del Ministerio de 
Seguridad de la Nación (a través de la Dirección de 
Operaciones de aquella fuerza; conferido de la 
declaración testimonial del Prefecto Principal Leandro 
Antonio Ruata) para custodiar el predio desocupado. 

AsÍ, veinte integrantes de la Agrupación 
Albatros de Prefectura Naval Argentina retornaron a la 
zona (pues ya habían iniciado su repliegue a la ciudad de 
Buenos Aires), donde quedaron bajo las órdenes del 
Oficial Principal Pablo Rubén Berra. A los nombrados, se 
sumaban —variando el número según las necesidades 
operativas- algunos efectivos de la Delegación local de 
la Prefectura Naval Argentina designados por el jefe de 
esa unidad, el Prefecto Principal Leandro Antonio Ruata. 

Quiero aquí hacer un alto para aclarar 
otra cuestión reiteradamente señalada en el expediente 
-incluso reiterada por los imputados en sus 
presentaciones-: no fue este Juzgado ni la Fiscalía 
quienes “eligieron a dedo” que esa fuerza de seguridad 
permaneciera en la zona. Las declaraciones testimoniales 
recibidas al Oficial Principal Berra, al Prefecto 
Principal Ruata, al Prefecto Principal Mustafa y al 
Prefecto Mayor Gómez dieron cuenta de que fue el propio 
Poder Ejecutivo Nacional quien le encomendó la tarea a la 
Prefectura Naval Argentina -designación que finalmente 
recayó en el grupo de elite de la fuerza, la Agrupación 


Albatros-. 
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Vale aclararlo porque según lo relatado 
por el Prefecto Mayor Gómez en su testimonio, la Policía 
Federal Argentina le requirió inicialmente (es decir, 
antes del 23/11/2017) “apoyo y contención para un 
allanamiento” pese a no contar (según el testigo) “con un 
perfil de agresividad” ni “información de inteligencia 
suficiente”. No obstante, relató el Prefecto Mayor, “no 
se preocupó demasiado porque sus funcionarios integraban 
un segundo escalón, es decir, un escalón de contención”. 
Tal vez debió haberlo hecho; si no entonces, al menos 
cuando le informaron que serían sus propios subalternos 
quienes quedarían a cargo de la custodia de la zona. 

En cuanto a las órdenes recibidas por la 
Agrupación Albatros de la Prefectura Naval Argentina por 
parte del Tribunal fueron claras y varios de sus 
funcionarios lo reconocieron bajo juramento: custodiar el 
predio allanado a fin de evitar el reingreso de ocupantes 
o personas no autorizadas; en caso de presentarse esa 
situación, proceder a su detención, identificación y 
puesta a disposición de este Juzgado. 

Ahora bien; según surge de las 
declaraciones testimoniales recibidas, para el 
cumplimiento de la medida se establecieron distintos 
puestos de seguridad o vigilancia en diferentes sectores 
del terreno. Inicialmente, dos: uno que se instaló junto 
a una tranquera improvisada por los ocupantes en el 
ingreso al inmueble; el segundo se estableció -—en la 
primera jornada, es decir, el jueves 23/11/2017-— a 200 o 
300 metros de ese sitio, junto a una de las 
construcciones precarias desalojadas en el interior de la 
toma y se denominaba “PUESTO UNO”. Al día siguiente, 
aproximadamente a las 18:40 hs., el Ayudante de Tercera 


Diego Omar Sánchez y el Cabo Primero Francisco Antonio 
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Lezcano —que habían sido comisionados “para realizar una 
patrulla de observación hacia arriba del cerro con la 
finalidad de constatar la presencia de personas 
clandestinas que merodeen el lugar e impedir que tomen 
asiento”— hallaron durante su recorrida dos mochilas que 
estaban disimuladas entre la vegetación. Momentos más 
tarde, se toparon con un sujeto que bajaba de la montaña; 
se identificaron como Prefectos y le dieron la voz de 
alto, pero al grito de “ni muerto” o “ni en pedo” éste se 
dio a la fuga (cfr., en este sentido, acta 
circunstanciada de procedimiento y declaraciones 
testimoniales de Sánchez y Lezcano agregadas a fs. 317/20 
del expediente FGR 26511/2017). 

A partir de ese momento, según el relato 
del Oficial Principal Berra, se modificó la ubicación del 
segundo puesto de guardia (el llamado “PUESTO UNO”) y se 
estableció otro en la zona cercana al hallazgo de las 
mochilas (que pasó a denominarse, precisamente, “PUESTO 
MOCHILAS”). Aclaro que el reconocimiento de ese día, en 
palabras de Berra, fue “en flor”: a lo ancho y luego a lo 
largo, para tener conocimiento del terreno más próximo. 

Al día siguiente, esto es, ya en la 
jornada del 25/11/2017 —según su testimonio— el Oficial 
Principal Berra dispuso personalmente -—pasadas las 14 
horas— que una patrulla integrada por cuatro funcionarios 
(Cabo 1° Francisco Antonio Lezcano, Cabo 1° Sergio 
Guillermo Cavia, Marinero Sergio Damián García y Cabo 2” 
Carlos Valentín Sosa) realizara un reconocimiento con el 
objeto de llegar a la cima de la montaña. A su vez, 
destacó a otros dos efectivos (el Cabo 1” Pintos y el 
Cabo 2° Obregón) para que se ubicaran en el “PUESTO 


MOCHILAS”. 
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Así fue que durante la realización de la 
patrulla referida precedentemente se produjo el 
enfrentamiento armado entre funcionarios de Prefectura 
Naval Argentina y un grupo de individuos (entre los que 
se encontraban Fausto Horacio Jones Huala y Lautaro 
Alejandro González). En el marco de esa disputa -tal como 
se encuentra corroborado- Cavia causó la muerte a Rafael 
Domingo Nahuel Salvo. 

Con base en la prueba testimonial traída 
al sumario es posible afirmar, también, que durante el 
dificultoso ascenso (recuérdese que se trataba de una 
zona boscosa, con picadas pronunciadas) los funcionarios 
se toparon con numerosas barricadas (realizadas con 
troncos de grandes dimensiones), marcaciones en el 
terreno, montículos de piedras y otras vicisitudes que no 
habían sido advertidas en recorridas anteriores y que 
indicaban que el terreno había sido recientemente 
modificado. Informaron a su superior las novedades y 
recibieron la orden de filmar y fotografiar los cambios. 
Acto seguido se les impartió la directiva de dividirse en 
dos binomios; de esa manera el integrado por el Cabo 2° 
Sosa y el Cabo 1° Cavia se topó con una construcción 
precaria y junto a ella una persona con su rostro 
cubierto. Tal situación quedó claramente captada en la 
filmación tomada por Sosa en el lugar. El binomio 
restante, integrado por Lezcano y García retrocedió para 
pedir refuerzos que colaboraran en la identificación y 
detención de ese masculino -y de aquellos que pudieran 
encontrarse en la zona, pues la fortificación era de 
grandes dimensiones y sugería la presencia de varias 
personas-. Acudieron inicialmente el Cabo 1° Pintos y el 


Cabo 2” Obregón. Luego ascendieron el Ayudante de Segunda 
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Eric Fabián Blanco y el Ayudante de Tercera Diego Omar 
Sánchez. 

La comitiva no llegó a cumplir su misión 
pues fueron atacados en un lugar que hasta el día de hoy 
tenemos indeterminado; inicialmente con piedras y lanzas 
y según sus dichos, posteriormente, con armas de fuego. 
El acometimiento se produjo pese a que los funcionarios 
estaban correctamente identificados; tenía por objetivo 
no sólo evitar que practiquen las detenciones 
encomendadas sino también frustrar su ascenso. 

Llegado a este punto, aprecio necesario 
remarcar el valor de las intervenciones telefónicas 
ordenadas en el marco del expediente FGR 26511/2017. A 
través de ellas se lograron interceptar comunicaciones 
producidas principalmente a través del abonado 294- 
4200253 (presuntamente empleado por Cristian Germán 
Colhuan), en las que se advierten que el nombrado fue 
prevenido por parte de su pareja (Yéssica Fernanda 
Bonnefoi) sobre la presencia de funcionarios de 
Prefectura en la parte baja del terreno. No obstante, 
Colhuan le comunicó una determinación: “La gente va a 
tener que venir y más rato difundir, vamos a tomar el 
puesto kiñe”, Cabe destacar, en este sentido, que “kiñe” 
significaría “uno” en el dialecto grupal*; es decir, 
Colhuan estaba anunciando que él (junto a otras personas, 
de allí el empleo del verbo vamos) “tomarían el puesto 
uno”, que es aquél en que se habían asentado inicialmente 
los funcionarios de la Prefectura Naval Argentina luego 
del allanamiento practicado el día 23/11/2017 -incluso 
designado así por la prevención-. A tal punto, que las 


comunicaciones indican que el nombrado se encargó también 





33 Consultar, en este sentido, las traducciones obrantes en 
http://todobariloche.com/diccionario.htm y 
https://www.interpatagonia.com/mapuche/diccionario.html. 
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de convocar “apoyo de afuera” (cfr. conversación del 
25/11/2017 con el abonado 2974284620). Con ese mismo 
interlocutor dialogó sobre “los trewas” (“¿Los trewas 
están?”), palabra que en mapudungun se asocia a perros”, 
La pregunta por los “perros” podría aludir a la presencia 
de los funcionarios policiales en la zona o a la posesión 
de armas de fuego conforme la jerga. 

Por ello, entiendo que los ocupantes del 
predio conocían efectivamente la presencia de los 
Prefectos en el lugar, pero no obstante a eso, se 
decidieron a descender. ¿Motivaban esa bajada, acaso, 
fines pacíficos? Los mensajes interceptados sugerirían 
que no, porque se utilizan frases como “tomar el puesto”, 
“sacar a pasear a los perros”, etcétera. Esos mensajes 
evidencian, además, conocimientos sobre la organización 
de los prefectos en el terreno, designando al puesto a 
atacar por el mismo nombre que aquéllos le otorgaban 
(“puesto uno”). Bonnefoi, incluso, llegó a afirmar que 
“creía que los prefectos se quedarían hasta el lunes”, es 
decir, estaba al tanto de los movimientos de los 
preventores. Reitero que incluso se solicitó apoyo 
externo para tal faena. 

En ese marco, considero que quienes 
integraban el grupo de personas que tomó contacto con los 
prefectos deben también responsabilizarse por la decisión 
que adoptaron: se predispusieron a enfrentar a una 
patrulla de efectivos policiales debidamente 
identificada. Al respecto, explica Palermo que “el 
agredido reconoce la personalidad formal y material del 
agresor subrogándose en el cumplimiento de su deber, esto 


es, retirando en lugar del agresor el comportamiento 





34 Consultar, a tal fin, el contenido del siguiente link: 


https://es.wiktionary.org/wiki/trewa+:-:text=Perro%2C%20persona 
%20malvada%200%20despreciable. 
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previo de este último que ha puesto en peligro el ámbito 
de organización del primero. Si el agresor no cumple con 
su deber de detener la agresión, el agredido ejerce su 
derecho subjetivo retirando él mismo el ataque que 
debería haber retirado el agresor (..). Al ser el agredido 
quien aleja el peligro que debía alejar el agresor, la 
legítima defensa restablece, en el plano comunicativo, el 
derecho subjetivo del agredido y, al mismo tiempo, 
reconoce la personalidad del agresor. Las bases de este 
planteamiento se encuentran en el principio de 
autorresponsabilidad. Según este principio 
*victimológico”, a la víctima de una intervención lesiva 
le es exigible, en cierta medida, que no realice actos 
que puedan tener como consecuencia una afectación de sus 
propios intereses jurídicos. Esta circunstancia se da 
claramente en una situación de legítima defensa en la que 
el agresor, mediante su comportamiento, doloso o 
imprudentemente antijurídico y enteramente imputable como 
culpable, no sólo pone en peligro los bienes del 
agredido, sino los suyos propios, pues es previsible que 
un ataque de esas características tendrá como 
consecuencia una reacción defensiva del agredido”?*., 

Pienso entonces que la determinación “de 
bajar” se tomó con otro objetivo: expulsar a los 
preventores del terreno. Tal vez ¡ignoraban -—en ese 
momento- que una patrulla de uniformados estaba cerca, 
pero -—de una u otra manera- se habían decidido a 
atacarlos y cuando se toparon con ellos, los ánimos 
beligerantes se concretaron en hechos. 

Así, la reconstrucción del evento permite 


afirmar que —al principio- el grupo ocupante empleó 





35 Omar PALERMO, La legítima defensa. Una revisión normativista, 
Hammurabi, Bs. As., 2007, p. 357. 
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elementos contundentes: piedras y lanzas. Las primeras se 
encontraban preparadas en montículos a lo largo de todo 
el terreno; mientras que ejemplares de las segundas 
fueron incautadas durante la inspección ocular del 
inmueble (cfr. fs. 654 y 855). Incluso, tal como lo 
mencioné en el acápite referido a la prueba, existen 
lanzas que fueron fotografiadas el día 24/11/2017 (ver, 
en este sentido, las imágenes obrantes a fs. 1195/6, 
obtenidas de la explotación de los aparatos celulares del 
Ayudante de Primera Daniel Alberto Colliard y del 
Marinero Hugo Matías Duarte). Además, los archivos de 
audio encontrados en los teléfonos celulares del Oficial 
Principal Pablo Rubén Berra y del Ayudante de Segunda 
Eric Fabián Blanco —transcriptos precedentemente— 
confirman tales extremos. 

No escapa al suscripto, además, que según 
lo informado por distintas oficinas periciales (me 
refiero ahora a la CNEA y a la Dirección de 
Criminalística y Estudios Forenses de Gendarmería 
Nacional) algunos de los integrantes del grupo que atacó 
a los funcionarios -incluso el occiso- tenían residuos de 
disparo en sus manos y sus prendas. Y por si ello fuera 
poco, la fuerza de seguridad referida especificó además 
que la utilización de municiones calibre 22 puede liberar 
partículas compuestas por plomo-bario-silicio o plomo- 
bario: esta última composición fue encontrada en las 
prendas de González y del fallecido Nahuel Salvo. Esto lo 
digo porque los prefectos imputados y algunos testigos 
que tomaron contacto con ellos explicaron que los 
funcionarios escucharon —o creyeron identificar- disparos 
de un arma calibre 22 y de otra más potente. La pericia 


reseñada confirmaría, entonces, dicha hipótesis. 




















1309613754290136138H20210616105809854 


























G 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO FEDERAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE 


Sin perjuicio de lo anterior, destaco que 
la agresión a los funcionarios de Prefectura Naval 
Argentina ya se había verificado desde el momento mismo 
en que se les arrojaron piedras y lanzas. La eventual 
existencia y utilización de armas de fuego (que según 
algunas pericias habrían estado en manos del grupo 
atacante, pero que no fueron secuestradas en el sumario) 
sólo hablaría de un recrudecimiento y agravamiento del 
ataque, que se había iniciado momentos antes mediante 
elementos contundentes que revisten importante capacidad 
lesiva. A ello debe agregarse que, según las afirmaciones 
vertidas por Gonzalo Fabián Coña, transcriptas 
anteriormente, los ocupantes del predio recogieron 
elementos probatorios que nunca entregaron al Tribunal 
-como expuse ut supra-. Ello indicaría, cuanto menos, que 
modificaron la escena del hecho y podría significar -— 
también— que tuvieron tiempo suficiente para descartar o 
esconder en esa enorme geografía las armas empleadas por 
sus compañeros -reforzando mi tesis sobre la nula 
aportación de elementos para esclarecer el suceso-. 

La abierta alusión de Coña a “tralka” 
permite inferir también que los ocupantes poseían 
inmediato acceso a armas de fuego. El nombrado solicitó 
una por teléfono y dijo tener “para el ruido”, es decir, 
las municiones. Y con quien dialoga sobre el tema es nada 
menos que con José Cristian Colhuan, padre de Cristian 
Germán Colhuan, quienes residen en un mismo domicilio: 
Tejada de Gómez 7170. Si el padre disponía de acceso a 
armas de fuego, es posible inferir que el hijo, residente 
en el mismo inmueble, también podía hacerse de ellas. 

Sentado cuanto precede, la respuesta de 
los funcionarios públicos frente a la agresión afirmada 


como recibida debe valorarse en razón de las 
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circunstancias que rodearon el evento: se encontraban en 
un terreno densamente boscoso (donde la luz puede ser 
escasa), de difícil tránsito, alto y escarpado; los 
senderos se encontraban bloqueados por barricadas 
elaboradas con troncos y ramas de grandes dimensiones, 
detrás de las que se ocultaban montículos de piedras de 
todos los tamaños y consistencias (hasta había restos del 
tendido eléctrico). Sumado a ello, en el lugar se 
verificaron marcaciones propias de tácticas militares 
profesionales y puestos de vigilancia en altura; y escasa 
señal de radio para comunicarse con los compañeros que 
habían quedado a la vera de la ruta o en la base de 
operaciones. Todo ello fue documentado en fotografías y 
filmaciones y -—durante el avance—- los preventores lo 
pusieron en conocimiento del Oficial Principal Berra. Los 
atacantes dicen los  prefectos- hicieron gala de 
formaciones militares (saltos individuales, formaciones 
en cuña) y superaban ampliamente en número a los 
funcionarios de prevención. Así el escenario donde se 
inició una disputa en la cual los prefectos se 
identificaron como tales (tal cual surge de las 
fotografías agregadas al anexo que corre por cuerda a la 
presente). 

No se encuentra discutida la modificación 
del terreno ni el dominio que los ocupantes poseían de 
él. El mismo 23/11/2017, un elevado número de efectivos 
de la Policía Federal Argentina fue atacado y evadido al 
intentar desalojar el lugar. Ni siquiera los integrantes 
del Grupo GEOF de la Policía Federal Argentina que 
persiguieron a varios prófugos montaña arriba lograron 
(pese a su especial preparación) aprehenderlos. Lo mismo 
ocurrió el día 24/11/2017 cuando un binomio del Grupo 


Albatros se topó con un sujeto no identificado: no 
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obstante, a la profesionalización de los funcionarios, 
aquél se les escapó a la veloz carrera. 

En este contexto, a mi modo de ver, los 
imputados pudieron considerar que su vida y la de sus 
compañeros estaban en peligro. Sobre el punto, Esteban 
Righi enseña que la agresión “es la amenaza de lesión de 
un bien jurídicamente protegido, por una conducta 
humana”*?, Y también instruye Mir Puig que “el fundamento 
material de las causas de justificación en sentido 
estricto puede verse en una situación de conflicto, que 
se produce en el momento de la conducta (ex ante) y que 
ha de confirmarse ex post como efectivamente concurrente 
(a) T. 

Es que los archivos de audio encontrados 
en los celulares de algunos de los involucrados dan 
sobrada cuenta sobre aspectos que racionalmente podrían 
haber alarmado a los efectivos. Tanto Berra como Blanco, 
instantes después de acecidos los sucesos, describieron 
someramente el cuadro de situación antedicho, lo que 
constituye un argumento de peso si se tiene en cuenta la 
rapidez con que se sucedieron los eventos. Descarto 
cualquier acuerdo previo para amañar la descripción dada 
la inmediatez con las acciones, tono de voz y demás 
condiciones de tiempo y lugar. La versión de los 
funcionarios se mantuvo esencialmente inalterada a lo 
largo de todo el proceso. 

Tampoco puede obviarse que existe acuerdo 
sobre un aspecto alegado en su defensa por los 
funcionarios imputados: que dieron inicialmente la voz de 


alto (como lo reconocieron Jones Huala y González en sus 





36 Esteban RIGHI, Derecho Penal parte general, Abeledo Perrot, Bs. 
AS., 2013, p. 273. 

37 Santiago MIR PUIG, Derecho Penal parte general, novena edición, 
editorial B de F, Bs. As., 2011, p. 430. 
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indagatorias). El día anterior habían procedido de la 
misma manera. Este aspecto ilustra que -—hasta ese 
momento- los prefectos habían procedido correctamente. 
Además, es sabido que en caso de que resulte peligroso 
para su vida, un funcionario policial puede obviar la voz 
de alto (por ejemplo, si de esa manera pierde valiosos 
segundos que podrían colocarlo bajo fuego). Los 
preventores aquí imputados, no obstante el peligro 
percibido, decidieron identificarse y así develar sus 
posiciones. Ello debe ser tenido en cuenta. 

Por supuesto, el debate entre la defensa 
de los imputados y las querellas radica -parafraseando 
los términos de Mir Puig- en la efectiva concurrencia —o 
no- de la situación de necesidad. Los primeros afirman 
que existió; los otros —como mínimo- que los Prefectos 
fueron “solo” agredidos con piedras y palos (como si esos 
elementos fueran inocuos: quedó acreditado en el marco de 
la causa FGR 26511/2017 que uno de los funcionarios del 
GEOF que ingresó al predio el 23/11/2017 debidamente 
pertrechado estuvo a punto de perder la visión de un ojo 
por las secuelas que le acarreó un piedrazo recibido en 
su cabeza esa fecha), y de máxima, que los preventores 
llegaron a la cima de la montaña con dolo homicida. Se 
trata de otro aspecto que habrá de ser dilucidado en la 
etapa de juicio, pues la plataforma fáctica intimada por 
el Tribunal -delimitada incluso por la titular del MPF- 
admite ambas teorías del caso. Pesará sobre cada una de 
las partes su acreditación certera en base a los 
elementos recolectados en la etapa plenaria, pues es 
función del juez de instrucción enrostrar hechos (en este 
caso, la muerte de Rafael Nahuel ocasionada por un 
disparo del arma de Cavia en el que participaron 


necesariamente sus consortes de causa Pintos, Obregón, 
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Soca y García) y no calificaciones legales (vgr. 
homicidio simple, homicidio calificado u homicidio en 
legítima defensa -o con exceso en su caso-). 

No obstante, con las pruebas reseñadas 
hasta el momento, ante la obligación de decidir la 
situación procesal de los  encartados y calificar 
(provisoriamente) sus conductas, considero que existen 
indicios suficientes para considerar que el suceso 
efectivamente ocurrió. 

b) Necesidad racional del medio empleado 
para impedirla o repelerla. 

Sobre este aspecto, Righi señala que “para 
la determinación de la necesidad de la acción ejecutada 
resulta de utilidad el método hipotético-comparativo, que 
consiste en analizar cuáles eran, según las 
particularidades del caso, las alternativas (incluyendo 
los medios) de que podía valerse el autor para repeler la 
agresión”?*, 

En el mismo sentido, Mir Puig entiende —en 
referencia al Código Penal español, pero con absoluta 
aplicación a cuanto prevé nuestro ordenamiento sustantivo 
— que “el CP exige que exista «necesidad racional del 
medio empleado para impedirla o repelerla» (la agresión). 
Es precisa tanto la necesidad de defenderse de alguna 
forma (necesidad abstracta de la defensa), como la 
necesidad del medio defensivo concretamente empleado 
(necesidad de la concreta defensa). La distinción tiene 
consecuencias importantes: si falta toda necesidad de 
defenderse (necesidad abstracta), no cabe apreciar ni la 
legítima defensa completa ni la eximente incompleta (..), 
puesto que falta un elemento fundamental de la eximente; 


si, en cambio, habiendo necesidad de defenderse, la 





38 Esteban RIGHI, ob. cit., p. 278. 
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defensa concretamente empleada es excesiva (exceso 
intensivo), podrá apreciarse la eximente incompleta 
a) 1139 | 

Así las cosas, corresponderá entonces 
analizar la conducta desplegada por Cavia, Pintos, 
Obregón, Sosa y García a la luz de los elementos con los 
que contaban para repeler la agresión que estaban 
sufriendo. Ya dejé asentado que a mi criterio hubo 
necesidad de defenderse. 

En este contexto, concluyo en que la 
actuación de los prefectos comenzó desarrollándose dentro 
de los márgenes de la legalidad. En efecto, según lo 
narrado por Francisco Javier Pintos y lo corroborado 
tanto por testimonios indirectos como a través de una 
experticia elaborada por la Gendarmería Nacional sobre la 
base de las evidencias recolectadas durante la inspección 
ocular (cfr. el punto 36 del acápite probatorio), 
inicialmente se empleó una marcadora de aire comprimido — 
a base de pintura- para repeler la agresión sufrida, con 
disparos a zonas no vitales. Resulta ilustrativa la 
imagen incorporada a fs. 855, que retrata una lanza que 
posee restos de lo que sería pintura. Dada la virulencia 
del ataque bajo el que se encontraban los funcionarios, 
la conducta de emplear armas no letales indica cierta 
proporcionalidad que debe ser valorada en favor de los 
encausados. 

Ahora bien, sigue diciendo Esteban Righi 
en la obra citada que necesaria es también toda defensa 
idónea, que resulte la menos lesiva de varias clases de 
defensa a disposición del agredido y que no esté unida al 


riesgo inmediato de sufrir un daño*?, Ello significa: i) 





3 Santiago MIR PUIG, ob. cit., p. 448 (el resaltado obra en el 
original). 
#2 Ob. cit., p. 277. 
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que la defensa debe ser idónea, es decir, adecuada para 
impedir o repeler la agresión; ii) el agredido debe usar 
el medio menos lesivo posible, es decir, conforme a las 
circunstancias del caso concreto, del catálogo de 
posibilidades que tiene para repeler el ataque, el 
agredido debe escoger el que menos daño produce. Y luego 
explicita que “la racionalidad de la defensa se vincula 
con la exigencia de proporcionalidad entre la conducta 
del agredido con relación a la del agresor. En este 
sentido, debe considerarse que el medio empleado por el 
agredido ha sido racional, siempre que haya sido 
proporcional a la potencialidad [ofensiva] desplegada por 
el agresor”“. 

Obsérvese que la utilización de la 
marcadora de pintura pudo haber sido idónea al principio, 
pero a partir del momento en que se manifestó 
insuficiente para repeler la virulencia de la agresión 
bajo la que se encontraban, los prefectos van quedando 
autorizados por la ley para modificar el medio escogido 
por otro distinto que posea una mayor potencialidad 
ofensiva. Dicha circunstancia fue interpretada de la 
misma manera por los funcionarios, que en determinado 
momento decidieron dejar de lado el armamento no letal 
para comenzar a utilizar munición letal al sólo fin de 
proteger sus vidas y retirarse del lugar, es decir, 
terminaron siendo perseguidos. 

La cuestión radica, entonces, en 
determinar si la utilización que los efectivos realizaron 
(en esas particulares circunstancias) del armamento letal 
con el que contaban, resultó racional en los términos de 
la norma penal. Y es aquí donde me inclino por afirmar 


que los funcionarios pudieron haber rebasado el límite de 





“4 Ibid., p. 278. 
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la necesidad: emplearon —al menos- un subfusil MP5 (el de 
Obregón) de elevadísima capacidad lesiva (posee 
cargadores que albergan 30 municiones y ostenta precisión 
milimétrica, a la vez que permite ser disparado en 
automático, es decir, en ráfagas), y también sus pistolas 
reglamentarias, para efectuar numerosos disparos que — 
según lo relatado- no estaban dirigidos a persona 
determinada, sino que buscaban dar cobertura a los 
compañeros que se encontraban en retirada. 

De ese modo todos accionaron sus armas 
reiteradas veces y una de las balas expedidas por la 
pistola asignada a Cavia impactó en la humanidad de 
Rafael Domingo Nahuel Salvo, produciéndole la muerte por 
un shock hipovolémico. El propio Cavia reconoce en su 
descargo escrito que “efectuó disparos con su pistola 
reglamentaria en forma intimidatoria” porque los 
agresores “estaban muy cerca pero no los podíamos ver 
bien”. 

Entonces, al comportarse de esa manera de 
acuerdo a su dinámica de grupo, los efectivos no 
adoptaron los recaudos que les eran exigibles para que su 
reacción resultara menos lesiva de lo que fue: reitero 
aquí que el propio Pintos y los testigos Berra y Blanco 
relataron que los funcionarios hicieron fuego hacia los 
árboles, en pendiente, situación alejada de una actitud 
profesional exigida a cualquier personal policial que 
debe tener el mayor control posible sobre el lugar o 
persona en que impactarán los proyectiles que dispara. 

A ello debe agregarse que Cavia posee 
aprobados cursos como tirador especial e instructor de 
tiro; al igual que Obregón. Sosa y García también fueron 
certificados como “instructores de tiro”. Por su parte, 


si bien Pintos pasó el examen de tirador especial recién 
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el 3/8/2018 (es decir, después de los hechos), la 
cercanía de esa fecha con el evento investigado indica 
que para la fecha del fallecimiento de Nahuel Salvo 
contaba con particulares conocimientos sobre el manejo de 
armas de fuego. 

Pues bien; pese a esas especiales 
aptitudes, todos ellos desconocieron uno de los 
principios básicos sobre el empleo de armas de fuego: no 
se efectúan disparos hacia sectores o en sitios donde el 
tirador no tiene certeza sobre el lugar en que 
probablemente impactará el tiro. Aquí varios de los 
imputados describieron una situación de confusión y 
escasa visibilidad, sin lograr detectar el punto exacto 
del que provenían los disparos (Obregón incluso afirmó 
“no hacíamos fuego porque no se podía identificar el 
lugar exacto de donde provenían la múltiple cantidad de 
disparos”). Aprovecho para descartar por falaz este 
aspecto del descargo de Obregón, de cuyo subfusil se 
recogieron vainas durante la inspección del predio, es 
decir, se acreditó que disparó (salvo que esté sugiriendo 
que le entregó su arma a un compañero, quien efectuó con 
su arma asignada las detonaciones). 

Es que tal como lo señaló la Cámara 
Federal de Casación Penal en el citado caso “Veyga”, 
“respecto de los miembros de las fuerzas de seguridad 
rigen normas específicas para el empleo de armas de 
fuego. Así entonces el análisis de la causal debe 
efectuarse teniendo en cuenta el rol de policía (..) y las 
obligaciones que emanan de los “Principios Básicos sobre 
el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley’ 
(adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas 


sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
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Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de 
agosto al 7 de septiembre de 1990)”. Ese instrumento 
establece en sus disposiciones 4 y 5 que “los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el 
desempeño de sus funciones, utilizarán en la medida de lo 
posible medios no violentos antes de recurrir al empleo 
de la fuerza y de armas de fuego. Podrán utilizar la 
fuerza y armas de fuego solamente cuando otros medios 
resulten ineficaces o no garanticen de ninguna manera el 
logro del resultado previsto”; y que “cuando el empleo de 
las armas de fuego sea inevitable, los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley: a) ejercerán 
moderación y actuarán en proporción a la gravedad del 
delito y al objetivo legítimo que se persiga; b) 
reducirán al mínimo los daños y lesiones y respetarán y 
protegerán la vida humana; c) procederán de modo que se 
presten lo antes posible asistencia y servicios médicos a 
las personas heridas o afectadas; d) procurarán notificar 
lo sucedido, a la menor brevedad posible, a los parientes 
o amigos íntimos de las personas heridas o afectadas”. 

A su vez, el instrumento mencionado en el 
párrafo anterior debe relacionarse con el “Código de 
Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley”, sancionado por la Asamblea General de la ONU el 
17/12/1979, e impuesto como capacitación obligatoria para 
todas las fuerzas de seguridad mediante decreto 637/2003 
del Poder Ejecutivo Nacional. Esa norma dispone en su 
artículo 3 que “los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea 
estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el 
desempeño de sus tareas”. Resalto que todos los imputados 
registran en sus legajos el mencionado curso como 


aprobado (incluso más de una vez), motivo por el cual 
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infiero que estaban en conocimiento de tales normas y 
pese a ello las quebrantaron. 

Por otro lado, no puede dejarse de lado 
que la orden de allanamiento y desalojo expedida por esta 
sede el 23/11/2017 contenía concretas especificaciones 
sobre el uso de la fuerza, que los imputados 
necesariamente conocieron por haber formado parte del 
grupo de apoyo que ese día se constituyó en el predio. Si 
no las conocieron, aclaro, fue porque no quisieron 
conocerlas, adoptando de esa manera una actitud 
displicente respecto a las directivas emitidas por el 
Tribunal y, por ende, de todos modos deberán responder 
por ese deliberado accionar, pues quien acude a una 
comisión de tales características debe informarse 
adecuadamente sobre sus pormenores. Permítaseme ahora 
recordar que en esa ocasión se ordenó “que la utilización 
de cualquier armamento” debía ajustarse “a lo 
estrictamente impuesto por los principios de 
proporcionalidad, gradualidad, legalidad y oportunidad”. 

Por supuesto que la actuación de los 
prefectos debe ser  mensurada de acuerdo a las 
particulares circunstancias vivenciadas. No se me escapa 
que varios testimonios recabados a lo largo del sumario 
(incluso de efectivos que se encontraban apostados en la 
ruta, es decir, en un sector plano, abierto y a plena luz 
del sol) dieron cuenta del temor y la desesperación 
sufrida por los funcionarios, quienes seguramente 
consideraron que su integridad física y sus vidas estaban 
amenazadas. Pero tal cuadro de situación, aunque grave, 
no debe hacer que se pierda de vista que los uniformados 
sometidos a proceso integran una fuerza con preparación 
especial, motivo por el cual lo exigible en este tipo de 


situaciones está por encima de lo que podría esperarse de 
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un ciudadano común sin ese adiestramiento. su 
capacitación y equipamiento para afrontar situaciones 
límite impone que a la hora de juzgar sus conductas se 
realice una valoración más exigente, pues se supone que 
disponen de conocimientos, entrenamiento y medios 
técnicos para hacer una planificación más fina y precisa 
de la violencia”. Por eso resalta Mir Puig que “la 
necesidad ha de ser “racional”. Se entiende que tal 
adjetivo hace suficiente una necesidad aproximada, no 
estricta, para cualquier persona de las características 
del autor, colocada en su situación en el momento de 
defenderse (consideración ex ante)”*, 

Por todo ello la situación de autos en 
relación a Cavia, Pintos, Obregón, Sosa y García podría 
encuadrarse en lo que la doctrina ha denominado 
tradicionalmente como exceso intensivo en la defensa 
necesaria. Sobre el punto, Mir Puig enseña que “(..) el 
exceso intensivo supone (..) que la agresión es actual 
pero que la defensa podría y debería adoptar una 
intensidad lesiva menor (..). El exceso extensivo es, 
pues, un exceso en la duración de la defensa, mientras 
que el exceso intensivo es un exceso en su virtualidad 
lesiva””. Para el caso, disparar como mecanismo de 
intimidación, a la fugaz carrera, sin conocer el lugar en 
que impactará el disparo, sino sólo ante la amenaza 
cierta e inminente para la vida o la integridad física 
propia o de un compañero por parte de un sujeto agresor 
determinado a quien no se puede controlar de otra manera 


o con otros medios. 





2 cfr., en este sentido, Eugenio Raúl ZAFFARONI, Alejandro ALAGIA, 
Alejandro SLOKAR, Manual de Derecho Penal Parte General, Ediar, Bs. 
AS., 2000, p. 588. 

13 Santiago MIR PUIG, ob. cit., p. 448. 

4 Ibid. 
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Aquí debe replicarse el reproche a los 
imputados Pintos y Obregón por desoír la directiva de su 
superior en el terreno, Lezcano, quien les ordenó que no 
subieran a asistir a Cavia y Sosa hasta contar con el 
apoyo de sus compañeros que estaban por llegar. Ello 
también contribuyó a generar un riesgo que después debió 
ser conjurado mediante la utilización del armamento 
letal. 

En la misma dirección se ha pronunciado la 
jurisprudencia de distintos tribunales de nuestro país. 
Por ejemplo, la Sala III del Tribunal de Casación Penal 
de la Provincia de Buenos Aires ha dicho que “para juzgar 
la necesidad racional del medio empleado en la defensa, 
no sólo debe tenerse en cuenta la naturaleza medio, en 
sí, sino también el uso que de él se hace y la existencia 
o no de otras alternativas de defensa menos gravosas en 
función de las circunstancias concretas del hecho. (..) No 
debe dejar de considerarse que “la legítima defensa no es 
una fórmula matemática sino humana y la necesidad de la 
defensa no ha de considerarse aisladamente, ni contando 
ni indicando los golpes, sino el conjunto de 
circunstancias y supuestos de hecho, objetivos y 
subjetivos que pueden llevar a una persona al estado de 
necesidad, y es en definitiva la tesis que ha seguido la 
jurisprudencia argentina” (CNCC, Sala VI, 24/09/1991, 
*Venutti..”*, cit. en D'Alessio, A., Código Penal Comentado 
y Anotado, edit. La Ley, p. 394). En efecto, “la 
necesidad racional del medio empleado.. supone: necesidad, 
o sea que no pueda recurrirse a otro medio no lesivo, 
siendo de señalar que la fuga no es exigible. y 
«proporcionalidad» en sentido racional no matemático que 
habrá de examinarse desde el punto de vista objetivo y 


subjetivo, en función no tanto de la semejanza material 
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de las armas o instrumentos utilizados sino de la 
situación personal o afectiva en la que los contendientes 
se encuentran, teniendo en cuenta las posibilidades 
reales de una defensa adecuada a la entidad del ataque, 
la gravedad del bien jurídico en peligro y la propia 
naturaleza humana, de modo que «esa ponderación de la 
necesidad instrumental de la defensa ha de hacerse 
comprendiendo las circunstancias en que actuaba el sujeto 
enjuiciado»*. (..) *El principio del medio menos lesivo 
resulta relativizado por el hecho de que el agredido no 
tiene por qué correr ningún riesgo..”*, toda vez que “no 
está obligado a recurrir a medios defensivos menos 
peligrosos si es dudosa su eficacia para la defensa” 
(Roxin, C., [Derecho Penal. Parte General., T. 1, edit. 
Thomson Civitas, Madrid, 2003], p. 628/9)”**. 

La sala III de la Cámara Federal de 
Casación Penal ha sostenido también que “(..) Sebastián 
Soler (..) indica que la fórmula empleada para construir 
la figura del art. 35 del Código Penal, “en la cual se 
hace referencia al que «hubiere excedido los límites 
impuestos por la ley, por la autoridad o por la 
necesidad» está señalando que la condición esencial para 
que exista exceso es la preexistencia de una situación 
objetiva de justificación: una agresión ilegítima, una 
situación de necesidad, un deber legal de obrar, un 
derecho en ejercicio según el caso; de modo que el exceso 
se refiere a los límites de la acción, no a su inicial 
licitud. Por eso, pues, llámase exceso a la 
intensificación innecesaria de la acción inicialmente 


justificada”, que se denomina “exceso intensivo” (Soler, 





4 Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires, Sala 
III, causa nro. 10.644 (registro de presidencia nro. 37.914), “0., 
F. L. s/ recurso de casación interpuesto por Fiscal de juicio”, de 
fecha 20/4/2010. 
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“Derecho Penal Argentino’, t. I, pág. 371, Ed. TEA, 
1978). Más adelante, al referirse a las formas del 
exceso, sostiene que “cuando el exceso consiste en una 
superabundancia de medios defensivos con relación al 
ataque, decimos que existe exceso propiamente dicho o 
exceso intensivo’ (..)”**. 

En palabras de Omar Palermo, “el agredido 
debe limitarse a resolver la organización que le ha sido 
impuesta por el agresor y no extralimitarse en esa tarea. 
Dicho con otras palabras, el “trabajo por cuenta ajena” 
que realiza el agredido debe ceñirse al cumplimiento del 
deber del agresor y nada más. Está prohibido que el 
agredido trabaje, por así decirlo, “en su propio 
beneficio’ más allá de la organización conjunta a que lo 
ha sometido arbitrariamente el agresor. Cuando esto 
último ocurre, esto es, cuando el agredido se extralimita 
en su papel de ‘trabajador por cuenta ajena’ e introduce 
un peligro adicional que no pertenece al riesgo generado 
por el comportamiento del agresor, las consecuencias 
jurídicas de dicho comportamiento dejar de incidir 
exclusivamente en el ámbito de organización del agresor y 
se imputan también al ámbito de organización del 
agredido. La víctima de la agresión debe responder por 
las posibles lesiones que ocasione al agresor en caso de 
que su comportamiento defensivo haya ido más allá de lo 
necesario para el cumplimiento del deber que el agresor 
ha quebrantado. La problemática que plantea el exceso en 
la legítima defensa debe resolverse de conformidad con 
estos criterios, pues tanto el exceso intensivo como el 
exceso extensivo son casos de extralimitación del 


agredido en la tarea que ha asumido de cumplir, en lugar 





4 Cámara Federal de Casación Penal, Sala III, causa 12.156 
caratulada “Gómez, Miguel Ángel s/ recurso de casación”, de fecha 
6/9/2010. 
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del agresor, con el deber que este último ha infringido. 
Sin embargo, la extralimitación en la que incurre el 
agredido en los casos de exceso en la legítima defensa no 
elimina del todo la responsabilidad del agresor por la 
creación de la situación de necesidad. Por ello, los 
problemas  dogmáticos que plantea el exceso deben 
resolverse mediante un reparto de cargas de 
responsabilidad entre el agresor y el agredido”*”. 

Con ello queda dicho que, frente a una 
agresión ilegítima, el agredido no queda legitimado por 
el ordenamiento jurídico a hacer cualquier cosa. Su 
respuesta debe enmarcarse en los límites de lo necesario 
para hacer cesar la agresión no querida ni buscada y nada 
más. Es aquí donde una actitud completamente desentendida 
del destino del agresor -—por ejemplo, como ocurrió, 
disparando innumerables veces sin conocer dónde 
impactarían las balas- torna ilícita por excesiva la 
conducta del propio agredido. Por eso explica Palermo que 
“si los derechos individuales se definen como 
expectativas legítimas de respeto intersubjetivo 
recíproco entre los ciudadanos, no se necesita ningún 
componente ético-social para fundamentar las 
restricciones al derecho de defensa. La idea de 
solidaridad no es sólo una esperanza que tiene su base en 
la ética social, sino que forma parte del sistema social 
que por diferenciación ha generado el orden jurídico: 
existe un deber general de solidaridad intersubjetiva que 
está vinculado con el logro de la propia felicidad de la 
persona. (..) El reverso de este deber general de 
solidaridad interpersonal es el derecho del agresor a un 
mínimo de solidaridad. Si (..) la agresión antijurídica no 


convierte al agresor en un proscrito, este último debe 





4 Omar PALERMO, ob. cit., pp. 381-382. 
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seguir siendo respetado como persona, pues la agresión no 
le hace perder su derecho a un mínimo de solidaridad. La 
incumbencia del agresor por la creación de la situación 
de legítima defensa encuentra un límite en la necesidad 
racional del medio empleado para la defensa de los 
intereses del agredido: “ni siquiera en aquellos casos en 
los que quepa imaginarse la incumbencia más intensa cabe 
una agresión arbitraria, debiéndose elegir el medio menos 
lesivo de entre todos aquellos que resulten idóneos. No 
puede existir en un ordenamiento jurídico una incumbencia 
que se vea determinada por la arbitrariedad de otro””*, 
Son estos aspectos de la figura bajo análisis los que no 
encuentro verificados en el legajo y que me llevan a 
cautelar a los imputados por haberse excedido en el acto 
defensivo. 

c) Falta de provocación suficiente. 

Mediante este requisito, la norma excluye 
de la justificación aquellos supuestos en los que el 
propio accionar del agredido fue la causa eficiente de la 
agresión. De nuevo según Righi, “el fundamento de esta 
devaluación del derecho de defensa reside en que el 
provocador introdujo imputablemente a su bien jurídico en 
una situación de conflicto, en la que, para solucionarlo, 
debe soportar, o en todo caso compartir, los perjuicios 
creados por el peligro que desencadenó su anterior 
injerencia””. 

Tengo por cumplida esta condición típica 
de la justificante. 

Reitero que los prefectos integraban una 
patrulla de reconocimiento que tenía por objeto explorar 


el terreno, obtener fotografías e información y en su 





48 Ibid., pp. 392-393. 
1% Esteban RIGHI, ob. cit., p. 279. 
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caso proceder a la detención de ocupantes ilegales (uno 
de los cuales habían advertido el día anterior). Los 
nombrados fueron comisionados para la custodia del predio 
desde la tarde del 23 de noviembre de 2017 y en ese 
contexto (dada la situación vivida al día siguiente, en 
que se encontraron con un sujeto que descendía de la 
montaña) decidieron recorrerlo. Tales patrullajes 
constituían una de las razones de su presencia en el 
lugar, por lo que no pueden ser catalogados como 
provocadores en los términos de la ley. 

No existió por parte de los Prefectos, en 
el primer tramo de la secuencia relatada (aquella en que 
patrullan la zona y ascienden por el terreno), actuación 
ilegítima alguna contra la cual pudieran defenderse los 
ocupantes del predio. La ley 18.398 que regula la misión 
y funciones de Prefectura Naval Argentina establece en su 
artículo 4 que dicha fuerza “actúa con carácter exclusivo 
y excluyente en  (..) cualquier lugar del país, a 
requerimiento de la Justicia Federal”. Acto seguido, el 
artículo 5 de la norma, a través de sus incisos c y d, 
dispone que los funcionarios de dicha repartición cumplen 
tareas de policía de seguridad (con el objeto de mantener 
el orden público y contribuir a la seguridad del Estado; 
prevenir la comisión de delitos y contravenciones; y 
prestar en cuanto se relacione con sus funciones 
específicas, el auxilio que le requieran las autoridades 
competentes) y tareas como policía judicial (para 
intervenir en todos los casos de delitos y practicar las 
diligencias necesarias para comprobar los hechos 
ocurridos y descubrir y detener a sus autores y 
partícipes; o para dar cumplimiento, como fuerza pública, 
a todo mandato judicial, así como a toda otra función que 


se les asigne conforme a su misión y capacidades). 
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Vale decir que el personal cumplía con 
atribuciones y deberes en el interior del predio bajo su 
custodia, por lo que el ataque recibido en ese contexto 
(calificado como atentado con armas durante la condena 
impuesta a Fausto Horacio Jones Huala) deberá pesar 
únicamente sobre sus responsables, sin que pueda ser 
catalogado como defensa necesaria frente a un accionar 
ilegítimo de los funcionarios. 

En suma, dictaré el procesamiento de 
Sergio Guillermo Cavia, Francisco Javier Pintos, Juan 
Ramón Obregón, Carlos Valentín Sosa, y Sergio Damián 
García por considerarlos “prima facie” responsables del 
delito de homicidio agravado por su comisión con 
violencia contra las personas mediante la utilización de 
armas de fuego, cometido con exceso en la legítima 
defensa, en carácter de autor respecto de Cavia y en 
condición de partícipes necesarios respecto de Pintos, 
Obregón, Sosa y García (artículos 34 inciso 6°, 35, 45, 
41 bis y 79 del Código Penal). 

Es que “no debe olvidarse que la esencia 
de la etapa  instructoria reside justamente en la 
finalidad de recolectar los elementos que, eventualmente, 
den base a la acusación o requerimiento para la apertura 
del juicio público o, en caso contrario, determinen la 
clausura de la persecución penal””, 

En este sentido, la etapa instructoria no 
debe agotar exhaustivamente la investigación -la que de 
todos modos en este sumario se ha profundizado 
pormenorizadamente-, sino que sólo demanda la evaluación 
respecto de la existencia —o inexistencia- de mérito para 


la sustanciación del juicio común, estableciéndose la 





$ Julio MAIER, Derecho procesal penal, segunda edición, Editores del 
Puerto S.R.L., Buenos Aires, 1999, tomo I, pág. 452. 
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“probabilidad cierta” de la existencia del hecho y el 
grado de participación por parte de los imputados. La 
investigación preliminar, en relación al valor de las 
pruebas que en ella se reciban, debe ser verdaderamente 
preparatoria, o sea “no definitiva”, para que el juicio 
oral y público sea, como corresponde por sus conocidas 
ventajas y virtudes, la estrella de primera magnitud del 
proceso penal; es decir, para que la sentencia definitiva 
se asiente solamente en probanzas y argumentos recibidos 
oralmente, de cara a la sociedad, con plena inmediación 
entre los sujetos procesales entre sí y con las pruebas, 
escrupulosa vigencia del contradictorio y efectiva 
identidad física de los jueces. 

Se trata, en otras palabras, de habilitar 
el avance del proceso hacia el juicio, que es la etapa en 
que, eventualmente, se desenvolverán los debates y la 
confrontación con amplitud -tal como se repite en 
contadas ocasiones a lo largo de este resolutorio-. Por 
ello se ha sostenido que “[n]o cabe duda de que el juez 
concluye como consecuencia de una valoración de elementos 
probatorios. Emite un juicio afirmativo, pero apoyado en 
elementos aún no debidamente confrontados, incompletos y 
no controvertidos, pero los estima suficientes para el 
proceso entre en su pleno desarrollo al hacerse posible 
la declaración de culpabilidad del imputado en el futuro. 
Subjetivamente, basta con que haya alcanzado un 
conocimiento probable acerca de la verdad de la 
imputación inicial para que se esté frente a esa 
posibilidad”. 

Por su parte, la Cámara Federal de 


Apelaciones de General Roca coincide con el espíritu de 





5 Jorge A. CLARIÁ OLMEDO, Tratado de derecho procesal penal, 
Rubinzal, Buenos Aires, 2008, tomo IV, p. 354. 
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cuanto llevo dicho pues ha señalado en reiteradas 
ocasiones que “(..) “la instrucción debe ser acotada y 
limitarse a la producción de la prueba que resulte 
indispensable para corroborar, con la provisionalidad de 
la etapa, los extremos de la imputación, circunstancia 
ésta que además conlleva un trámite más rápido. Ello así, 
en el entendimiento de que es la instancia de juicio el 
ámbito apropiado para conocer exhaustivamente de los 
hechos imputados y para que las partes ejerzan sus 
pretensiones, caracterizado por los principios de 
contradicción, publicidad y oralidad que derivan de la 
Constitución Nacional. Es que «el sistema de la oralidad 
no tolera el desarrollo de un juicio sin producción de 
prueba alguna, ya que este método exige, para la tutela 
del debido proceso, que los juzgadores experimenten el 
peso o la fuerza de la percepción por sus sentidos, según 
el principio de inmediatez. Y más todavía, porque esa 
prueba, adquirida y evaluada en el contradictorio, es la 
que luego servirá de sustento para dictar una sentencia 
razonada y válida, fundada en los hechos verificados y el 
derecho vigente. Lo contrario, sería conformarse con un 
debate huérfano de elementos fácticos, en el que la 
discusión sólo girase en torno a cuestiones puramente 
jurídicas o de crítica a las constancias extrajudiciales» 
(del dictamen del Procurador al que se remitió la minoría 
de la CSJN en Fallos 331:525)” (autos ‘Radichi’, sent. 
int. 299/15). Principios que reposan además en el 
criterio según el cual la recolección probatoria en la 
etapa de instrucción se despliega en un marco 
limitadamente contradictorio y da sostén, entre otras 
disposiciones, al art. 199 del CPP, razón por la cual 
podrá entonces el letrado en la etapa de debate 


cuestionar -—sí así lo estima- el valor probatorio de esas 
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piezas y, desde luego y fundamentalmente, solicitar 
también su incorporación al proceso, aspectos que (..) 
podrán ser objeto de amplio debate en el juicio”. 

VII. MEDIDAS CAUTELARES. 

A los fines de evaluar la eventual 
imposición de la medida cautelar restrictiva de libertad 
prevista en el artículo 312 del Código Procesal Penal de 
la Nación, teniendo en cuenta la falta de antecedentes 
penales de los imputados (cfr. fs. 1852, 1853, 1854, 1910 
y 1911) y la escala penal correspondiente al delito que 
aquí se les atribuye -según la calificación legal 
escogida—, corresponde mantener la libertad que vienen 
gozando, pues en caso de recaer sentencia condenatoria en 
la presente causa la misma podría ser de ejecución 
condicional. 

Coincido con el criterio desarrollado a 
fs. 1401/4 en relación a Francisco Javier Pintos, que 
puede ser aplicable también a Sosa, Cavia, García y 
Obregón, cuenta habida la inexistencia de “riesgo 
procesal” conforme los alcances del Plenario N° 13 de la 
C.N.C.P. en la causa “Díaz Bessone”, que estableció 
claramente que la regla general durante el trámite del 
proceso es la libertad y sólo es posible apartarse de ese 
principio cuando existan reales y concretos peligros de 
fuga o entorpecimiento de la pesquisa por quien se 
encuentra pasivamente legitimado. Los imputados poseen 
acreditado arraigo y no existen diligencias probatorias 
pendientes susceptibles de ser obstaculizadas por los 


nombrados. 





52 C.F.A.G.R. in re “VERGARA, Carlos Roberto — JOHN, Orlando Horacio 
— PELLIZA, Javier Félix - MUÑIZ, Pablo Ángel - SEPULVEDA, Pablo 
David y otros sobre imposición de tortura (art.144 ter. inc.1), 
omisión del funcionario (art.144 cuarto inc.2) en concurso real con 
falsedad ideológica y otros”, reg. nro. 546/2016, de fecha 
16/12/2016. 
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Sin perjuicio de lo precedentemente 
expuesto y a fin de aventar el peligro de una eventual 
sustracción al accionar judicial y en uso de las 
facultades acordadas por el art. 310 del CPPN, impondré a 
los antes nombrados —de  momento- las siguientes 
obligaciones, las que deberán serles debidamente 
notificadas: 1) prohibición de salida del país, 2) 
mantener el domicilio real oportunamente declarado, que 
deberá ser comunicado sin demora al Tribunal en caso de 
ser modificado; 3) hacer saber a esta sede cualquier 
ausencia del domicilio por período mayor a cinco días; 4) 
comparecer el primer y tercer lunes de cada mes ante la 
Delegación San Isidro de la Policía Federal Argentina. La 
primera de ellas ya se encuentra vigente en relación a 
Francisco Javier Pintos. 

En cuanto al monto del embargo a decretar 
respecto de los imputados, adelanto que fijaré una suma 
suficiente, para lo cual se tomarán en cuenta las pautas 
establecidas en los arts. 518 y 533 del C.P.P.N. 

La primera norma establece que “al dictar 
el auto de procesamiento, el juez ordenará el embargo de 
bienes del imputado (..) en cantidad suficiente para 
garantizar la pena pecuniaria, la indemnización civil y 
las costas”. En este sentido, debe valorarse 
especialmente en relación a Pintos, Sosa, Cavia, García y 
Obregón que se les atribuye la comisión de un homicidio 
calificado con exceso en la legítima defensa, aspecto que 
debe necesariamente repercutir sobre el embargo a 
imponer, pues podrían ser condenados a reparar el daño 
causado (téngase en cuenta, en este sentido, que el 
artículo 90 del ritual establece que “la constitución de 
parte civil podrá tener lugar en cualquier estado del 


proceso hasta la clausura de la instrucción”, y que el 
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injusto infringido significó la pérdida de una joven vida 
humana). 

Asimismo, debe atenderse a las costas del 
proceso. Tal como lo establece el art. 533 del Código de 
forma, éstas consisten en el pago de la tasa de justicia, 
los honorarios devengados por los abogados, procuradores 
y peritos y los demás gastos que se hubieran originado 
por la tramitación de la causa, circunstancias a valorar 
a la hora de fijar la suma a dar a embargo. Sobre el 
punto, debe señalarse que la regulación de honorarios 
mínima asciende a 15 UMA (cuyo valor de referencia fue 
fijado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación —a 
través de la Acordada 7/2021- en $4.152 por UMA). Ello 
rige tanto para casos de abogado particular como oficial, 
pues a la defensa pública también deben regulársele 
honorarios (artículo 63 ley 24.946). Por su parte, la 
tasa de justicia por monto indeterminado asciende a una 
suma levemente inferior a los mil quinientos pesos. 

En este punto deben tomarse en 
consideración -—respecto a todos los encausados- las 
numerosas y costosas experticias ordenadas a lo largo del 
expediente, que significaron la intervención de múltiples 
peritos (oficiales y de parte). 

Si bien no se establecen topes a la 
fijación del monto, éste debe derivar del análisis de los 
diferentes elementos objetivos de cada caso en 
particular. En tal sentido también se ha sostenido, a 
modo de ejemplo, que la fijación del monto se supedita al 
mayor o menor grado de compromiso en las maniobras. 

En virtud de lo expuesto y efectuadas 
estas consideraciones de acuerdo a los parámetros 


mencionados se trabará embargo sobre los bienes y/o 
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dinero de los causantes hasta cubrir las sumas que en la 
parte resolutiva se dispondrán. 

Por ello, de conformidad con los arts. 
306, 310, 312, 319, 518, 533 y concordantes del C.P.P.N., 
corresponde y así; 

RESUELVO: 

I) ORDENAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISIÓN 
PREVENTIVA DE SERGIO GUILLERMO CAVIA, cuyas demás 
condiciones personales obran en el exordio, por 
considerarlo autor penalmente responsable del delito de 
homicidio agravado por su comisión con violencia contra 
las personas mediante la utilización de armas de fuego, 
cometido con exceso en la legítima defensa (artículos 34 
inciso 6, 35, 41 bis, 45 y 79 del Código Penal). 

II) ORDENAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISIÓN 
PREVENTIVA DE FRANCISCO JAVIER PINTOS, JUAN RAMÓN 
OBREGÓN, CARLOS VALENTÍN SOSA Y SERGIO DAMIÁN GARCÍA, 
cuyas demás condiciones personales obran en el exordio, 
por considerarlos partícipes necesarios penalmente 
responsables del delito de homicidio agravado por su 
comisión con violencia contra las personas mediante la 
utilización de armas de fuego, cometido con exceso en la 
legítima defensa (artículos 34 inciso 6, 35, 41 bis, 45 y 
79 del Código Penal). 

III) TRABAR embargo sobre el dinero y/o 
bienes de Sergio Guillermo Cavia, Francisco Javier 
Pintos, Juan Ramón Obregón, Carlos Valentín Sosa y Sergio 
Damián García hasta cubrir la suma —en cada caso- de 
cinco millones de pesos ($ 5.000.000). 

IV) IMPONER a los nombrados las siguientes 
obligaciones: 1) prohibición de salida del país, 2) 
mantener el domicilio real oportunamente declarado, que 


deberá ser comunicado sin demora al Tribunal en caso de 
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ser modificado; 3) hacer saber a esta sede cualquier 
ausencia del domicilio por período mayor a cinco días; 4) 
comparecer el primer y tercer lunes de cada mes ante la 
Delegación San Isidro de la Policía Federal Argentina. La 
primera de ellas ya se encuentra vigente en relación a 
Francisco Javier Pintos. 

En todos los casos, bajo apercibimiento de 
ordenar sus inmediatas detenciones de verificarse 
incumplimientos injustificados. 

Las condiciones de conducta deberán 
comenzar a cumplirse inexorablemente a partir del dictado 
de la presente. 

V) OFICIAR a la Agrupación Albatros de la 
Prefectura Naval Argentina a fin que -—con carácter 
urgente y en el plazo máximo de 24 hs.— notifique 
personalmente a Sergio Guillermo Cavia, Francisco Javier 
Pintos, Juan Ramón Obregón, Carlos Valentín Sosa y Sergio 
Damián García de la resolución emitida en el día de la 
fecha. 

Además, deberá  intimarlos del embargo 


dispuesto y notificarlos de las condiciones de conducta 


establecidas. 

Regístrese, notifíquese y -—firme que se 
encuentre— comuníquese al Registro Nacional de 
Reincidencia. 

Ante mí: 

En /5/2021, a las hs., notifiqué mediante cédula 


electrónica al Dr. Marcelo Hugo Rocchetti. CONSTE. 
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En /5/2021, a las hs., notifiqué mediante cédula 


electrónica a la Dra. Anabella Ethel Schmidt. CONSTE. 


En /5/2021, a las hs., notifiqué mediante cédula 


electrónica al Dr. Manuel Segundo Mansilla. CONSTE. 


En /5/2021, a las hs., notifiqué mediante cédula 


electrónica al Dr. Pablo Sebastián Feudal. CONSTE. 


En /5/2021, a las hs., notifiqué mediante cédula 


electrónica al Dr. Mariano Ariel Przybylski. CONSTE. 


En /5/2021, a las hs., notifiqué mediante cédula 


electrónica a la Sra. Fiscal. CONSTE. 


Signature Not ied Signature Not ied 

Digitally signed b STAVO Digitally signed b EJANDRO 
JAVIER ZAPAT IWANOW 

Date: 2021.06.1610:59:41 ART Date: 2021.06.1641:00:44 ART 
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